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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los Ministros del Interior subrogante, señor Patricio Rosende Lynch; de Hacienda, señor Andrés Velasco Brañes, y Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney; las Ministras Secretaria General de Gobierno, señora Carolina Tohá Morales; del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Serrano Madrid, y Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, señora Ana Lya Uriarte Rodríguez.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 15:12, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NOVOA (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 61ª y 62, ambas extraordinarias, en 3 y 4 de noviembre del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor NOVOA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

l señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



De Su Excelencia la Presidenta de la República, por medio del cual informa que no hará uso de la facultad que le confiere el artículo 73 de la Constitución Política, respecto del proyecto que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica (boletín N° 5.172-09).


--Se toma conocimiento y se manda comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.


De Su Excelencia el Vicepresidente de la República, mediante el cual retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, acerca del proyecto, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema institucional para el desarrollo del turismo y modifica el decreto ley N° 1.224, que crea el Servicio Nacional de Turismo, y otras normas legales (boletín N° 5.687-23).


--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados, con los cuales comunica que ha aprobado las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que establece un bono extraordinario para quienes ejerzan como vocales de mesas receptoras de sufragios (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 6.760-05) (Véase en los Anexos, documento 1).


2.- Proyecto de ley que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos de Navidad en el año 2009 y de Fiestas Patrias en 2010 para el sector pasivo, y otorga otros beneficios que indica (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 6.757-05) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasan a la Comisión de Hacienda.

El señor NOVOA (Presidente).- Si les parece a los señores Senadores, ambos proyectos quedarán para la tabla de esta sesión y se autorizará a la Comisión de Hacienda para reunirse paralelamente con la Sala y dar informes verbales, de no alcanzarlos a despachar por escrito.



--Así se acuerda.

El señor NOVOA (Presidente).- Puede continuar el señor Prosecretario.
El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Oficio de la señora Ministra de Agricultura, por medio del cual responde uno enviado en nombre del Senador señor Prokurica, referido a los problemas que afectan a los olivicultores de Copiapó y Huasco.



--Queda a disposición de los señores Senadores.

Informes



De las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, recaídos en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo quinto transitorio de la ley N° 19.665 a fin de extender el funcionamiento de los tribunales que indica (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 6.750-07) (Véanse en los Anexos, documentos 3 y 4 ).


--Conforme a lo acordado ayer por los Comités, queda para la tabla de Fácil Despacho de esta sesión.


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Kuschel y Sabag, que concede la nacionalidad por gracia al sacerdote señor Frederick Joseph Hegarty Keane (boletín N° 6.713-07) (Véase en los Anexos, documento 5).


Dos de la Comisión de Salud, recaídos en las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Ruiz-Esquide, Arancibia y Ominami, que posterga la fecha para la calificación de los establecimientos de salud no calificados como de autogestión en red (boletín N° 6.727-11) (Véase en los Anexos, documento 6).


2.- Proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, con el objeto de incorporar la presunción de declaración y no pago de cotizaciones de salud al sistema de isapres, y homologar el interés penal y la multa por no pago de tales cotizaciones a los contemplados en el decreto ley N° 3.500 y en la ley N° 17.322 (boletín N° 6.312-11) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Quedan para tabla.

Proyectos de acuerdo



Del Senador señor Horvath, a través del cual solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República adoptar las medidas necesarias para postular, ante la UNESCO, a la declaración de los hielos y archipiélagos patagónicos como sitio de Patrimonio Mundial (boletín N° S 1.209-12) (Véase en los Anexos, documento 8). 



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



De los Senadores señores Larraín y Romero, por medio del cual se expresa el apoyo del Senado de Chile al restablecimiento de la democracia en la República de Honduras (boletín N° S 1.210-12) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

V. FÁCIL DESPACHO
EXTENSIÓN DE FUNCIONAMIENTO DE JUZGADOS DEL CRIMEN DE SANTIAGO
El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo quinto transitorio de la ley N° 19.665 a fin de extender el funcionamiento de los tribunales que indica, con informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6750-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 63ª, en 10 de noviembre de 2009.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 65ª, en 11 de noviembre de 2009.


Hacienda, sesión 65ª, en 11 de noviembre de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito principal de la iniciativa es prolongar la existencia de los dos juzgados del crimen subsistentes en la jurisdicción de la Corte de Apelaciones de Santiago para el período del año 2010 y establecer que subsistirá un juzgado del crimen desde el 1° de enero de 2011.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento aprobó el proyecto tanto en general cuanto en particular por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Alvear y señores Espina y Gómez), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



Por su parte, la Comisión de Hacienda adoptó idéntica resolución por la unanimidad de sus integrantes presentes (Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag).



Cabe tener presente que para su aprobación esta iniciativa requiere 20 votos conformes.

El señor NOVOA (Presidente).- De acuerdo a lo resuelto ayer por los Comités, este proyecto quedó para la tabla de Fácil Despacho y se votará sin fundamento de voto.



En discusión general y particular.



Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, solo quiero recordar a la Sala que cuando se aprobó la reforma procesal penal, que rige actualmente en el país, se dejaron vigentes algunos juzgados del crimen con el objeto de que conocieran las antiguas causas, dado que el Código de Procedimiento Penal estableció que solamente los delitos acaecidos a partir del momento en que entrara en vigor la reforma se regirían de acuerdo al nuevo sistema.



Sin embargo, tomando en cuenta la cantidad de procesos que aún se mantienen en el sistema antiguo, en el proyecto en debate se prorroga por un año la vigencia de los referidos juzgados del crimen a fin de que puedan culminar la tramitación de las causas pendientes. 



Es cuanto se somete a la consideración de la Sala. 



He dicho. 

El señor NOVOA (Presidente).- No hay más inscritos para hacer uso de la palabra. 



Cerrado el debate.



En votación. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (27 votos favorables) y, por no haberse presentado indicaciones, se aprueba también en particular, dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido, y queda despachado en este trámite. 



Votaron la señora Alvear y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gómez, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.
VI. ORDEN DEL DÍA
CREACIÓN DE INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS. VETO
El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde ocuparse en las observaciones, en segundo trámite constitucional, formuladas por Su Excelencia la Presidenta de la República al proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, con informes de las Comisiones de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y de Hacienda, y urgencia calificada de “discusión inmediata”. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (3878-17) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 40ª, en 8 de agosto de 2006.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 56ª, en 9 de octubre de 2007.

Observaciones en segundo trámite, sesión 59ª, en 27 de octubre de 2009.

Informes de Comisión:


Derechos Humanos, sesión 15ª, en 8 de mayo de 2007.


Derechos Humanos (segundo), sesión 43ª, en 14 de agosto de 2007.


Hacienda, sesión 43ª, en 14 de agosto de 2007.


Mixta, sesión 46ª, en 8 de septiembre de 2009.

Derechos Humanos (observaciones), sesión 63ª, en 10 de noviembre de 2009.


Hacienda (observaciones), sesión 63ª, en 10 de noviembre de 2009.


Discusión:



Sesiones 18ª, en 9 de mayo de 2007 (se aprueba en general); 44ª, en 28 de agosto de 2007 (queda para segunda discusión); 49ª, en 5 de septiembre de 2007 (se aprueba en particular); 46ª, en 8 de septiembre de 2009 (se aprueba su informe).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Se presentaron 15 observaciones al proyecto, las cuales dicen relación, principalmente, al concepto de derechos humanos; a los estatutos del Instituto; a la remisión de su informe anual a las Naciones Unidas y a la Organización de los Estados Americanos; a la facultad de deducir querella y recursos de protección y amparo. 



Asimismo, se refieren a la remoción de los Consejeros del Instituto a requerimiento del Presidente de la República o de la Cámara de Diputados; al monto mínimo de la pensión de viudez, y a la ampliación de los beneficios de reparación a los menores calificados como víctimas indirectas. 



La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía consigna en su informe la aprobación de todas las observaciones formuladas por el Ejecutivo. Las recaídas en el artículo 2°, en el numeral 5 del artículo 3°, en la segunda frase del artículo 7° y en los artículos transitorios 7° y 11, nuevo, fueron acordadas por tres votos a favor (Honorables señores Ávila, Letelier y Sabag) y dos en contra (Senadores señores Chadwick y Kuschel).



Por su parte, la Comisión de Hacienda se pronunció respecto de las observaciones propias de su competencia y aprobó por unanimidad la atinente al artículo 5° transitorio, y por mayoría, las recaídas en los artículos 7°, 11 y 12 transitorios. 



Cabe tener presente que todas ellas fueron acordadas por la Cámara de Diputados, en sesión del 27 del mes pasado.



Hay que recordar que las observaciones se discuten en general y particular a la vez, se votan separadamente -una por una; o sea, deberemos efectuar 15 votaciones-, y no procede dividir la votación a su respecto.



La primera observación dice: 



 “AL ARTÍCULO 2°


“1) Agrégase en su inciso primero, a continuación de la expresión “en el territorio de Chile”, y el punto seguido (.) que le precede, la siguiente expresión: 



“, establecidos en las normas constitucionales y legales; en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, así como los emanados de los principios generales del derecho, reconocidos por la comunidad internacional”.



Esta observación fue aprobada en la Comisión de Derechos Humanos con los votos a favor de los Senadores señores Ávila, Letelier y Sabag, y en contra, de los Honorables señores Chadwick y Kuschel.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra. 



Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, este veto pretende explicitar algo que de todas maneras se encuentra en el concepto de los derechos humanos. 



En la Carta Fundamental se dispone que el ordenamiento jurídico tiene que respetar los derechos humanos garantizados por la Constitución y los tratados internacionales celebrados por Chile. 



Entre esos instrumentos se encuentra el que establece el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia de La Haya -no me refiero a la Corte Penal Internacional-, donde se está viendo el diferendo limítrofe planteado por el Perú. 



En su artículo 38 dicho Estatuto señala que los principios generales del Derecho Internacional serán siempre una fuente supletoria del Derecho. Y eso ha sido práctica habitual en la comunidad mundial. 



En consecuencia, las normas instauradas por la práctica internacional o la jurisprudencia de los tribunales (llamadas de ius cogens), dígase o no, siempre serán una fuente supletoria del Derecho.



Cabe señalar, además, que la mayor parte de tales principios se hallan consagrados en nuestro ordenamiento jurídico, por lo cual la observación solo explicita algo que ya existe. 



Gracias. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick. 

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, en la Comisión de Derechos Humanos nos pronunciamos en contra del veto recaído en el artículo 2°, porque nuestro punto de vista es distinto del expresado por el Ministro señor Viera-Gallo. 



En esa norma se establece el objeto de una institución de carácter público creada por ley. Y es evidente que tal finalidad debe estar precisada y debidamente consagrada dentro de la ley. 



Ahora, cuando se habla de los derechos humanos instaurados en la Constitución y en los tratados vigentes, y se agrega la expresión: “así como los emanados de los principios generales del derecho, reconocidos por la comunidad internacional.”, se está fijando un objeto del todo amplio, absolutamente indeterminado, que además puede evolucionar en el tiempo. 



Por lo tanto, le estamos otorgando a un organismo público una competencia que no se halla precisada ni determinada en la ley. O sea, “es un mar sin orilla”. 



El instrumento relativo a la Corte Internacional de Justicia de La Haya -al cual aludió el Ministro señor Viera-Gallo- consagra los principios generales del Derecho (no es novedad, pues ya se contemplan en nuestra legislación interna) como fuente supletoria de interpretación de la ley, pero no como fuente directa. 



Eso es totalmente distinto. Porque si tengo que interpretar una norma jurídica cuyo tenor no me resulta claro, debo recurrir a los mecanismos de interpretación de la ley. Y dentro de estos, obviamente se encuentran los principios generales del Derecho, que ayudan a esclarecer el sentido de una disposición.



Ello es por completo diferente de incorporar tal fuente supletoria como fuente directa de competencia de un órgano público; porque, como es vaga, indeterminada, imprecisa, sería de tal amplitud que ninguno de los presentes aquí, en la Sala, podríamos precisar su competencia definitiva, por lo extraordinariamente difícil que resultaría para cualquiera determinar cuáles son los principios generales del Derecho Internacional en materia de interpretación de los derechos humanos.


Por eso, señor Presidente, por tratarse del objeto de un organismo público, nosotros nos oponemos a la observación planteada, especialmente en su frase final. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear. 

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, quiero manifestar mi sorpresa por el rechazo a la última parte de lo que se propone agregar al artículo 2°, por las siguientes razones. 



En primer lugar, el inciso segundo del artículo 5° de la Constitución Política dispone que “El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana.”, y a renglón seguido expresa: “Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.


Insisto: “Es deber de los órganos del Estado”.



Me parece que al crear un Instituto Nacional de Derechos Humanos y establecer que él tiene por objeto la “promoción y protección de los derechos humanos”, etcétera -como se señala en el texto comparado-, ello es perfectamente compatible con lo anterior. Además, hace necesario que se haga mención a las normas constitucionales y legales y a los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile.



Cabe agregar, señor Presidente, que esto resulta especialmente importante por la decisión de nuestro país de incorporarse a la comunidad internacional, para lo cual no solo hemos suscrito tratados de libre comercio, sino también acuerdos internacionales sobre derechos humanos y, más aún, de libre comercio que van más allá de dichos convenios. Por ejemplo, el celebrado con la Unión Europea establece explícitamente en el Capítulo de Cooperación la necesidad de respetar los derechos humanos y el deber de los órganos del Estado para que esto sea así. Incluso, hay una cláusula de derogación del tratado internacional en caso de que se violen tales derechos esenciales.



Por lo tanto, estimo que, al crearse un Instituto Nacional de Derechos Humanos, es perfectamente coherente agregar en el artículo 2° la frase: “los tratados internacionales reconocidos por la comunidad internacional y que han sido ratificados por Chile”.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, este diálogo ya lo tuvimos en otro momento con el Honorable señor Chadwick en cuanto al alcance, no del comienzo del veto aditivo de la Presidenta de la República, sino respecto a la segunda parte del párrafo.



A mi juicio, aquí no está en discusión que se defienda y se promueva lo establecido en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile. Eso está claro. El debate es si el Instituto, como órgano independiente y autónomo del Estado, regido por la Constitución, puede o no promover los principios que emanan del principio general del Derecho aceptado por la comunidad internacional. Es decir, si podrá impulsar ciertos derechos futuros o que son reconocidos por la comunidad internacional y que quizás no están formalmente consignados en nuestra legislación.



Estimo que la Carta Fundamental faculta al órgano que se crea para promoverlos -sin necesidad de la última frase de la norma- al señalar que “Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos”. Por la forma como está redactado, debe entenderse que se trata de un concepto amplio, no restrictivo de lo ya ratificado por Chile.



La anterior es la primera observación que quiero plantear, para dejar constancia en la historia de la ley, independiente de la votación o de que quede o no esa frase, que, de acuerdo a la Constitución, el Instituto va a poder promover y respetar todos los derechos que digan relación a los que emanan de la naturaleza humana, sin importar si están ratificados en un tratado internacional o en una ley interna y que tengan que ver con el espíritu de una institución como esta.



Sostengo eso, también, porque según nuestra legislación, que es distinta al Derecho Internacional, el país es parte de una comunidad internacional. La ley común en otras naciones se genera a partir de un procedimiento, práctica o concepto diferente al de Chile.



Quiero dejar constancia de que soy partidario del texto en debate. Me parece que él es parte del acuerdo que se redactó cuando estaba vivo el Diputado señor Juan Bustos. Era la confirmación o ratificación de algo que se encuentra en la Constitución, y no creo -quiero decirlo honestamente- que debiéramos temer, por cuanto los derechos esenciales de la persona -a la vida, a la identidad, a su integridad, a su desarrollo pleno- aún están pendientes en muchas partes del mundo. Y el Instituto que se crea debe promoverlos como bien universal, no solo en nuestro país sino en todo el planeta.



A mi juicio, las aprensiones del Senador señor Chadwick son excesivas, aun cuando las comprendo.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick, en su segundo discurso.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, yo no tengo temor. Es una precisión jurídica fijar la competencia de un órgano público.



Considero bueno que tengamos un mismo entendimiento sobre la Carta Fundamental. Su artículo 5°, inciso segundo, señala “Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos”. Pero no termina ahí. Continúa diciendo “garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.



¿Qué significa eso? Que circunscribe, detalla y precisa jurídicamente, como corresponde hacerlo, cuáles son los derechos que deben ser respetados: los que garantiza la Constitución y los que están en los tratados internacionales. De lo contrario, ¿en qué consistiría el deber de respeto si yo no sé qué derechos tengo que acatar? Entonces, es obvio que la Carta lo establezca y precise. Porque la obligación de respetar algo surge desde el momento en que se conoce lo que motiva respeto.



Por eso rechacé esa frase final en la Comisión -se lo planteé al Ministro señor Viera-Gallo en una conversación que tuvimos con anterioridad, donde, según recuerdo, habíamos concordado en algo; pero eso fue en el pasado-; pero, como todo evoluciona, ahora  considero impropio establecer una competencia o un deber de un órgano, que no se sabe en qué consiste. De manera que no corresponde.



En consecuencia, se trata de una necesidad jurídica y no de una cosa de carácter conceptual o de temor. 



Eso es lo que quería transmitir, señor Presidente. No sé si lo he logrado con alguna eficacia.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier, en su segundo discurso.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, entiendo que no queremos hacer cosas impropias, según ha dicho el Honorable señor Chadwick. Es un asunto de interpretación del texto constitucional.



El párrafo final del inciso segundo del artículo 5°, establece que “Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos”. Luego, hay una coma. La pregunta es si lo que sigue a ese signo ortográfico es una limitación o el piso. Es decir, si es el techo de lo que hay que promover o el piso de lo que se debe garantizar.



Me parece que eso no incidirá mayormente en lo que va a hacer el Instituto. Porque este promoverá los derechos esenciales que figuran en los tratados internacionales respecto de las personas. Y espero que nuestro país esté siempre a la cabeza de todos los otros derechos en la comunidad internacional.

El señor NOVOA (Presidente).- No hay más inscritos para intervenir.



Señores Senadores, como la Comisión de Hacienda está sesionando en este momento y a fin de que sus miembros no tengan que venir a la Sala para votar, daremos por cerrado el debate de cada observación. Cuando vuelvan, procederemos a su votación.



Asimismo, solicito autorización para que cuando regresen suspendamos la discusión de esta iniciativa y pasemos a la del reajuste para el sector público. Además, como esta sesión fue citada hasta las 18, después debemos abocarnos al  estudio del proyecto de la Ley de Presupuestos.



--Así se acuerda.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La segunda observación, dice lo siguiente:



“Agrégase en su inciso segundo, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente expresión:



“Con todo, los estatutos deberán ajustarse a los principios internacionales que rigen a las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos.”. 



Esta norma fue aprobada con los votos favorables de los Senadores señores Ávila, Letelier y Sabag. Votaron en contra los Honorables señores Chadwick y Kuschel.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, en esta parte recogimos una observación de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, cuya preocupación es que el Instituto Nacional de Derechos Humanos sea lo más autónomo posible, y que este, al dictar sus estatutos, pueda, de alguna manera, incluir disposiciones que se aparten de los llamados “Principios de París”, que rigen a todas las entidades de este tipo.



En verdad, eso no es algo trascendente. Estoy seguro de que el Instituto va a dictar normas autónomas que se ajusten a dichos principios.



Repito: incluimos tal inciso para recoger algo que nos manifestó la mencionada personera de la ONU.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, lamento tener en este caso una interpretación distinta de la sustentada por la Alta Comisionada de las Naciones Unidas,...

El señor NARANJO.- ¡No le creo!

El señor CHADWICK.-..., a quien no tengo el gusto de conocer. 



De todas maneras, la interpretación, a mi juicio, es la que corresponde dentro de nuestra legislación interna y la  que -discúlpenme que lo diga-, además, es obvia.



Los estatutos de una entidad pública surgen de la ley. De lo contrario, para qué dictar esta; para qué fijar competencias y atribuciones a un organismo público si, a renglón seguido, se expresa que, para los efectos de sus estatutos, tendrá la más amplia libertad, como fuente, para establecerlos y ajustarlos -leo en forma textual- a “los principios internacionales que rigen a las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos.”.



¿Alguno de los señores Senadores presentes los conoce?



¿Estamos en condiciones de aprobar una iniciativa legal donde se establece que los estatutos de una entidad deberán ajustarse a principios que ignoramos?



¿Es propio que a un órgano público, a través de la ley, se le entregue una facultad amplísima, desconocida, para los efectos de elaborar los estatutos por los cuales se regirá?





Entonces, ¡para qué está la ley!

El señor ÁVILA.- ¡Eso no invalida al Instituto!

El señor CHADWICK.- Entonces, a fin de no invalidar al Instituto -como apunta el Senador señor Ávila-, pido rechazar la frase que en el veto de la Presidenta de la República se propone agregar en el inciso segundo del artículo 2°, y que los estatutos consignen todo lo que preceptúa el articulado del proyecto en cuanto a su competencia, como deben ser las normas de funcionamiento de un organismo público.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, no había querido intervenir. Sin embargo, dada la reiteración del Senador señor Chadwick sobre el punto, tengo la impresión de estar en el Parlamento cubano, escuchando a uno de sus parlamentarios oponerse a que puedan operar determinadas normas internacionales en materia de derechos humanos.

El señor CHADWICK.- ¡Está delirando el colega, señor Presidente!

El señor NARANJO.- Es cierto. ¡Me parece escuchar a un parlamentario cubano diciendo: “Mire, el Instituto de Derechos Humanos que estamos creando, se regirá por las normas, los estatutos y la Constitución de Cuba”!



Ello, estimado Senador, porque un integrante del Congreso de ese país no quiere que una entidad de esta índole se rija por las normas internacionales ni que tenga autonomía. 



Eso es justamente lo que se hacía en los países del Este cuando se creaban instituciones de derechos humanos. ¡Todo se regía por las normas del Partido único, y dichos órganos carecían de independencia! ¡Y por ello no se respetaban tales derechos!



Por eso es tan importante incorporar los principios referidos en los estatutos de las instituciones; que estas posean la mayor autonomía, y que se rijan por las normas internacionales en materia de derechos humanos. Porque estos no tienen fronteras ni límites. 



Por lo tanto, si alguien quiere poner límites o fronteras a los derechos esenciales, actúa con la lógica del Partido único; del autoritarismo, que es, justamente, lo que deseamos evitar que ocurra en nuestro país con el Instituto de Derechos Humanos.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, los principios a los que hace referencia el Honorable señor Chadwick son conocidos. Otra cosa es que él, tal vez, no los conozca.



Se denominan “Principios de París”.



Es probable que otros señores Senadores tampoco los conozcan; pero fueron establecidos por la UNESCO y figuran en los informes respectivos.



Aquí no se trata de que el Instituto pueda dictar estatutos contrarios a la ley chilena, sino, simplemente, de que al atenerse al ordenamiento jurídico nacional tenga en cuenta también tales principios.



Más allá de las polémicas naturales en un Parlamento, debo manifestar que, al final, este aspecto no es relevante para el Gobierno, porque estamos seguros de que el Instituto va a respetar los Principios de París.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, no me voy a hacer cargo de la diatriba de un señor Senador respecto del régimen cubano, porque no tiene sentido.



Sucede que nosotros tenemos que legislar de acuerdo con el Estado de Derecho chileno, porque este no es un país que no tenga normas que lo rijan. Es del todo claro que Chile se regula por una institucionalidad democrática, que se encuentra, básicamente, en el artículo 5° de la Constitución, el cual en el inciso segundo expresa:



“El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana.”. 



Y agrega: “Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.



La norma en debate va mucho más allá de lo que nuestra Carta Fundamental establece en el precepto que acabo de leer. Y, por ello, desde el punto de vista de la técnica jurídica y de los principios del Estado de Derecho chileno, es inaceptable. Porque dice:



“Con todo, los estatutos deberán ajustarse a los principios internacionales que rigen a las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos.”. 



¡Si lo que tiene que hacer es ajustarse a los tratados internacionales que Chile ha suscrito, y también -como indiqué- a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana!



En consecuencia, esa disposición no tiene razón de ser, salvo crear un efecto político.



Por lo tanto, señor Presidente, como el Senado tiene que legislar según lo establecido en la Constitución, lo que procede es acatarla. Desde esta perspectiva, dicha norma es absolutamente innecesaria y -repito- no tiene razón de ser. 



Por consiguiente, solicito que la ley en proyecto se adecue a lo dispuesto en nuestra propia institucionalidad.



Adicionalmente, la norma referida carece de justificación. Porque lo que cubre la hipótesis propuesta deja en la nebulosa el artículo 5° del Texto Fundamental. Y este es el que habría que reproducir en ese caso, pero sería redundante.



Por las razones expuestas, señor Presidente, resulta innecesaria una disposición de esta naturaleza.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chadwick, en su segundo discurso.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, no tengo problema en lo dicho por el Senador señor Naranjo. Lo encontré simpático y me dieron ganas de tomarme un mojito.



Reitero: no hay inconveniente alguno al respecto. Pero en Chile estamos en una democracia, nos regimos por un Estado de Derecho y tenemos que hacer las cosas conforme a lo que establece la ley.



Creo que el Ministro señor Viera-Gallo concluyó bien el debate: esta norma no es relevante.



Entonces, como la disposición presenta un problema de complejidad jurídica y, al mismo tiempo, no es relevante, siguiendo lo planteado por ese Secretario de Estado invito a los Honorables colegas a rechazarla, por irrelevante.

El señor NARANJO.- ¡O a aprobarla porque no es muy relevante...!

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Pido la palabra, señor Presidente, para precisar mis dichos.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, lo que cabe hacer es justamente lo contrario.



Como pienso que la norma no es muy relevante; que ayuda a precisar un concepto; que no pugna con el ordenamiento jurídico y que, además, nos permite una mejor relación con la Alta Comisionada de las Naciones Unidas -a quien, si eventualmente algún día la Alianza llegara al Gobierno, sus integrantes van a conocer-, sería mejor que se aprobara.

El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



--Queda pendiente la votación.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La tercera observación del Ejecutivo recae en el artículo 3° y consiste en agregar, en el numeral 1, el siguiente inciso segundo, nuevo:



“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 5°, dicho informe anual también podrá ser remitido a las Naciones Unidas y a la Organización de Estados Americanos, y a las instituciones vinculadas a la defensa y promoción de los derechos humanos inscritas en el registro a que se refiere la letra e) del artículo 6°.”.



Fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Derechos Humanos.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, solo deseo expresar que en esto no hay controversia.

El señor NARANJO.- Así es.

El señor CHADWICK.- Estamos de acuerdo.

El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



--Queda pendiente la votación.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, corresponde discutir la observación número 4), que propone agregar, en el numeral quinto del artículo 3º, el siguiente inciso segundo, nuevo:



“En ejercicio de esta atribución, además de deducir querella respecto de hechos que revistan carácter de crímenes de genocidio, de lesa humanidad o de guerra, tortura, desaparición forzada de personas, tráfico ilícito de migrantes o trata de personas; podrá deducir los recursos de protección y amparo consagrados respectivamente en los artículos 20 y 21 de la Constitución, en el ámbito de su competencia.”.



En la Comisión de Derechos Humanos, esta observación fue aprobada con los votos favorables de los Honorables señores Ávila, Letelier y Sabag y los votos contrarios de los Senadores señores Chadwick y Kuschel.

El señor NOVOA (Presidente).- Ha pedido la palabra el Ministro señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, tal vez esta sea la norma más controvertida.



En nuestra opinión, sería mejor entender que el Instituto Nacional de Derechos Humanos, dentro de su facultad de deducir acciones legales, puede ejercer -muy hipotéticamente; es lo que esperamos- querella en caso de crímenes tan graves como el de genocidio, de lesa humanidad o de guerra, desaparición forzada, trata de personas o tráfico ilícito de migrantes, y, además, entablar los recursos de protección y de amparo.



Debo consignar que el Instituto que se crea ya tiene aprobada una facultad mayor que la establecida en la observación que nos ocupa, cual es la de constituirse en cualquier lugar del territorio de la República, sin autorización judicial, en caso de una denuncia de tortura.



Además, este organismo será el encargado de velar en Chile por la aplicación del Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura, instrumento que los señores Senadores ya aprobaron. 



Por supuesto, para el Ejecutivo sería mucho mejor que el Senado sancionara la observación. 



Comprendemos que no es normal que ciertas entidades ejerzan facultades de querellarse más allá de las contempladas en el Código Procesal Penal. Sin perjuicio de ello, y dado que hemos creado el Instituto, quisiéramos darle plenitud en sus atribuciones.



Gracias, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, yo quisiera llamar a una reflexión en este tema.



Estamos hablando de delitos de genocidio, de lesa humanidad, de guerra, de tortura, de desaparición forzada de personas, de tráfico ilícito de migrantes y de trata de personas, todos los cuales se cometen a futuro.



Sin duda, el Ministerio Público podría investigar estos ilícitos -tiene la facultad de hacerlo-, pero también es factible que se querelle. ¿Y cómo es posible que al día de hoy estemos poniendo en duda el hecho de que, si se comete alguno de tales delitos a futuro, se presente una querella con relación a los mismos?



En verdad, señor Presidente, me llama la atención -por decirlo de una manera muy suave- que no seamos capaces de aprobar una norma de esta naturaleza cuando estamos creando un instituto de derechos humanos.



He dicho.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, nuevamente el punto no radica -como lo refleja la Senadora señora Alvear- en un problema de sensibilidad frente al tema ni en uno relativo al pasado, sino en una perspectiva diferente. Y creo que esto lo conoce y entiende mejor que nadie la señora Senadora, que fue la gran impulsora de la reforma procesal penal.



El organismo que se crea posee facultades fiscalizadoras muy fuertes -como corresponde a un instituto de derechos humanos-, las cuales todos compartimos, incluida la que enunció recién el Ministro Viera-Gallo.



El punto es que en el Congreso Nacional nosotros hemos estado haciendo esfuerzos para que los principios de la reforma procesal penal sean respetados en todas las legislaciones especiales.



¿En qué consiste eso? En que la acción penal recae en el Ministerio Público para efectos de que el Estado no tenga una doble acción, que genera el rompimiento del principio de igualdad.



Por lo tanto, las normativas especiales se han ido adecuando en cuanto a que, si un organismo estatal tiene conocimiento de un hecho delictual, sea el Ministerio Público, a través de la Fiscalía, el que inicie la acción penal, restándosele a la entidad pública de que se trate la facultad de querellarse, pues ello implicaría una doble acción por parte del Estado.



Además, la acción de la querella pueden ejercerla las víctimas.



Entonces, hemos ido avanzando en la perspectiva de ir limpiando nuestra legislación para que los principios de la reforma queden debidamente consagrados.



Ahora, si creamos nuevos organismos, cualesquiera que estos sean, en defensa de la familia, de los niños, de los derechos humanos, del consumidor o de muchas cosas que se nos pueden ocurrir y respecto de las cuales seguramente es posible establecer organismos especializados, y a cada uno de ellos le otorgamos la atribución de querellarse, cabe preguntarse cómo borramos con el codo lo que ayer escribimos con la mano.



¡Si lo que escribimos en la reforma procesal penal era que queríamos un Estado cuya acción tuviese una sola mano, no dos, y que la querella recayera en las víctimas!



Hemos realizado un esfuerzo para limpiar la legislación y todavía no lo logramos, pues aún existen instituciones públicas que mantienen la facultad de querellarse. Pero si esta se la empezamos a entregar a cada nueva institución que se cree, vamos a terminar debilitando enormemente lo que hemos construido en la reforma procesal penal sobre la base de principios jurídicos superimportantes y de fundamentos de igualdad ante la ley en los cuales hemos avanzado de manera muy fuerte.



A eso obedece el reparo que hicimos presente junto al Honorable señor Kuschel en la Comisión de Derechos Humanos.

El señor LONGUEIRA.- Y ese fue también el argumento unánime que nos dio la Comisión de Constitución cuando consultamos lo mismo en relación con el proyecto de protección animal.

El señor CHADWICK.- Así es.



Como bien recuerda el Senador señor Longueira, quien en el último tiempo ha mostrado especial preocupación por la protección de los derechos de los animales, cuando se recurrió a la Comisión de Constitución para que esta aclarara una duda sobre la misma materia, ese órgano técnico acordó por unanimidad responder negativamente a la posibilidad de que la institución destinada a la protección animal que se estaba creando tuviese la facultad de querellarse, aduciendo precisamente que para eso estaba el Ministerio Público, que es donde se debe concentrar la acción penal.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en primer lugar, deseo formular una consulta al señor Ministro, sobre lo siguiente.



El número 5 del artículo 3º dice: “Deducir acciones legales ante los tribunales de justicia, en el ámbito de su competencia.”.



Y el mismo Ministro participó en la Comisión de Constitución cuando allí se adoptó como criterio general que las querellas criminales debían ser deducidas por las víctimas o por sus representantes legales.



Entonces, quiero preguntarle por qué ahora se rompe ese principio.



Aquí no está en juego la posibilidad de deducir una querella por genocidio o crímenes de lesa humanidad, porque es evidente que cualquier persona siempre podrá hacerlo en representación de la víctima.



Sin embargo, nosotros le quitamos una atribución similar al SENAME, organismo que insistentemente ha pedido tener facultad para querellarse. Y el criterio permanente que nos fijamos consiste en que, frente a un hecho ilícito, es el Ministerio Público el que debe ejercer la acción pública. Por lo tanto, denunciado un delito de la naturaleza que estamos analizando, lo que corresponde es que dicho organismo inicie una investigación, formalice a quienes se presume responsables y se lleve adelante un proceso. Adicionalmente, puede tomar la decisión de querellarse la persona que ha sido víctima del delito.



Sin embargo, lo que no se ha querido es otorgar el derecho de ejercer la acción a terceros, precisamente con el propósito de evitar el rompimiento de un principio que se ha establecido.



Entonces, quiero saber el fundamento por el cual el señor Ministro considera que se tiene que romper dicho principio en este momento. Porque aquí no se trata de que un delito de lesa humanidad, de genocidio o un crimen de guerra quede sin ser investigado. En efecto, si en Chile no es juzgado, el afectado podrá recurrir a la Corte Penal Internacional. Y eso fue aprobado por unanimidad.



Por eso, deseo saber cuál es la razón por la que ahora se rompe aquel principio, en circunstancias de que en otros casos no se ha procedido de esa manera.



También el SENAME podría decir que se quiere querellar por situaciones en que hay menores afectados. Y así, cualquier otra institución pública podría hacerlo, como el Servicio Nacional de la Mujer, respecto de delitos de femicidio.



Por eso, lo pregunto una vez más: ¿cuál es la razón para romper el principio?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, hay ciertos casos de extrema gravedad en que el legislador le entrega la facultad de querellarse a un organismo distinto del Ministerio Público.



El ejemplo del Ministerio del Interior es el más claro. Siempre se pide que esta Cartera se querelle por infracción a la Ley de Seguridad Interior del Estado o a la Ley Antiterrorista. ¿Con qué fin, si para eso está la fiscalía? Porque, cuando ocurre un delito de mucha gravedad, se entiende que la querella ayuda a la investigación de esa entidad. Y, en ese evento, como bien han señalado algunos señores Senadores, habrá dos organismos públicos trabajando conjuntamente para llevar adelante la investigación y la sanción del delito.



Por eso, como recordaba la Honorable señora Alvear, en este caso la facultad se aplicaría cuando se tratara de delitos muy graves. 


Entonces, lo que vale para el Ministerio del Interior, que resguarda el orden público, valdría también para el Instituto que se crea ante violaciones gravísimas a los derechos humanos; no ante cualquier situación, sino en casos de genocidio, de tortura, etcétera.



Esa es la lógica.



Pero al final son Sus Señorías quienes deciden.

El señor CHADWICK.- ¡Por suerte...!
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, le vamos a dar al Instituto la facultad para deducir acciones legales ante los tribunales de justicia. Si le vamos a dar esa facultad, no le restrinjamos su ejercicio. Es decir, estamos aceptando que, además del Ministerio Público, el Instituto podrá entablar acciones. Sobre eso no hay discusión y, por ende, parte de este debate tiene poco sentido.



En segundo término, el día que haya desaparición forzada de personas, genocidio, etcétera, vamos a estar bajo una dictadura y lo más probable es que el Instituto tenga candados en la puerta y a varios de sus directores presos.



Por lo tanto, la norma revela un espíritu que se quiere dejar consignado en cuanto a la vocación democrática y de defensa de los derechos humanos de este Parlamento. 


Ese es el tema de fondo.



Y a mí me llaman la atención los resquicios que se buscan, por cuanto aquí, según la normativa que se plantea, el Ministerio Público conservará sus facultades, en tanto que el Instituto podrá deducir acciones legales ante los tribunales de justicia sin limitaciones, a menos que alguien desee establecerlas.



Cuando se discutió la materia en la Comisión Mixta -quiero recordar a quien por desgracia ya no está: ese gran amigo de muchos de nosotros que fue Juan Bustos-, se concluyó precisamente que el Instituto iba a contar con la facultad de deducir acciones.



Uno puede preguntarse si es necesario incluir lo señalado en la primera mitad del veto aditivo. En mi opinión, deberíamos hacerlo por un sentido de respeto para con nosotros mismos. En el fondo, significa una declaración contra el abuso del poder por parte del Estado, que es el único que puede cometer estos crímenes tan atroces: la desaparición forzada, la tortura, etcétera. Y, en consecuencia, necesitamos que un órgano independiente posea la facultad para deducir acciones.



Lo otro es que pueda interponer los recursos de protección y de amparo consagrados en los artículos 20 y 21 de la Constitución. A mí me parece que tal atribución ya se encuentra contenida en el inciso primero. Por tanto, que esté o no esté, no daña, aunque ayuda a hacer más explícita la disposición. Yo, en estas materias, creo que lo que abunda no daña.



En todo caso, quiero dejar consignado que, independientemente de cuál sea la votación -yo espero que sea positiva-, su resultado no puede ser utilizado para restringir las facultades del Instituto.



A pesar de que espero que en Chile nunca más se viva una dictadura, que nunca más se cometan crímenes tan atroces como la desaparición forzada, que nunca más se tenga que enfrentar situaciones de guerra o de tráfico ilícito de migrantes, hechos todos que el país condena en forma unánime, pienso que deberíamos aprobar la observación en análisis.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo, en su segundo discurso.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, uno puede entender la rigurosidad jurídica de los Senadores señores Chadwick y Espina. Pero este no es un problema estrictamente jurídico, si bien posee algunos alcances de esa naturaleza. Cuando se abordan materias tan delicadas y sensibles como la que estamos examinando, aunque no se deben perder de vista los principios jurídicos, hay que actuar con criterios de excepcionalidad. Y lo que hace el inciso segundo propuesto es justamente permitir el ejercicio de una atribución excepcional frente a hechos excepcionales. Como muy bien indicó el Senador señor Letelier, lo más probable es que cuando se quiera deducir querella respecto de algunos de los delitos mencionados por el precepto el Instituto de Derechos Humanos ya no exista.



Pero lo que estamos discutiendo, señor Presidente, no es una cuestión jurídica, sino un asunto de principios.



Desde el punto de vista estrictamente jurídico, tal vez los dos Senadores mencionados tengan razón en cuanto a que el contenido del precepto podría dar a entender un debilitamiento del accionar del Ministerio Público. Pero no es eso lo que queremos dejar establecido en el texto, sino un principio. Y los principios a veces están por sobre las normas jurídicas.

El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


--Queda pendiente la votación de la observación número 4).
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La siguiente observación recae en el artículo 7º, que señala: “Los consejeros sólo podrán ser removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados o diez de sus miembros, por incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.”.



La observación número 5) propone reemplazar, a continuación de la palabra “República”, la coma “(,)” por la letra “o”.

El señor LETELIER.- La idea es que diga: “o de la Cámara de Diputados”.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, con esta observación y las que siguen se quiere reforzar el carácter autónomo de los consejeros, una vez nombrados, de manera que el Instituto no sea objeto de presiones. Y para eso se establecen las mismas causales de remoción aplicables a los integrantes del Ministerio Público.



Así, se suprime la posibilidad de que diez Diputados requieran la remoción de un consejero, lo que solo podrían hacer el Presidente de la República o la Cámara de Diputados.



Se especifica que la incapacidad ha de ser sobreviniente, cuestión bastante lógica. 


Se elimina el “mal comportamiento”, por ser una causal vaga.



Y se agrega que la negligencia manifiesta debe ser, además, “inexcusable”.



Creemos que con estas modificaciones se refuerza mejor el carácter autónomo del Instituto respecto de los Poderes del Estado.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, me parecen muy bien todos los resguardos que tiendan a otorgar la debida independencia a una entidad tan importante y necesaria como el Instituto de Derechos Humanos. Después de las experiencias vividas, considero fundamental que eso quede bien establecido.



He escuchado algunos razonamientos que, a mi juicio, tienen bastante peso, en el sentido de que aquí han de primar ciertos criterios por sobre los de carácter jurídico. No veo por qué tengan que oponerse unos con otros. No obstante, creo que deben predominar criterios éticos, criterios políticos de fondo de una sociedad.



En tal sentido, quisiera plantear en la discusión de esta norma, y a raíz de otras anteriores, que el Instituto Nacional de Derechos Humanos tiene que nacer no solo por lo que se vivió en Chile, sino también viendo experiencias que ojalá no se repitan aquí ni en ninguna parte. Y lo digo        -perdónenme que lo señale así- con la tranquilidad de quien desde el día 11 de septiembre de 1973 no tuvo duda dónde había que estar para defender los derechos humanos, además de haber dado un testimonio concreto en esa materia.



Por eso, cuando escucho algunas interpretaciones, determinadas posiciones, en ocasiones un tanto extremas, me gustaría decir que a veces no se compadecen con la realidad de lo que queremos y la imagen que se debe dar, sobre todo a las futuras generaciones.



A mí me parece muy bien la creación de ese Instituto y la forma como se pretende preservarlo, mantenerlo y prolongarlo. Pero no considero pertinente que en nuestro país, por ejemplo, se haya dado asilo a la viuda de uno de los mayores dictadores que se conocieron en los últimos años. No solo porque sea su viuda -no necesariamente por eso-, sino porque además ella practicó la violación de los derechos humanos. Me refiero a la señora Honecker, para hablar con claridad.

El señor PROKURICA.- ¡La Ministra de Educación...!

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Así es.



En su país se aplicó una política -lo decía ayer el diario The Times de Londres, o no sé cuál- mediante la cual a algunas mujeres les tomaban sus hijos porque no se iban a educar o no estaban en condiciones de educarse bien de acuerdo con los valores del “socialismo”, entre comillas. Porque, el socialismo -yo tengo respeto por esa filosofía-, en su concreción práctica, no fue genuinamente una expresión de humanismo en Alemania Oriental.



Ahora estamos viendo esto. Está bien. Pero fíjense que acá se les dio asilo. Y esa es una señal al menos equívoca, ¿o no?



Entonces, ¡cómo vamos a educar a las futuras generaciones! 



¿Se van a aclarar las violaciones a los derechos humanos en nuestro país? 



¿Se va a sancionar si acaso tenemos este doble estándar? 



¿Es esa la conducta, señor Presidente?



¡Cómo se legisla en esta materia!



Me parece que los derechos humanos son fundamentales -nadie puede discutirlo- y que por todos los medios debemos buscar cómo preservarlos y que haya pleno respeto a la vigencia de la persona humana. Sin embargo, con señales como esas claramente estamos borrando todo lo que se afirma si se acepta, si se privilegia, si se le da un estatus a alguien que violó los derechos humanos en su país de una forma tan brutal como aconteció en Alemania Oriental.



Hoy día estamos celebrando la caída del Muro de Berlín. Todos sentimos un alivio inmenso por lo que ahí estaba en juego. Pero ocurre que a los actores fundamentales se les dio asilo político en Chile. Y no solo eso: además, se les rinde homenaje acá y en otros países donde la Izquierda levanta la voz en contra de las violaciones a los derechos humanos.



¡Cuándo va a estar bien eso!



Ese es el problema, señor Presidente.



Entonces, excúseme que diga lo siguiente: haciendo las cosas de esta manera nadie nos va a creer. Ellas deben hacerse cuando nacen de adentro, cuando existe una convicción profunda y hay un testimonio de vida consecuente, pero no conforme a este tipo de decisiones que, en definitiva, provocan un daño inmenso a nuestro país, a nuestra sociedad.



Excúseme, señor Presidente, que haya hecho presente hoy día tal circunstancia con motivo de la discusión de este proyecto de ley. Lo hice porque no veo coherencia, lo que es muy grave. Las normas tienen que ir con coherencia de vida, de testimonio y, además, de buena fe cuando se quieren hacer las cosas. 



¡Ese doble estándar no es propio de quien realmente dice que está luchando por la libertad, por los derechos del hombre, por los derechos humanos o por la vigencia de la persona humana como corresponde!



De eso quería dejar constancia, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, si bien es cierto que el punto que ha tocado el Senador señor Zaldívar me parece muy respetable -y uno podría ver si se encuadra o no en el tema que estamos abordando-, debo señalarle a Su Señoría que no todos tuvimos la posible conducta que quiere atribuirnos a quienes éramos partidarios del Gobierno de esa época...

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- ¿Me permite una interrupción, señor Senador?

El señor NARANJO.- ...y del cual él formaba parte también.



Algunos dijimos en aquel entonces -y con mucha fuerza-, cuando se le dio asilo a ese matrimonio, que no nos parecía prudente ni adecuado hacerlo, porque nuestro país debía transformarse, a raíz de la dolorosa situación que le había tocado vivir, en un líder en materia de derechos humanos y que estábamos dando, en ese momento, una señal muy confusa.



Tal vez, hay que entender a quienes en ese periodo tomaron esa decisión política, que yo no compartí, y sigo creyendo que resultó errada, equivocada. Pienso que más bien fue un gesto de gratitud, porque cuando ellos tuvieron que arrancar de la dictadura de Pinochet el dictador Honecker los acogió y les dio asilo. Entonces, tenían algún sentimiento de gratitud al haber sido acogidos en la dictadura que él encabezaba.



Pero si uno revisa la historia posterior, observará que para la inmensa mayoría de las personas que estuvieron ahí fue muy duro. En todo caso, resultó bueno por un lado, desde el punto de vista de la formación y humano. Todos terminaron con una postura totalmente distinta de la que tenían cuando pisaron el territorio de Alemania Oriental.



Por eso, entendiendo el planteamiento del Senador señor Zaldívar, creo que a veces acciones de esta naturaleza -erradas, equivocadas- dan justamente señales equívocas. Pero yo entendí que quienes tomaron aquella decisión en ese momento -y lo voy a seguir sosteniendo siempre: ¡equivocada!- lo hicieron más bien como un gesto de gratitud por haber sido acogidos en aquel país después de la difícil situación que les tocó vivir en 1973.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- ¿Me da una interrupción, Su Señoría?

El señor NARANJO.- Todas las que desee.

El señor NOVOA (Presidente).- Con la venia de la Mesa, tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, quiero precisarle algo al Honorable señor Naranjo. Yo siempre en él he visto consecuencia en esta materia. Lejos he estado de referirme a Su Señoría. Aludí casualmente -y lo sabe muy bien- a las mismas personas que el señor Senador dice que tomaron esa decisión. 



¡Usted los entiende; yo no los entiendo!



En esa oportunidad mi decisión y mi posición fue claramente en contra, y la mantengo.



Eso es todo, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- No hay más oradores inscritos.



Debo señalar que estamos discutiendo el veto número 5), que contiene una modificación que es absolutamente de redacción, y esta va a depender de si se aprueba o no la observación número 8).



Solicito al señor Secretario que dé lectura a las observaciones números 6), 7), 8) y 9), que se refieren al artículo 7° y que fueron aprobadas por unanimidad. Después se abrirá debate al respecto.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, cabe señalar que el veto número 5) fue acogido por mayoría.



Las observaciones signadas con los números 6), 7), 8) y 9), a las que daré lectura, se aprobaron en forma unánime en la Comisión. Dicen lo siguiente:



“6) Intercálanse, a continuación de la palabra ‘incapacidad’ y la coma ‘(,)’, que le precede” -debería ser “que la precede”; pero en fin- “las siguientes expresiones:



“sobreviniente declarada judicialmente, por alguna de las causales contenidas en los números 1°, 5°, 6°, 7°, u 8° del artículo 256 del Código Orgánico de Tribunales.



“7) Intercálanse, a continuación de la palabra ‘manifiesta’, las palabras ‘e inexcusable’.



“8) Suprímense las expresiones ‘o diez de sus miembros’.”. Se refiere a los miembros de la Cámara de Diputados.



“9) Suprímense las expresiones ‘mal comportamiento’.”.


Todas estas observaciones fueron aprobadas unánimemente en la Comisión de Derechos Humanos.

El señor CHADWICK.- Estamos de acuerdo, señor Presidente.
El señor NOVOA (Presidente).- Cerrado el debate.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, la observación número 10) recae sobre el ARTÍCULO 5º TRANSITORIO y señala lo siguiente:


“10) Sustitúyese el guarismo ‘2008’, por ‘2009’.”.


Este veto fue aprobado en forma unánime tanto en la Comisión de Derechos Humanos cuanto en la de Hacienda.

El señor NOVOA (Presidente).- Cerrado el debate.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- A continuación, la observación número 11) se refiere al ARTÍCULO 7º TRANSITORIO y preceptúa:


“11) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:



“Con todo, el monto mínimo de la pensión de viudez, para el respectivo rango de edad, no podrá ser inferior al de la pensión mínima de viudez establecida en el artículo 26 de la ley N° 15.386, considerando las bonificaciones concedidas por las leyes N° 19.403, N° 19.539 y N° 19.953.”.



Este veto fue aprobado en la Comisión de Derechos Humanos por 3 votos a favor (Senadores señores Ávila, Letelier y Sabag) y 2 en contra (Honorables señores Chadwick y Kuschel). Y en la Comisión de Hacienda, fue aprobado por 3 votos a favor (Senadores señores Escalona, Ominami y Sabag) y una abstención (Honorable señora Matthei).

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión la observación número 11).



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, como quedó claro durante la discusión, sobre todo en la Comisión de Hacienda, con dicha norma se iguala la situación de esas viudas a la pensión de viudez establecida en las referidas leyes con las bonificaciones que en la norma se indican. De tal manera que, para que vean las cifras, si la viuda fuera menor de 70 años, va a recibir 104 mil 960 pesos; si tuviera entre 70 y 75, le corresponderían 114 mil 766 pesos; y si es mayor de 75, percibirá 122 mil 451.



Es decir, no se hace ninguna excepción, sino que simplemente se asimila a una regla general.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, solo quiero hacer una precisión.



Quienes estuvieron en la Comisión podrán recordar que señalé que respecto de esta norma había que esperar el informe de la Comisión de Hacienda y que no nos pronunciaríamos directamente.



Como ya la ha explicado el Ministro y la Comisión de Hacienda ha aclarado la materia, no tengo ningún problema en aprobarla, porque implica igualdad de beneficios.



Así que no hay objeción alguna. Solo estábamos esperando el informe de la Comisión de Hacienda.

El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Corresponde ocuparse en el veto número 12), que propone un artículo 11 transitorio, nuevo.



En la Comisión de Derechos Humanos fue aprobado por 3 votos a favor (Senadores señores Ávila, Letelier y Sabag) y 2 en contra (Honorables señores Chadwick y Kuschel). En la de Hacienda fue aprobado por 4 votos favorables (Senadores señores Escalona, García, Ominami y Sabag) y una abstención (Honorable señora Matthei).



Su tenor es el siguiente:



“12) Agrégase, el siguiente artículo 11 transitorio, nuevo:



“Artículo 11.- Otórgase, a favor de las personas que, a la fecha de la publicación de esta ley, se encuentren individualizadas en el Anexo ‘Menores de edad nacidos en prisión o detenidos con sus padres’, de la Nómina de Personas Reconocidas como Víctimas, que forman parte del Informe de la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, creada por Decreto Supremo Nº 1.040, de 2003, del Ministerio del Interior, la pensión establecida en el artículo 1° de la ley N° 19.992. Esta pensión se regirá por las disposiciones de aquel cuerpo legal.



“La pensión establecida en el inciso anterior, se regirá, en cuanto a su proceso de otorgamiento, y su universo de beneficiarios, por lo dispuesto en el decreto supremo N° 17, publicado el 14 de marzo de 2005, del  Ministerio del Trabajo y Previsión Social.”.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, se trata de una situación bien específica.



El universo registrado de menores de edad nacidos en prisión o detenidos junto con sus padres por distintos motivos asciende a 188, según el Informe Valech. De esas personas, 140 hoy reciben la pensión, porque se fue calificando caso a caso.



El objetivo del veto es que el beneficio se haga extensivo a las 48 restantes que en la actualidad no lo perciben. Tal vez muchos de esos casos obedecen a que la madre estaba embarazada y la Comisión no los calificó en su minuto. 



Se trata de un gasto no muy cuantioso y es de justicia que todos los que estuvieron en esa circunstancia puedan obtener la pensión.



Gracias.

El señor CHADWICK.- ¡Estamos de acuerdo!
El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, la observación número 13) fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Derechos Humanos, y en la de Hacienda, por 4 votos a favor (Senadores señores Escalona, García, Ominami y Sabag) y una abstención (Honorable señora Matthei), y señala lo siguiente:



“13) Agrégase el siguiente artículo 12 transitorio, nuevo:



“Artículo 12.- Agrégase al inciso primero del artículo séptimo de la ley Nº 19.980, la siguiente letra e):



“e) Los padres, cónyuges, la madre o padre de los hijos de filiación no matrimonial y los hijos menores de 25 años de edad, o discapacitados de cualquier edad, de las personas señaladas en la letra anterior.”. 

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, las personas aquí indicadas pasarían a ser beneficiarias del sistema del Programa de Reparación y Atención Integral en Salud, que implica la atención gratuita en el sistema de salud dentro de la modalidad institucional, no de libre elección. Por tanto, se rigen por las reglas generales con un copago equivalente a cero.



Ello, en la práctica, de alguna manera ya ocurre, gracias a una facultad del sector salud. Pero, para que no haya duda alguna, se regulariza o se hace más claro el derecho de estas personas a usar el sistema PRAIS.

El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- A continuación, el veto número 14), que propone un artículo 13 transitorio nuevo, fue aprobado en la Comisión de Derechos Humanos en forma unánime.



Dice lo siguiente:



“14) Agrégase, el siguiente artículo 13 transitorio, nuevo: 



“Artículo 13.- Reemplázase el artículo 17 de la ley N° 19.992, por el siguiente: 



“Artículo 17.- Los parientes hasta segundo grado en la línea recta y hasta cuarto en la línea colateral, inclusive, de las víctimas de violaciones a los derechos humanos individualizadas en los anexos ‘Listado de Prisioneros Políticos y Torturados’ y ‘Menores de Edad Nacidos en Prisión o Detenidos con sus Padres’ de la Nómina de Personas Reconocidas como Víctimas, que forma parte del Informe de la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, y de aquellas individualizadas como tales conforme a leyes posteriores, y que así lo decidan, estarán exentos de realizar el Servicio Militar Obligatorio.”.

El señor NOVOA (Presidente).- Este veto fue aprobado por unanimidad, señor Ministro.

El señor NARANJO.- Estamos de acuerdo, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Cerrado el debate.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La última observación, signada con el número 15), recae en el artículo 14 transitorio, nuevo. Fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, y dice:



“15) Agrégase, el siguiente artículo 14 transitorio, nuevo:



“Artículo 14.- Agrégase, al artículo 32 de la ley Nº 19.123, el siguiente inciso segundo, nuevo:



“Lo dispuesto en el inciso anterior será aplicable a los parientes hasta segundo grado en la línea recta y hasta cuarto grado en la línea colateral, inclusive, de dichas víctimas, y de aquellas individualizadas como tales conforme a leyes posteriores.”.

El señor NOVOA (Presidente).- Este veto, como señaló el señor Secretario, también fue aprobado por unanimidad.



Cerrado el debate.



Señores Senadores, ha concluido la discusión de las observaciones de Su Excelencia la Presidenta de la República. 



Procederemos a votar cuando la Comisión de Hacienda termine el tratamiento del proyecto de reajuste.



Por consiguiente, voy a suspender la sesión...

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Perdón, señor Presidente...

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Tal vez respecto de las normas que no suscitan controversia -son varias- se podría...

El señor NOVOA (Presidente).- No, señor Ministro. Prefiero que votemos las observaciones tan pronto lleguen a la Sala los miembros de la Comisión de Hacienda.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Conforme, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Haremos sonar los timbres una vez que dicho órgano técnico haya finalizado el análisis del proyecto antes individualizado.



Se suspende la sesión.

)-----------------(



--Se suspendió a las 16:32.



--Se reanudó a las 17:13.

)----------(

El señor NOVOA (Presidente).- Continúa la sesión.



Pondré en votación las observaciones de Su Excelencia la Presidenta de la República al proyecto que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos.



Varias fueron acordadas por unanimidad en ambas Comisiones.



Si le parece a la Sala, las daremos por aprobadas.



--Se aprueban las observaciones acogidas unánimemente tanto en la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía como en la de Hacienda.
 El señor NOVOA (Presidente).- En seguida pondré en votación, una a una, las observaciones aprobadas por mayoría.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La primera es la Nº 1), que fue aprobada por 3 votos contra 2.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Resultado de la votación: 11 votos a favor, 11 en contra, una abstención y un pareo.



Votaron por la afirmativa los señores Escalona, Flores, Gazmuri, Gómez, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Ominami, Sabag y Zaldívar.



Votaron por la negativa la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, Kuschel, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



Se abstuvo el señor Bianchi.



No votó, por estar pareado, el señor Novoa.
El señor NOVOA (Presidente).- Debe repetirse la votación, porque la abstención influye en el resultado.



Hago presente que estoy pareado con el Honorable señor Ávila.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la observación Nº 1) (15 votos a favor, 13 en contra, una abstención y un pareo), dejándose constancia de que el sistema computacional no registró el detalle de la votación.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- La observación Nº 2) también fue aprobada por 3 votos contra 2.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la observación Nº 2) (15 votos a favor, 14 en contra y un pareo).



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Bianchi, Escalona, Frei, Gazmuri, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Votaron por la negativa la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



No votó, por estar pareado, el señor Novoa.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- La observación Nº 4)  fue aprobada por 3 votos contra 2.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la observación Nº 4) (16 votos a favor, 13 en contra, una abstención y un pareo).


Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Bianchi, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Votaron por la negativa la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, García, Kuschel, Larraín, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



Se abstuvo el señor Espina.



No votó, por estar pareado, el señor Novoa.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La observación Nº 5)...

El señor NOVOA (Presidente).- Perdón, señor Secretario. Ella es consecuencia de otra que se aprobó.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Las que vienen a continuación son las observaciones números 5), 6), 7), 8) y 9).

El señor NOVOA (Presidente).- Las cuatro últimas ya habían sido acogidas, pues registraron unanimidad. La número 5) se halla en la misma condición, por relacionarse directamente con la número 8).



Si le parece a la Sala, se dará por aprobada.



--Así se acuerda.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- La observación Nº 10) fue aprobada unánimemente en ambas Comisiones.

El señor NOVOA (Presidente).- En consecuencia, ya está acogida.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Por su parte, la observación Nº 11), referida a la pensión de viudez, fue aprobada por 3 votos a favor y 2 abstenciones en la Comisión de Derechos Humanos, y por 3 votos a favor y una abstención en la Comisión de Hacienda.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la observación Nº 11) (28 votos a favor, 2 abstenciones y un pareo).


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.



Se abstuvieron los señores Flores y Zaldívar.



No votó, por estar pareado, el señor Novoa. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La observación Nº 12), que agrega el artículo 11 transitorio, nuevo, fue aprobada por 3 votos contra 2 en la Comisión de Derechos Humanos y por 4 votos a favor y una abstención en la Comisión de Hacienda.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba la observación Nº 12) (29 votos a favor y un pareo).


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar. 



No votó, por estar pareado, el señor Novoa.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La observación Nº 13) registró en la Comisión de Hacienda cuatro votos a favor y una abstención.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobada.



--Se aprueba la observación Nº 13).
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Las observaciones números 14) y 15) ya están aprobadas, puesto que fueron acogidas por unanimidad en la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



--Quedan despachadas las observaciones.
)---------------(

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se conocerá un informe verbal sobre el proyecto de ley que concede un bono extraordinario para los vocales de mesas receptoras de sufragios, en espera del informe de la Comisión de Hacienda recaído en la iniciativa legal que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, que se va a distribuir en pocos minutos más.



--Así se acuerda.
BONO EXTRAORDINARIO PARA VOCALES

DE MESAS RECEPTORAS DE SUFRAGIOS
El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un bono extraordinario para quienes ejerzan como vocales de mesas receptoras de sufragios, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata” (Véase en los Anexos, documento 10).

--Los antecedentes sobre el proyecto (6760-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 65ª, en 11 de noviembre de 2009.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 65ª, en 11 de noviembre de 2009.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El principal propósito de la iniciativa es conceder, por una sola vez, un bono extraordinario de 7 mil pesos a las personas que ejerzan de modo efectivo la función de vocal de mesa receptora de sufragios por cada una de las votaciones correspondientes a las elecciones presidencial y parlamentaria que se realizarán próximamente.



La Comisión aprobó el articulado en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, hay personas a las que les ha tocado ser vocal de mesa ya en varias ocasiones, y la verdad es que ello constituye un sacrificio: desde muy temprano en la mañana hasta muy tarde tienen que cuidar que quienes voten sean efectivamente los que están inscritos, deben ocuparse después en el recuento de los sufragios, en fin. Es una labor fundamental para el sano ejercicio de las votaciones, de la democracia.



Muchas veces, quienes cumplen esa tarea no tienen con quién dejar a sus hijos. En algunos casos vienen de muy lejos. Y necesitan algún tipo de colación. Por lo tanto, estimamos de una justicia absoluta que se les dé un bono de 7 mil pesos cuando ejercen su función, que es de bien público y beneficia a todo el país.



Por tales razones, señor Presidente, el proyecto fue aprobado por unanimidad en la Comisión.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro del Interior subrogante.

El señor ROSENDE (Ministro del Interior subrogante).- Señor Presidente, concuerdo plenamente con los conceptos vertidos aquí por el señor Secretario y la Senadora señora Matthei.



En el proceso electoral en curso, del total de 171 mil 565 personas que se desempeñarán como vocales en las 34 mil 313 mesas receptoras de sufragios constituidas en los locales de votación, una gran cantidad de ellas van a cumplir tal función por primera vez.



Esta carga pública ha sido percibida crecientemente por la ciudadanía como una obligación que importa grados de sacrificio injustificadamente gravosos, al tener que aportar no solo tiempo y trabajo, sino también que solventar los gastos que origina la permanencia en el local de votación y los eventuales traslados.



Por esas razones, el Gobierno ha estimado necesario adoptar medidas que hagan menos onerosa e injusta dicha labor, tal como se ha procedido en elecciones anteriores. En concreto, se entregará un bono extraordinario a las personas que desempeñen efectivamente la función de vocal de mesa receptora de sufragios en cada una de las votaciones correspondientes a las próximas elecciones presidencial y parlamentaria, el cual se otorgará por una vez, como se ha dicho aquí, a través de un cheque nominativo dirigido a los domicilios o depositado en la cuenta bancaria respectiva, cuando así se requiera. 



Se trata de 7 mil pesos por cada una de las votaciones, de modo que habrá vocales que obtendrán el doble si se requiere una segunda vuelta.



Por las razones dadas, señor Presidente, el Ejecutivo solicita una aprobación rápida del proyecto.



Gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, en pocos países del mundo se registra tanta participación en las elecciones como en Chile. Creo que podemos dar un ejemplo en la materia. Y sin el concurso de los vocales de mesa esos procesos serían absolutamente imposibles, pues creo que todavía constituye un elemento que hace que sean respetados por todos y que se verifique, además, un recuento muy rápido de votos. En otros países se entregan los resultados al día siguiente o muy tarde.



En Chile, más de 170 mil personas contribuyen a tal demostración de cultura cívica, y creo de toda justicia entregarles un bono que les permita pagar el pasaje y disponer de algún dinero para una colación.



Me parece, sí, que 7 mil pesos es poco. En varias oportunidades he presentado proyectos de acuerdo, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado, para que exista una retribución permanente, porque se ha mantenido una práctica que no me parece buena, consistente en mandar proyectos cada vez que se verifica una elección. No sé por qué tal mezquindad con relación a gente que desarrolla una labor tan importante.



Vamos a apoyar, entonces, el proyecto de ley. Pero ojalá se pudiera entregar un ingreso mayor, a fin de que se generase un mayor interés en aquellas personas que son llamadas varias veces a cumplir en los comicios la función de que se trata.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Hago ver a la Sala que la redacción de la iniciativa origina una duda sobre si es preciso pagar por la elección presidencial y por la parlamentaria, porque es bastante confusa.



No sé si algún miembro de la Comisión de Hacienda podría ilustrar al respecto.



Tiene la palabra el señor Rosende.

El señor ROSENDE (Ministro del Interior subrogante).- Señor Presidente, el sentido del proyecto de ley, a nuestro juicio, es muy claro, porque lo que se establece es el pago de un bono extraordinario de 7 mil pesos por cada una de las votaciones en las elecciones presidencial y parlamentaria. Constituyen pronunciamientos en comicios que son múltiples, porque uno es presidencial y el otro parlamentario, pero conforman un solo acto. 



En consecuencia, lo que ocurrirá, en concreto, es que una persona que desempeñe efectivamente la función de vocal en la votación de diciembre obtendrá el bono mencionado, y otro similar en la que se verificará el 17 de enero de 2010.



Gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, me resulta difícil emitir una opinión sobre este punto del debate, porque no dispongo del texto del proyecto, de manera que desconozco si la redacción permite la interpretación que usted señala. Sería razonable contar con ella antes de pronunciarnos.



Entretanto, quisiera formular un planteamiento en la misma línea de mi Honorable colega Prokurica. Hace poco más de cuatro años, un grupo de Senadores presentamos un proyecto de acuerdo a fin de que se creara la bonificación para quienes se desempeñasen como vocales de mesa el día de la elección. Ello fue acogido por el Ejecutivo, que envió, en esa oportunidad, una iniciativa que apuntaba a los comicios de la época.



Y ha ocurrido -como lo recordaba el señor Ministro del Interior subrogante- que el Gobierno ha estado ingresando una proposición similar en cada caso.



Sin embargo, en esa ocasión -e incluso después que se aprobara el proyecto de ley-, solicitamos, como lo expresó el Honorable señor Prokurica, que la norma revistiera un carácter permanente. Carece de sentido tener que discutir el asunto para cada elección si, al parecer, todos compartimos la idea de que constituye una necesidad y una justa retribución.



Por eso, deseo insistirle al Ejecutivo, ya que la materia es de su iniciativa exclusiva, en que tenga a bien -cuando le parezca, aunque podría ser antes de que terminara su período- dejarles un recuerdo a los vocales con una medida duradera cuya justificación es evidente. Quisiéramos ver que ello se encontrara asegurado y que no fuese una especie de dádiva que se le ocurre al Ejecutivo de turno. A mi juicio, se trata de un derecho que se debería garantizar en forma permanente.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Se comenzará a distribuir el informe de la Comisión de Hacienda para que Sus Señorías tengan a la vista el texto que nos ocupa.



Por otra parte, solicito el acuerdo unánime de la Sala para prorrogar la sesión hasta el total despacho del proyecto de ley de reajuste.



--Así se acuerda.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, mediante la iniciativa legal en examen, que otorga a los vocales de mesa un bono de 7 mil pesos por cada acto eleccionario, se da un paso importante para que los comicios se desarrollen dentro de la más completa normalidad, especialmente en lo referente a la instalación oportuna de las mesas y la rápida entrega de resultados.



El Ministerio del Interior proporciona tradicionalmente recursos especiales a las intendencias y gobernaciones para que se facilite la concurrencia de los electores de sectores rurales hasta los centros de votación. Como el proceso se realiza un domingo, no funcionan normalmente los servicios de locomoción, de modo que si no se contrataran buses la participación de esas personas sería mucho más baja. Lamentablemente, ello siempre ha sido el secreto mejor guardado hasta el día antes de la elección, y, muchas veces, solo lo conocen los gobernadores y los alcaldes de la Concertación.



Pido al señor Ministro del Interior subrogante que informe cuándo se darán a conocer los recorridos contratados con recursos públicos para facilitar la asistencia de dichos ciudadanos tanto a la elección del 13 de diciembre próximo como a la del 17 de enero de 2010.



Gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- El Honorable señor Larraín solicita intervenir, ahora que dispone del texto del proyecto.



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, confirmo la interpretación insinuada por la Mesa, porque el artículo 1°, desgraciadamente, se presta para un equívoco que podría hacer pensar que el bono se tiene que pagar a los vocales por cada una de las elecciones que tendrán lugar el 13 de diciembre. La norma determina que se concede, una sola vez, un bono extraordinario “por cada una de las votaciones correspondientes a las elecciones presidencial y parlamentaria a realizarse, primeramente, el 13 de diciembre de 2009.”. Es decir, por cada una de ellas.



Si en algunos lugares, como en las ex Regiones impares para efectos eleccionarios, tienen lugar tres votaciones, podría interpretarse que los vocales son acreedores a tres bonos. Y ese, obviamente, no es el espíritu de la ley en proyecto, aunque, al tenor del texto, es lo que se desprendería.



Por tal motivo, considero que sería conveniente una modificación.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, estimo absolutamente justo y legítimo el pago a los ciudadanos por este trabajo, porque llegan en la mañana y, muchas veces, terminan su labor en la noche.



El que usó el término perfecto fue el Honorable señor García, a mi juicio, al hacer referencia a “cada acto eleccionario”. En cambio, el proyecto contiene la expresión “por cada una de las votaciones”, en circunstancias de que en algunos lugares se llevan a cabo tres de ellas: para Presidente, para Senadores y para Diputados. Es inequívoco que se trata del acto eleccionario. 



Ello lo señalo porque los vocales de mesa suman 171 mil 565, cantidad que, multiplicada por los 7 mil pesos del bono, da 2 mil 401 millones 910 mil pesos, como lo señala el informe financiero que acompaña al proyecto.



Considerados otros gastos, el monto total asciende a 2 mil 532 millones 7 mil pesos, porque 130 millones 97 mil pesos representan el costo administrativo de pagar el beneficio, incluidos 4 millones 309 mil pesos por concepto de correspondencia y 125 millones 788 mil pesos por la emisión de los cheques.



Por lo tanto, son 7 mil pesos por acto electoral.



Me parecería legítimo que se pagaran por cada votación. Eso tendremos que verlo en el futuro. Ojalá que el señor Ministro lo tome en cuenta.



Pero hay otros funcionarios que también tienen una alta participación: los que forman parte de los Colegios Escrutadores.



Todos sabemos que después de que concluyen las elecciones los Presidentes de las mesas deben ir a los Colegios Escrutadores para entregar una copia del acta del escrutinio. Y al hacerlo, están obligados por ley a participar en un sorteo para elegir a seis integrantes, quienes deben revisar las actas de todas las mesas correspondientes al Colegio Escrutador. A veces esto demora dos o tres días, y nadie les paga nada. Y de presentarse  reclamos, ellos también deben verlos.



Esa materia tampoco se contempla en el presente proyecto, y el Ejecutivo debería tomarla en consideración, así como nosotros en el Senado -por lo menos algunos continuaremos aquí cierto número de años-, para que en las próximas elecciones este pago se haga en forma permanente en los dos casos que mencioné.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ROSENDE (Ministro del Interior subrogante).- Señor Presidente, comprendo que la redacción del artículo pueda inducir a algún error. Pero, a nuestro juicio, su texto es sumamente claro.



Ocurre que tendremos elecciones de Presidente de la República y de parlamentarios divididas en dos votaciones: la primera se verificará el 13 de diciembre de este año, y la segunda, el 17 de enero del próximo solo respecto de la presidencial, en caso de ser necesario.



Esos son los conceptos que utiliza la Ley de Votaciones Populares y Escrutinios.



El Ejecutivo comparte lo planteado aquí en cuanto a que el beneficio en comento sea permanente. Lo hemos otorgado para cada elección, porque la norma definitiva se contempla en la iniciativa sobre inscripción automática y voto voluntario, que -como saben Sus Señorías- pende del pronunciamiento del Congreso. Es la instancia procesal-legislativa para regular esta materia de manera permanente.



Como señalé, a nuestro juicio no hay error alguno ni confusión de ninguna naturaleza en cuanto a la forma en que está redactado el proyecto: cada vocal recibirá un bono extraordinario por la votación de diciembre, tanto presidencial como parlamentaria, y otro bono por la eventual segunda votación, que se verificaría el 17 de enero.



Gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, nos quedamos con la explicación del señor Ministro, no con el artículo 1° del proyecto. Respecto a este, comparto lo sostenido por algunos señores Senadores, entre ellos el Honorable señor Larraín, en el sentido de que no se halla bien redactado.



Aquí se entrega un bono extraordinario para quienes van a ejercer la función de vocales en la elección del 13 de diciembre. No entremos en la distinción acerca de qué se verifica en ella.



Y se podría producir una segunda elección, dependiendo de un hecho incierto: que no se obtenga la mayoría absoluta en la presidencial. Y para ese evento, debería haberse dejado claro que se otorgará otro bono extraordinario de igual monto para quienes ejerzan la función de vocales de mesa. Porque son dos actos distintos que conllevan responsabilidades separadas.



Por consiguiente, hay que celebrar la explicación del señor Ministro porque precisó el alcance del proyecto. Pero ojalá que en una próxima oportunidad exista más cuidado en su redacción.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, lo cierto es que debemos quedarnos con lo aclarado respecto a la intención del artículo.



Pero lo escrito está escrito. Y el texto dice claramente: “las funciones de vocales de mesas receptoras de sufragios por cada una de las votaciones correspondientes a las elecciones presidencial y parlamentaria”. O sea, se entiende que recibirán el incentivo por las elecciones presidencial, senatorial y de diputados.



Y me pongo en el siguiente caso.



Si un grupo de vocales de mesa se organizara, por ejemplo, y presentara un reclamo respecto a lo que el artículo señala claramente, es evidente que el Ejecutivo enfrentaría tal situación con bastante molestia. Y en vez de dos mil y tantos millones de pesos -como mencionó un colega Senador-, tendrían que entregarse 6 mil y tantos.



Entonces, no entiendo la posición asumida por el Ministerio en cuanto a no querer hacer lo que debe: explicitar en la letra de la ley lo que se quiere alcanzar. Porque, evidentemente, las palabras del señor Ministro no servirían en absoluto en un enfrentamiento jurídico con respecto a lo que dispone el artículo. Este no puede ser más claro -no sé quién lo redactó-, pues establece expresamente: “por cada una de las votaciones”. Y como hay tres, el incentivo debe entregarse tres veces.



Así que le planteo al Ejecutivo, para ayudarlo, que efectúe la modificación del caso a fin de dejar claramente consagrado que se otorgará el incentivo por la votación correspondiente que se verifique en los comicios del 13 de diciembre.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- El Senador señor Larraín está preparando una indicación para hacerla llegar a la Mesa.



Por lo tanto, propongo votar la idea de legislar, y a continuación, someter a la consideración de la Sala la indicación de Su Señoría.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (29 votos a favor y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



No votó, por estar pareado, el señor Novoa.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión particular.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa una indicación suscrita por el Honorable señor Larraín, que modifica la parte del artículo 1° que dice: “por cada una de las votaciones correspondientes a las elecciones presidencial y parlamentaria a realizarse, primeramente, el 13 de diciembre de 2009”, para dejarlo de la siguiente forma:



“para las elecciones presidencial y parlamentaria que tendrán lugar el 13 de diciembre de 2009. Del mismo modo, en el evento de que hubiese segunda vuelta presidencial el 17 de enero de 2010, se le deberá conceder un bono extraordinario equivalente a quienes ejerzan las señaladas funciones de vocales.”.

El señor NOVOA (Presidente).- La declaro admisible, en el entendido de que corresponde a lo que se deseaba establecer en el proyecto.



En discusión.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ROSENDE (Ministro del Interior subrogante).- Señor Presidente, a nuestro juicio, esa indicación debe ser declarada inadmisible, porque irroga un gasto adicional no previsto. Me explico: al hablarse de un bono para la elección presidencial y parlamentaria, como se trata de dos elecciones distintas, se agrega un bono por elección.



Quiero insistir en el planteamiento del Ejecutivo.



En el proceso electoral en el que estamos, cada votación implica dos elecciones: una presidencial y otra parlamentaria. Pero se trata de un solo acto. Y en enero hay una presidencial.



En consecuencia, en los términos en que está redactado, el proyecto alude específicamente a ese punto. Hay que diferenciar los conceptos de votación y de elección. Si se señala que existirá un bono por cada elección, tendremos uno doble en diciembre: por la elección presidencial y parlamentaria, y habrá un tercero por la presidencial de enero. 



Por eso, debe entenderse muy bien que se trata de una votación en la que se realizan dos elecciones. 



Gracias. 

El señor NOVOA (Presidente).- Aquí se ha producido un problema. El señor Ministro interpreta el texto de una manera, y la Sala de otra radicalmente distinta. 



Ahora, me parece que existe unanimidad para establecer un pago el 13 de diciembre, y otro el 17 de enero, en caso de segunda vuelta. 



¿Eso se propone?

El señor MUÑOZ-BARRA.- Se tendría que enviar otro proyecto de ley. 

El señor NOVOA (Presidente).- No, señor Senador. Se puede redactar la norma de manera que no implique mayor gasto. 



Si se pretende efectuar un pago el 13 de diciembre, y otro el 17 de enero, de haber segunda vuelta, es posible redactar la disposición en esa forma, de modo que no existan interpretaciones divergentes. 



¿Habría acuerdo en la Sala?



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag. 

El señor SABAG.- Señor Presidente, lamento no coincidir con usted, porque es evidente que lo propuesto irroga mayor gasto y no tenemos atribuciones para ello. 



El informe financiero del proyecto expresa claramente que se trata de 171 mil 565 ciudadanos, y al multiplicar esta cifra por un total de 14 mil pesos por dos actos eleccionarios se llega a 2 mil 401 millones 910 mil pesos. 



Y a ese monto hay que sumarle los gastos adicionales que ya señalé, como la correspondencia, la emisión de los cheques y su envío a los vocales, lo que aumenta el costo a 2 mil 532 millones 7 mil pesos. 



Si dentro de esa misma cantidad se desea redistribuir el gasto que ocasionaría lo que se propone, no hay inconveniente. Pero de agregarse 7 mil pesos adicionales por otra votación, el costo sobrepasaría los 3 mil y tantos millones de pesos, lo cual, por supuesto, escapa a nuestras facultades. 
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, creo que el acuerdo está al alcance de la mano, y es muy sencillo.



Se debe mantener la primera parte del artículo 1°, que dice: “Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario de $ 7.000, a las personas que ejerzan, de modo efectivo, las funciones de vocales de mesas receptoras de sufragio”; eliminar lo que viene a continuación -porque ahí se produce el equívoco-, y proseguir con: “en las elecciones presidencial y parlamentaria a realizarse, primeramente, el 13 de diciembre de 2009.”.



Ese sería el primer bono. 



Luego habría que agregar -porque se debe ser explícito y claro- otro bono extraordinario en caso de que proceda una segunda vuelta en la elección presidencial (no sabemos si ocurrirá). 



Eso es todo. Se trata de una bonificación igual a la anterior, y ello está contemplado.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- ¡Silencio, por favor! 



Es claro lo que se pretende realizar. 



En tal virtud, se facultará a la Secretaría para que redacte la norma, de manera que sea inequívoco que se establece el pago de un bono por el acto electoral del 13 de diciembre, y de otro en el evento de que se produzca la segunda vuelta. 

El señor ZALDIVAR (don Adolfo).- Así es. 

El señor NOVOA (Presidente).- ¿Habría acuerdo en tal sentido?



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero saber si efectivamente se trata de dos bonos, por la redacción del artículo. 



Me gustaría que el Ministro del Interior clarificara el punto. Porque, según la explicación dada por el Senador señor Sabag, hay un bono para dos elecciones, y la indicación que hemos presentado se refiere a la entrega de dos bonos: uno para la elección del 13 de diciembre, y otro, eventual, para la del 17 de enero. 



Entonces, habría dos bonificaciones considerando la segunda vuelta. 



Si existe acuerdo en eso, que la Secretaría redacte la norma.

El señor NOVOA (Presidente).- ¿El señor Ministro concuerda en que la Secretaría redacte el artículo 1° en los términos planteados?

El señor ROSENDE (Ministro del Interior subrogante).- Sí, señor Presidente.


--Así se acuerda.

El señor NOVOA (Presidente).- Por lo tanto, habría que votar la iniciativa en particular.



--Se aprueba en particular el proyecto, quedando despachado en este trámite. 

REAJUSTE DE REMUNERACIONES A TRABAJADORES DEL SECTOR PÚBLICO 
El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, reajusta las asignaciones familiar y maternal, del subsidio familiar y concede otros beneficios que indica, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata” (Véase en los Anexos, documento 11).
--Los antecedentes sobre el proyecto (6757-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 65ª, en 11 de noviembre de 2009.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 65ª, en 11 de noviembre de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los principales objetivos del proyecto son los siguientes: 



-Reajustar en 4,5 por ciento las remuneraciones de los trabajadores del sector público, a contar del 1° de diciembre de 2009. 



-Otorgar los aguinaldos de Navidad del año 2009 y de Fiestas Patrias de 2010 para los sectores activo y pasivo. 



-Conceder un bono de escolaridad y un bono de invierno para los pensionados. 



La Comisión de Hacienda aprobó la idea de legislar, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag). 



En cuanto a la discusión en particular, la Comisión aprobó los artículos 1°, 2° y 3° con los votos a favor de los Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag, y la abstención del Honorable señor Ominami. 



Los artículos 4° a 23 fueron aprobados por la unanimidad de sus integrantes presentes (Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag).



A su vez, el artículo 24 fue aprobado con los votos a favor de los Honorables señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag, y la abstención del Senador señor Ominami. 



Y los artículos 25 a 36 fueron aprobados unánimemente por los miembros de la Comisión de Hacienda (Honorables señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Sabag). 



Cabe tener presente que el artículo 31 requiere 18 votos conformes para ser aprobado. 

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Ofrezco la palabra. 



Puede hacer uso de ella el Senador señor Muñoz Barra. 

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, quiero consultar al señor Ministro de Hacienda -lamentablemente no se encuentra en la Sala- por qué razón quedan marginados de este reajuste los asistentes de la educación -representan a un numero importante de funcionarios en nuestro país-, a quienes desde hace varios años se les ha ofrecido permanentemente elevar sus remuneraciones y efectuarles un reconocimiento por la trascendente labor que desarrollan en el proceso educacional. 



Hace mucho tiempo que se les viene prometiendo la dictación de un estatuto para los no docentes, lo que no ha ocurrido, debiendo buscarse coyunturas de solución como la entrega de un bono en diciembre, cuya aprobación debe realizar el Parlamento en forma periódica. 



Por ejemplo, aquí se señala que el Ejecutivo -esa es la respuesta que se les da a dichos funcionarios- estudiará los problemas planteados por los asistentes de la educación sobre el perfeccionamiento de la subvención por desempeño de excelencia, creada en el artículo 2° de la ley N° 20.244. 



La verdad es que esa frase se parece mucho a la de unos avisos que se exhiben en determinados negocios: “Hoy no se fía, mañana sí”.



Evidentemente, esa explicación es la nada misma para esos funcionarios que -reitero- tienen una labor importantísima al formar parte del equipo docente de los establecimientos educacionales.



Hay varias situaciones que deben considerarse. Por ejemplo, el sueldo de los asistentes de la educación no es igual en las diferentes comunas. En ellas se da un grado de escalonamiento que hace, incluso, mucho más odiosa esa función, ya sea en un pueblo pequeño o en una ciudad mediana o en una importante.



Por eso, sería interesante haber considerado en el proyecto un sueldo con un piso igual en todas las municipalidades.



Hay un valor por hora de trabajo en docencia, en circunstancias de que los asesores de la educación carecen de tal posibilidad. Quedan, en ese sentido, sujetos al criterio del alcalde, que es como ministro de educación en cada una de las comunas.



No se puede considerar la labor de esas personas como que no tienen realmente peso en el proceso.



Por eso, solicito que el señor Ministro tenga la deferencia de entregarme alguna información acerca de cuál es la razón de que en este proyecto de reajuste no venga incorporado el reconocimiento a esos funcionarios y se les anticipe que se van a estudiar los problemas planteados por el gremio.



Vuelvo a insistir: se trata de gente que gana sueldos muy bajos y sus familias deben vivir con ellos. Son asistentes de la educación que envían a sus hijos a estudiar a las universidades, pero como hay tan poca diferencia entre las seudamente llamadas “del Estado” y las privadas, el costo en cualquiera de ellas es sumamente alto.



De tal manera que podría darse la posibilidad de que el señor Ministro de Hacienda nos dijera si es factible resolver ahora lo relativo a estos beneficios para los citados trabajadores de la educación.



Cuando el señor Secretario de Estado lo estime pertinente, me gustaría que dé la información a la Sala.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).-
Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, nuevamente estamos enfrentados al proyecto de ley de reajuste del sector público con movilizaciones de los funcionarios y con una paralización de labores que afecta gravemente servicios fundamentales para la población.



Por ello, en primer término, quiero reiterar mi convencimiento de la necesidad de contar con un procedimiento de negociación colectiva para el sector público, que permita acuerdos sectoriales por un horizonte mayor y que evite o al menos nos acote este tipo de situaciones. Este es un compromiso del Gobierno, reconocido, además, en resoluciones de la OIT que deben cumplirse.



Por otra parte, soy un convencido de la necesidad de dictar una norma que considere un sistema de reajuste automático equivalente al IPC o a otro indicador, a fin de evitar la disyuntiva absurda a que somos enfrentados los parlamentarios, al tener que optar entre aceptar lo que el Gobierno de turno ofrece o dejar a los trabajadores sin reajuste alguno. Eso no es bueno para el Congreso Nacional ni para los trabajadores.



Asimismo, quiero hacer presente la situación que afecta a los funcionarios públicos de las Regiones de Aysén y de Magallanes, quienes vienen reclamando desde hace muchos años la nivelación de la asignación de zona, para terminar con las diferencias producidas en la base de cálculo que rige para diversos grupos de trabajadores, según el ámbito en que se desempeñen.



El problema afecta especialmente a funcionarios municipales, a trabajadores de la salud, a los de servicios fiscalizadores y a los regidos por la Escala Única de Sueldos, todos los cuales reciben una asignación de zona inferior a la de otras reparticiones públicas; por ejemplo, los del Poder Judicial.



Lo anterior, señor Presidente, Honorables colegas y especialmente señores Ministros que nos acompañan, es extremadamente injusto. Un indubitado principio del derecho señala que donde existe la misma razón debe haber la misma disposición.



La razón es compensar el esfuerzo adicional que tales servidores prestan al país por encontrarse en Regiones apartadas, con mayores gastos y condiciones de vida más difíciles. Entonces, es obvio que quienes residen en un mismo lugar tengan una retribución económica calculada de igual forma, independiente del servicio público en que se desempeñen. Sin embargo, eso no ocurre. A los funcionarios públicos se les computa la asignación de zona de modo diverso, produciendo enormes diferencias y constituyendo una discriminación odiosa y determinando la existencia de funcionarios de primera, de segunda y hasta de tercera categoría.



Esta justa demanda no ha sido escuchada en años. Y no por argumentos de fondo, pues se reconoce que no los hay, sino solamente por el costo que representa. Necesitamos avanzar, aunque sea gradualmente, para terminar con esta brecha injusta.



Queremos que el Gobierno se pronuncie sobre esta materia.



Quiero hacer presente que en la Administración del Presidente Aylwin, el Ministro de Hacienda señor Foxley se había comprometido a nivelar el cálculo de la asignación de zona.



Los funcionarios de la Región que represento tienen, además, la inquietud de que las líneas de corte de diversos beneficios, tales como aguinaldos y bonos por término de conflicto, como los incluidos en este reajuste, se calculan incorporando bonificaciones, asignaciones o bonos  asociados al desempeño y también la asignación de zona y los bonos de zonas extremas.



Hago notar que ello es también injusto y discriminatorio, particularmente en el caso de la asignación de zona y en el bono de zona extrema. Esto no constituye un incremento de remuneraciones. Tampoco implica que los funcionarios ganen más que sus pares de otras Regiones. Se trata, simplemente, de compensar el mayor valor evidente que los bienes tienen en las zonas apartadas.



Esos ingresos compensatorios adicionales no pueden terminar perjudicando a los trabajadores en la obtención de otros incrementos.



Por eso he querido hacer presente esta situación y solicitar su corrección, corrección que, a mi juicio, pudiera salvarse si existe la voluntad y la decisión política del Gobierno de establecer una mesa de conversación y de trabajo entre los dirigentes del sector público de las Regiones de Aysén y de Magallanes, con los respectivos representantes del Ministerio de Hacienda.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, el proyecto de ley en debate tiene 36 artículos, algunos de los cuales se repiten año tras año, con cambio de los montos.



El primero de ellos se refiere al reajuste del sector público, de 4,5 por ciento a contar del 1° de diciembre de 2009, que incluye a los funcionarios de las municipalidades; de la salud primaria; a los profesionales de la ley N° 15.076 y al personal del Congreso Nacional.



Luego, establece diversos beneficios: aguinaldos de Navidad y de Fiestas Patrias; bono de escolaridad; bonificación adicional de escolaridad, todos los que se otorgan a los trabajadores del sector público de acuerdo a dos tramos.



El tramo 1 corresponde a quienes tienen rentas que alcanzan hasta 497.760 pesos; el tramo 2 es para los sueldos superiores a ese monto y hasta 1.672.889.



El aguinaldo de Navidad es de 37.277 pesos para el tramo 1, y de 19.779 para el 2. El de Fiestas Patrias, de 48.910 pesos para el primer tramo, y de 34.069 para el segundo. Y el bono de escolaridad, de 48.194 pesos por hijo que sea carga familiar, para ambos tramos, pero el primero recibe un beneficio adicional de 20.158 pesos por cada hijo que cause el derecho.



Se determina más adelante el aporte a los servicios de bienestar de las instituciones de la Administración Central; se fija también un aporte a las universidades estatales de 3 mil millones de pesos, y se reajusta la nivelación de rentas mínimas de los funcionarios técnicos, administrativos y auxiliares.



Asimismo, se establece un bono de invierno para los pensionados.



Señor Presidente, por primera vez, ese bono de invierno que antes se entregaba a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley N° 16.744; a los pensionados del sistema establecido en el DL N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, también se otorgará ahora a los pensionados del sistema de AFP que estén percibiendo aporte previsional solidario de vejez y cuyas pensiones sean de un monto igual o inferior a las mínimas de vejez para personas de 75 o más años de edad, y a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias de vejez.



Se establece en beneficio del sector pasivo un aguinaldo de Fiestas Patrias para el año 2010 de 13.407 pesos y un monto adicional de 6.903 pesos por cada carga familiar o maternal. Y un aguinaldo de Navidad de 15.379 pesos más un incremento de 8.680 pesos por carga.



Se consigna una bonificación para enfermeras y matronas, ascendente a 177.536 pesos trimestrales, la que beneficiará a casi 5 mil profesionales de los Servicios de Salud.



Se extiende el aumento de remuneraciones al personal no docente municipalizado.



Se crean dos bonos especiales no imponibles, que beneficiarán a los funcionarios de la administración central y descentralizada: uno pagadero en el mes de diciembre de 2009, de 125 mil pesos para el tramo 1, y de 75 mil pesos para el tramo 2, y otro por iguales montos y para los mismos beneficiarios, que se pagará en enero de 2010.



Señor Presidente, este último beneficio, de alguna manera, es parecido al que se concedió el año pasado por concepto de lo que se llamó “bono por término de conflicto”.



En seguida, hay otros aspectos que creo importante mencionar.



Hemos estado analizando el problema que afecta sobre todo a los profesores cuando cumplen la edad para acogerse a jubilación con respecto a la Ficha de Protección Social, usada hoy día para medir no pobreza, sino vulnerabilidad, y, dentro de esta, el nivel de educación. Y lo cierto es que muchos docentes no pueden acceder a ciertos beneficios por registrar puntajes muy altos, los que, obviamente, aumentan debido al grado de educación que poseen.



En el caso de los maestros, resulta absurdo medir su condición educacional, dado que la Ficha mide vulnerabilidad; o sea, la capacidad de generar rentas en el futuro. Pero cuando una mujer ha cumplido 60 años de edad y un hombre 65, es irracional mirar su capacidad de generar renta en el futuro. Lo que corresponde es saber cuánto gana en el presente, lo que realmente determina su necesidad económica.



Por eso, señor Presidente, para fijar su puntaje de vulnerabilidad, el artículo 29 señala claramente que “no se considerará el nivel educacional de las mujeres con edad igual o mayor a 60 años de edad y de los hombres con edad igual o mayor a 65 años”.



Esperamos que esta norma permita que muchos profesores que actualmente no acceden al pilar solidario del sistema de pensiones, puedan lograrlo en el futuro y, por ende, incrementar sus pensiones.



En cuanto a las universidades estatales, parlamentarios de distintos partidos políticos hemos participado en diversas reuniones con los rectores de esos planteles, quienes nos han señalado que tienen dos problemas graves. Uno se soluciona en la iniciativa en análisis y el otro queda pendiente. Desgraciadamente, nada se dice sobre él ni en el articulado ni en el Protocolo.



La solución del que se aborda ahora consiste en otorgar a las universidades públicas un plazo de dos años para renegociar sus deudas, aumentándose el plazo para su servicio a 20 años.



Recordemos que esas casas de estudios superiores enfrentan muchas dificultades para financiar obras de infraestructura, porque su endeudamiento no puede exceder el período presidencial. Como este se redujo de 6 a 4 años, gran parte de ellas, sencillamente, no quedaron en condiciones de financiar tales obras.



El otro punto quedará pendiente para un análisis posterior. 



No resulta admisible que a las universidades estatales solo les sea factible endeudarse por un máximo de 4 años, mientras que las privadas lo hacen por el plazo que estimen conveniente.



Sin embargo, la solución consignada en la iniciativa implica un alivio a la situación de endeudamiento que exhiben ahora, pues tendrán dos años para renegociar sus pasivos a un plazo mucho más largo de 20 años, y, obviamente, con tasas bastante inferiores.



Por otra parte, señor Presidente, se incrementa en 200 el número máximo de beneficiarios de la asignación para operadores de maquinarias pesadas del Ministerio de Obras Públicas, dado que aquellas han aumentado y, por lo tanto, muchos de esos funcionarios no percibían dicha asignación.

Asimismo, se resuelve un problema cuya solución fue largamente solicitada en la Comisión de Hacienda: el otorgamiento del bono poslaboral, que en verdad ha estado funcionando con una lentitud espantosa. Para ello, se introducen varios perfeccionamientos a la ley N° 20.305, con el fin de agilizar el procedimiento de concesión del beneficio.



Además, señor Presidente -esto es importante-, se dispone que las personas que aún no han obtenido el bono poslaboral a que se refiere la ley citada, tendrán derecho a su pago no desde la fecha en que se les conceda, sino en que presentaron la solicitud.



Eso significa, por ejemplo, que a quienes han tenido una demora de 10 ó 12 meses -como lamentablemente ha ocurrido en algunos casos- se les pagará el bono con efecto retroactivo por el lapso que ha tardado el trámite, si en el momento de presentar la solicitud cumplían los requisitos para su obtención.



El Senador señor García hizo notar al respecto una situación muy injusta con relación a la ley. El Ejecutivo se comprometió a enviar al Parlamento, con la mayor brevedad, un proyecto para corregirla. Consiste en que si dos personas pidieron el bono poslaboral en febrero de 2009, y a una todavía no se le otorga, sino hasta el próximo mes, entonces va a tener derecho al bono desde la fecha en que lo solicitó. Sin embargo, si se le concedió hace 15 días, tendrá derecho a él solo desde 15 días atrás y no desde el mes de febrero.



En la presente iniciativa la norma viene mal redactada, pero no tuvimos tiempo para corregirla. Es un asunto un poco más complejo: pero -repito- el Gobierno quedó de mandar un proyecto, dentro de quince días hábiles, o algo así, con el propósito de zanjar esa anomalía.





Señor Presidente, en la Comisión escuchamos a los representantes de distintos gremios, quienes nos dieron a conocer numerosos problemas. 



Entre las peticiones que nos plantearon, figuran un bono de vacaciones, en enero; un reajuste de entre 6 y 7,5 por ciento, escalonado, según el nivel de rentas; la ASEMUCH hizo presente que en algunos casos la línea de corte se refiere a remuneración líquida, y en otros casos a renta bruta. 



Con respecto a las zonas extremas, se señaló que en Punta Arenas, por el hecho de que en el cálculo de la renta se incluye la asignación de zona, todos los funcionarios que se encuentran desde el grado 21 hacia arriba no tienen derecho a nada, porque quedan fuera de las líneas de corte.



En cuanto al beneficio ya existente, desmintieron que se tratara de dos bonos y aclararon que el bono respectivo se había repartido en dos.

Tocante a los funcionarios de la JUNJI, de universidades fiscales, etcétera, se nos informó que quedan fuera de este reajuste, porque  negocian directamente con sus empleadores. Asimismo, para las universidades del Estado resulta muy complicado traspasar los montos del reajuste, dado que este incidiría, finalmente, en el costo de la matrícula. Y en la Comisión de Educación se nos indicó que ellos desean un aumento de remuneraciones.



Uno entiende -y coincido en este punto con el Senador señor Muñoz Aburto- que el sistema de reajuste debiera ser objeto de una modificación en el futuro, pues no estimo razonable discutir el proyecto de reajuste del sector público y, conjuntamente, el de la Ley de Presupuestos. 



Se trata de materias que se deben analizar en plazos muy cortos.



De otro lado, resulta muy complejo fijar aumentos de remuneraciones a entidades cuyos ingresos no dependen de la Ley de Presupuestos, como los municipios, que continuamente se quejan de que nosotros les imponemos gastos, pero son ellos los que deben hacerse cargo de conseguir los recursos.



Hay una serie de temas que tendremos que revisar hacia delante.



Asimismo, se nos señaló que en la mesa de negociación se presentaron cuatro temas relevantes. Uno de ellos era el reajuste, pero otros tenían que ver con trabajo decente, con organizaciones, en fin, con una serie de aspectos que obviamente no aborda la iniciativa y que, por lo tanto, quedaron pendientes.



En definitiva, la discusión se realizó con bastante premura y los resultados de las votaciones son los que ha indicado el señor Secretario.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, me referiré a dos temas puntuales, no sin antes sumarme a la posición sostenida hace bastante tiempo por nuestra bancada y que acaba de expresar el Senador señor Muñoz Aburto, en el sentido de que somos partidarios de buscar otros procedimientos para analizar el reajuste del sector público, de carácter plurianual y a través de una negociación colectiva, a fin de no quedarnos encerrados en esta lógica que, en ocasiones, resulta malsana.



No quiero repetir los argumentos, pues mi colega Muñoz Aburto ya expuso con claridad nuestra posición.



Puntualmente, deseo referirme a dos aspectos que, a mi juicio, no están bien abordados en la presente iniciativa.



El primero dice relación a la situación que afecta a los asistentes de la educación. Algo ya se mencionó al respecto.



Los trabajadores asistentes de la educación -llamados “no docentes” en este último tiempo, y “auxiliares de la educación”, antes- han logrado constituirse en organización a nivel nacional y obtener su reconocimiento legal con el fin de plantear sus demandas.



Aquí hay al menos dos asuntos que deben ser analizados.



Uno es el relativo al sueldo piso. No resulta apropiado ni correcto que en algunas municipalidades se pague el salario mínimo mientras que en otras las condiciones son bastante más adecuadas. Hay trabajadores que muchas veces se encuentran en la más absoluta inestabilidad, pues dependen, en cuanto se rigen por el Código del Trabajo, de los vaivenes ocasionados por quien sea el alcalde de turno.



En reiteradas ocasiones -discúlpenme la manera poco formal de decirlo-, este grupo se transforma en la “caja pagadora” de los alcaldes electos, en detrimento de otros trabajadores que hacen bien su labor en los establecimientos educacionales.



Producto de este fenómeno -es decir, el carecer de un sueldo piso-, se originan desigualdades tremendas. Años atrás se planteó la necesidad de dictar un estatuto para dichos funcionarios. Por desgracia, hubo un sector del Parlamento que no estuvo de acuerdo y ello no se logró.



Posteriormente, en un proyecto de ley especial que discutimos hace un tiempo se propuso reconocer a esos trabajadores su situación particular, incluyendo el otorgamiento de un bono. Lo absurdo es que son los únicos trabajadores que han logrado una conquista -ese bono- que año tras año se reduce porque, en la medida en que se instala la Jornada Escolar Completa, se contratan más asistentes para la educación que hacen que la misma “torta” se reparta entre más personas.



Ese problema no está resuelto ni en el proyecto que nos ocupa ni en el Protocolo.



Por ello, señor Presidente, quiero hacer presente que ese es un tremendo vacío que afecta a un segmento de trabajadores del sector público cuyas condiciones laborales son muy precarias.



El segundo aspecto que deseo plantear dice relación a los trabajadores de las universidades públicas.



Las universidades autónomas reciben un traspaso de recursos. Sin embargo, no existe ninguna garantía en el sentido de que tales fondos vayan a los sueldos de los profesores, del personal docente y del personal no docente. No hay una nivelación adecuada al respecto y subsiste una situación de tremenda injusticia.



Este problema se ha planteado muchas veces, pero siempre los interlocutores se escudan y se esconden detrás del argumento de que las universidades son autónomas.



Estoy seguro de que el personal docente y el no docente de tales establecimientos prefieren mil veces estar sujetos a una escala de sueldos clara y no continuar en una condición de ambigüedad donde, si bien perciben los bonos correspondientes, no reciben reajustes a sus sueldos base en ninguna de las iniciativas legales que discutimos.



Cada vez que se pone en la mesa el proyecto de reajuste del sector público, ellos son los parientes pobres -discúlpenme la forma de decirlo- y no son tomados en cuenta en el debate.



Por último, señor Presidente, quiero hacer una reflexión general que dice relación a una innovación que pretendo subrayar.



Muchas veces hemos hablado de cómo incorporar al sector pasivo dependiente de las AFP a los beneficios del bono de invierno. Todos  aquellos jubilados afiliados a una AFP que reciben, como manifestaba la Senadora señora Matthei, el aporte previsional solidario (es decir, las pensiones inferiores a 150 mil pesos), tendrán derecho al bono de invierno este año.



Creo que ese es un avance tremendamente importante.



Por último, señor Presidente, entiendo que vamos a discutir otras materias vinculadas a la educación. Algunos, por ejemplo, consideran que la modificación de la Ficha de Protección Social es irrelevante; otros han hablado bastante acerca del daño previsional o de la deuda histórica con los profesores. 



Todos esos serán temas que vamos a discutir después.



Por ahora, me limito a señalar una realidad indesmentible: muchos profesores jubilan en nuestro país en condiciones horribles. ¡Pésimas!



--(Aplausos en tribunas).


Les pido a quienes nos acompañan en las tribunas que por favor no haya aplausos.



Quiero decir lo siguiente.



Aquellas personas que antes pifiaron no entendieron lo que aquí se está planteando. Numerosos profesores, recibiendo una pequeña pensión, no tienen derecho al aporte previsional solidario; quedaron fuera de la reforma previsional.



Pues bien, lo que aquí se está haciendo es incorporarlos a ella, modificando la Ficha de Protección Social en términos tales que ningún profesor supere los 12.666 puntos. No va a importar su actual puntaje. ¿Por qué? Porque se eliminará el factor “educación”, que es el que distorsiona el resultado de dicho instrumento respecto de los adultos mayores.



Me parece que esa medida es un avance en la dirección correcta. No resuelve el problema, pero sí permite que decenas de miles de profesores que hoy día perciben pensiones insuficientes accedan al aporte previsional solidario, beneficio al cual no tienen derecho en la actualidad y que significa un aumento concreto de sus ingresos de aquí a la implementación de la reforma previsional el año 2011.



Esa es la aspiración que todos tenemos.



He dicho.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, francamente lamento las condiciones en que estamos llevando a cabo el presente debate, con urgencia de “discusión inmediata”, la que no nos permite una reflexión profunda y detallada sobre la complejidad de los temas que involucra la Administración Pública, y con trabajadores movilizados con mucho esfuerzo a nivel nacional.



Y lo que más me preocupa es lo que estamos viendo ahora: saber que hay un conjunto de trabajadores que tienen la sensación de que no son objeto del trato y el reconocimiento que se merecen por la función que cumplen en la sociedad. Considero que este es un problema bien complejo, bien delicado. Ningún país se puede desarrollar sin una Administración Pública que se sienta orgullosa de sí misma y que la ciudadanía además valore como tal. Creo que allí tenemos una seria dificultad.



Como testimonio de mi inconformidad con la política que se ha seguido hacia la Administración Pública, voy a votar en contra del proyecto.



Pienso que la política que hoy se aplica se basa mucho más en la desconfianza que en el diálogo y la búsqueda de acuerdos. En tal sentido, estimo que hemos venido retrocediendo respecto de años anteriores. A inicios de la democracia se hizo un esfuerzo grande por generar mecanismos de concertación y diálogo social que desgraciadamente se han ido perdiendo en la noche de los tiempos.



Me parece que existe una contradicción fundamental que no hemos sido capaces de resolver, y es la siguiente.



Si uno analiza cuáles son las actuales tareas de la Administración Pública y de sus distintos servicios, se encontrará con que el trabajo se ha multiplicado varias veces: por dos, por tres o por cuatro. Ello se puede apreciar en la Administración centralizada, en el sector de la salud, en el de la vivienda, en el de la educación, en las universidades, en los municipios.



La carga de actividades, como digo, se ha multiplicado varias veces. Pero ni las condiciones laborales ni las remuneracionales han ido evolucionando de manera proporcional. Hay una brecha fuerte entre lo que se pide a los trabajadores del sector público y lo que se les entrega como contrapartida.



¿Cuál es la realidad de fondo del sector público chileno? Salvo excepciones, en él no impera el trabajo decente. Esa es la verdad: no impera el trabajo decente.



No se cumple en absoluto la norma permanente del Estatuto Administrativo según la cual el 80 por ciento de los trabajadores debe ser de planta y solo el 20 por ciento encontrarse a contrata o a honorarios. Es muy raro el servicio que cumple con ese precepto. En general, lo normal es más bien lo inverso. Y cada año tenemos que otorgar una autorización, a través del Presupuesto, para que la ley no se cumpla.



A mi juicio, es muy grave que el Estado no esté en condiciones de predicar con el ejemplo. Cuando este critica las irregularidades existentes en el sector privado en materia laboral lo hace con muy poca autoridad moral. Porque las condiciones del sector público se encuentran muy lejos de los estándares de trabajo decente.



Hoy se puede ser funcionario permanente en el sector público y ser pobre, por el nivel de ingresos. Una persona cabeza de familia, con dos hijos y que gane la remuneración correspondiente a uno de los últimos grados de la escala, puede seguir siendo un trabajador pobre.



Lo que impera es el trabajo precario, el trabajo a contrata, el trabajo a honorarios, muy lejos de los estándares internacionales para que un trabajo sea considerado decente.



Por las razones expuestas, señor Presidente, y sin perjuicio de los avances objetivos presentes en distintas normas puntuales a las cuales se han referido otros señores Senadores, quiero dejar establecido que no comparto la política general hacia la Administración Pública. Y, como consecuencia de ello, votaré en contra.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en verdad es lamentable que un grupo importante de dirigentes y trabajadores públicos se haya retirado, porque creo que es buena su presencia en momentos en que se debaten estos temas -aunque por ahora ellos les hayan sido insatisfactorios-, a fin de que conozcan el pensamiento del Senado hasta el instante de la votación.



En estos días el país se ha visto convulsionado por distintos paros, por movilizaciones, por una serie de inquietudes sociales que, al no tener cauces normales, se expresan de una manera que a veces sorprende a la opinión pública, y en otras, también la molesta, por la falta de servicio. Quienes después de mucho tiempo han conseguido una interconsulta en un hospital y la pierden por estos motivos obviamente no salen muy conformes ni quedan muy contentos con la situación. Tampoco lo estarán, probablemente, los escolares que han perdido sus clases.



Pero la pregunta de fondo es por qué en el sector público existe este grado de movilizaciones y de paros. Y la responsabilidad no se puede adjudicar a los trabajadores públicos: el sistema actual en materia de legislación laboral no les deja otra salida.



Hace al menos tres años le llevamos al entonces Ministro del Trabajo, Osvaldo Andrade, una proposición completa para que asumiera el tema de la negociación colectiva con derecho a huelga en el sector público, no solo para resolver estos problemas, sino también para que Chile cumpliera con la legislación internacional. Nuestro país forma parte de la OIT y el Convenio 151 así lo exige.



Sin embargo, el Gobierno -el actual y también los que lo han precedido- no ha hecho el más mínimo esfuerzo para sacar adelante dicha tarea.



Hace algunos meses visité a la Ministra del Trabajo, quien manifestó compartir esta inquietud. Pero lamentablemente, por razones internas del Gobierno -que yo no podría explicar-, no hemos visto ni conocemos ninguna propuesta para corregir la situación descrita y para tener en Chile un proceso de negociación colectiva en el sector público con derecho a huelga, regulado, con todas las normas que permitirían zanjar circunstancias de este tipo.



Porque, ¿qué hace un gremio del sector público -funcionarios municipales, de la salud, de algún Ministerio, como el de Hacienda- que quiere negociar?



Cuenta con instancias de conversación, pero informales, las que en cada caso se van determinando entre el superior y los representantes de los trabajadores. No existe un procedimiento obligatorio que imponga compromisos a las partes; que les fije plazos; que eventualmente incorpore a terceros mediadores que con su carácter técnico puedan resolver las disputas; que permita regular la huelga y así evitar que los paros o las movilizaciones signifiquen perjuicios para los usuarios.



Entonces, si no hay esa mínima sensibilidad social respecto de los problemas de los funcionarios del sector público, a estos no les queda otro camino que el de la presión, del paro, de la movilización. Y mientras ello siga así, continuaremos presenciando este mismo escenario, que a mí me parece muy lamentable, pero del cual no son responsables los trabajadores, sino quienes no han sido capaces de generar una legislación que permitiría evitar tales situaciones.



En los próximos días daré a conocer un completo proyecto sobre la materia, dado que el Ejecutivo no ha querido tomar la iniciativa. E invitaré al Gobierno actual y a los distintos comandos presidenciales a hacerse cargo del tema.


Yo veo al Ejecutivo muy interesado, y con razón, en los derechos de los trabajadores del sector privado. Se habla de la necesidad de mejorar la sindicalización, de evitar las prácticas antisindicales, de perfeccionar la negociación colectiva y de una serie de otros derechos que, con razón, deben revisarse si no se cumplen o si existen obstáculos para su ejercicio.



Pero, perdónenme, ¡la caridad empieza por casa! 


El sector público tiene al final un empleador, que es el Estado, el Gobierno de turno. Y este es un mal empleador, porque no ha resuelto los problemas existentes en la Administración Pública, donde se observan prácticas antisindicales, negación de la negociación colectiva, trabajadores que permanecen a contrata durante años y no tienen derecho a indemnizaciones, a desahucios, a vacaciones, por las condiciones en que están contratados.




Eso ocurre en el sector público hoy día.



Entonces -¡caramba!-, cuando pasan estas cosas no les echemos la culpa a los trabajadores, sino a quienes no han sido capaces de regular esta situación. 



Espero que en la próxima legislatura, en el próximo Gobierno, se produzca un cambio radical en la materia, porque se necesita que haya no solamente cumplimiento a la legislación internacional, sino también salida para estos problemas.



Un segundo tema que me parece importante señalar dice relación al reajuste.



Yo entiendo que el reajuste tiene que ver con un problema de seriedad y responsabilidad fiscal, en el sentido de que el Ejecutivo debe proponer algo que sea posible dentro de las coordenadas económicas, dentro de las perspectivas del país. Y eso nos lleva a pensar, dada la situación en que estamos, que no es factible imaginar un reajuste abultado, significativo, como el que hubo el año pasado. Pero de ahí a no tener un criterio que permita, por ejemplo, buscar caminos alternativos hay un paso distinto.



Yo no veo por qué no se puede conceder un reajuste escalonado. Observo en las distintas normas que se proponen en este proyecto de ley que el sueldo al cual se recurre como parámetro o que tiene menos beneficios es de 497 mil pesos y fracción (digamos 500 mil pesos). ¿Y por qué no se concede un aumento de 4,5 por ciento a las rentas superiores a esa cantidad? Me parece que los sueldos inferiores necesitan un reajuste distinto. 



Y, quizás, podríamos pedirle al Ejecutivo un pronunciamiento sobre ese punto, el que a mí me interesaría oír antes de emitir un juicio sobre cómo voy a votar. Porque para mí sería muy distinto ver la voluntad de aquel de abrirse a otorgar un incremento mayor pero solo para los sueldos bajos como los que he señalado, de acuerdo con los propios criterios que él ha establecido en diversas normas de esta iniciativa.



Finalmente, deseo manifestar que considero muy positiva la disposición relacionada con el cambio de la ficha de protección social, de manera que los profesores y en general las personas con mayor educación no se vean perjudicados por aparecer ese antecedente en su ficha y, por lo tanto, puedan acceder al pilar solidario.



Creo que ese no es solo un problema de los profesores; hay mucha gente que, más allá de ser docentes, se encuentran en esa misma situación. 



Por consiguiente, se debe evaluar. Y quizás es necesario hacerlo también respecto de otro tipo de personas, como las que hoy día se ven afectadas por la cesantía y que la ficha de protección social las pone en una condición tal que no pueden acceder a beneficios. 



Hay quienes en la actualidad son deudores habitacionales y que no pueden renovar o reprogramar sus créditos porque no tienen ingreso, y tampoco les es posible obtener ningún tipo de ayuda dado que su educación los lleva a un nivel tal que no les permite acceder a ella.



Considero que eso se debe revisar en la ficha de protección social.



Además, quiero decir -ya hablaremos sobre este punto más adelante, y espero que el Senado mantenga la coherencia y consistencia que ha tenido durante años frente al tema de la deuda histórica- que lo relativo al cambio de la ficha de protección social...



--(Aplausos en tribunas).



...es algo que se requiere por justicia, y en ningún sentido puede entenderse como una reparación a los profesores por la deuda histórica, que se les debe pagar como corresponde.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, creo que se ha hecho una tradición la forma en que se nos presenta el proyecto de ley de reajuste. Y no solo por el actual Ministro de Hacienda; sus antecesores también utilizaban o nos traían más o menos esta misma fórmula, la cual me parece que -como han sostenido varios señores Senadores- se debe modificar a fin de legislar mejor.



Con todo, yo quisiera decir que en la actual iniciativa, sin duda, hay algunas cosas que me parecen bien. Y, claramente, me parece muy bien lo relativo a eliminar el nivel educacional para la determinación de la condición de vulnerabilidad. Creo que era necesario.



En el resumen que se nos presenta figuran una serie de beneficios que en anteriores legislaciones no se contemplaban. Eso es muy positivo y hay que reconocerlo.



Quizás, en lo central -y recojo lo planteado por el Senador señor Larraín-, en el número 1 de ese resumen debió haberse diferenciado un porcentaje distinto del 4,5 por ciento para las rentas menores a 500 mil pesos. Eso lo considero importante. Y hago un llamado al señor Ministro para que se abra a dicha posibilidad, porque claramente el 4,5 por ciento sería aplicable a las rentas superiores a esa cantidad, pero respecto de las inferiores estimo que se debería considerar algo diferente. El guarismo tendría que ser distinto.



Señor Presidente, voy a ser bien franco porque esta es, a lo mejor, la última vez que hablaré en la discusión de un proyecto de ley de reajuste. El próximo año habrá otros señores Senadores acá, y espero que lo hagan mejor que quienes no hemos podido cambiar el curso de las cosas.



Y aquí quisiera recordar lo siguiente.



El Honorable señor Muñoz Aburto señaló que el ex Ministro señor Foxley, que después fue Senador, adquirió un compromiso con las zonas extremas, con Punta Arenas y con la Región que represento: Aysén.



Aquel consistía en que se iba a reajustar la asignación de zona extrema. Y él, al final de su mandato, alcanzó a hacer algo que fue bastante significativo: del 30 ó 32 por ciento se llegó al 40 ó 42 por ciento que hoy día rige para aquellas.



El Honorable colega hace bien también en recordar que eso ha sido muy odioso, porque hay trabajadores públicos -como son los de las Fuerzas Armadas- que, con toda justicia, reciben un 105 por ciento por dicho concepto. Y es muy necesario que tengan derecho a ese beneficio        -sobre todo, cuando pienso en los carabineros que cumplen funciones en áreas limítrofes, a veces en condiciones bastantes dramáticas-, como también los funcionarios del Poder Judicial -me parece perfecto que lo perciban- y del BancoEstado, que un sentido son públicos y en otro no lo son. Pero, bueno, tienen ese beneficio.



¡Pero qué pasa con el resto! El resto de los funcionarios recibe el 40 por ciento. 



Es decir, se observa en ello una clara discriminación. Y a estas alturas no podemos echarle la culpa al Régimen militar. Espero. Han transcurrido muchos años y, claramente, se debió haber hecho algo distinto. ¡Cómo no hacerlo si las condiciones de vida en Aysén o en Punta Arenas son diferentes de las del centro del país!



Y en este mismo proyecto tengo la excusa o la razón para hacer tal planteamiento.



 En el punto 3 del resumen se acuerda un bono de invierno -lo considero estupendo- de 42 mil 481 pesos, pagaderos en el mes de mayo del año 2010, el que beneficiará -dice el señor Ministro- a 980 mil pensionados. 



¿Pero saben cuál es el problema? Parece que no conocen lo que es Chile. 



¡En Aysén el invierno dura nueve meses! ¡Si la semana pasada estaba nevando; aquí no, pues! 



Entonces, ¿por qué el mismo bono para todo el país? ¿Por qué no es diferente para Magallanes o para Aysén? ¿Somos un país distinto o queremos cortarlo en Talca o Chillán? ¡No, si Chile tiene 5 mil kilómetros de largo!



Además, dicho  beneficio -quiero insistir en este aspecto- es para muy pocos empleados públicos. ¡Si en Aysén la totalidad de ellos alcanza a los 3 mil, incluyendo a las Fuerzas Armadas! No sé cuántos habrá en Magallanes. Pero en Aysén es el 6 por mil de los 500 mil.



¡Y esos no valen! ¡Son de segunda o tercera clase! ¡Ese es el trato que les estamos dando!



Francamente, no sé cómo seguimos haciendo así las cosas.



Se habla acá de que se dará un aporte a las universidades estatales. ¿Y saben cuál es el problema? En Aysén no hay universidad. ¡Entonces, para qué nos interesa eso!



Está muy bien que se conceda dicho aporte. Me alegro por el resto de las universidades del país. Pero ¿por qué en esa Región, señor Ministro, de una vez por todas no se entrega la Beca Aysén a los niños que deben salir a otros lugares? Cuando viajan, es como trasladarse de un continente a otro. Desplazarse de Villa O’Higgins o de Coyhaique a Santiago es como ir a otro país. Eso les cuesta mucho a las familias.



Y estamos reclamando hace dieciséis años una beca como corresponde para que puedan estudiar. ¿O los jóvenes de Aysén no son chilenos?



¡Hasta cuándo seguimos con esta clase de legislaciones!



Es bien poco ya lo que yo puedo hacer; otras veces que he votado en contra me han tratado bastante mal. Pero estoy muy tranquilo, porque pienso que se botaron en el Transantiago 5 mil millones de dólares a la calle. Y me expulsaron y abusaron del poder quienes hoy quieren seguir diciendo cómo hacer las cosas.



Por eso, señor Presidente, a estas alturas solo puedo efectuar una sola cosa: votar en contra.


--(Aplausos en tribunas).



Y voy a pronunciarme en contra para que al menos se recuerde que fui leal con quienes me eligieron y con la forma en que debemos legislar de una vez por todas en nuestro país.



Aquí no puede haber chilenos de primera, de segunda y de tercera. Pero eso estamos logrando con esta manera de legislar.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, es una situación ingrata la que uno enfrenta en estos minutos.



Por casi 10 años fui funcionario público. Y había un colega en el Ministerio que cada vez que hacía un discurso decía: “Me siento orgulloso de ser funcionario público”. Y creo que los miles de trabajadores del Estado están orgullosos de serlo. 



Por lo tanto, cada vez que enfrentamos esta dificultad, para nosotros resulta un tema de extrema gravedad -y hablo en este caso como representante del Partido Radical-, porque todos los años llegamos al final a una negociación que todos sabemos como va a terminar: con los trabajadores en huelga, molestos, y con el Congreso aprobando un reajuste insatisfactorio tanto para ellos como para los propios parlamentarios.



Considero importante que la gente sepa cuáles son las facultades del Congreso. Porque, al último, se centran en él las expectativas y las posibilidades para resolver problemas tan graves como el que nos ocupa. Y el Parlamento solo puede rechazar o rebajar; no tiene atribuciones para presentar proyectos de ley que irroguen gasto, porque en un régimen presidencialista como el que nos rige ello no es posible.

El señor LONGUEIRA.- ¡Menos mal!

El señor GÓMEZ.- Es su opinión, Senador Longueira, no la mía.



Por lo tanto, estimo que, de una u otra forma, debemos tomar decisiones políticas, nos guste o no. Y en esta iniciativa hay una serie de elementos que quiero recalcar y que me parecen complejos.



En particular, en el caso de las universidades estatales, me parece una situación gravísima no haber tomado una decisión ahora y haber firmado un protocolo para darles la posibilidad de contar con la alternativa de resolver sus dificultades de infraestructura, de tecnología, y una serie de otros aspectos, pues tienen prohibiciones que el Ministerio de Hacienda no ha querido abordar, excepto en cuanto a la solución de las deudas antiguas.

Este reajuste afecta los aranceles porque, cuando se aumentan los sueldos sin entregar los recursos a las universidades, lo que estas hacen es cobrarles a los estudiantes y, en definitiva, a las familias, lo cual nos va a generar una tremenda complicación.



Considero que, de una vez por todas -y ojalá las iniciativas prosperen-, se debe tomar en consideración qué queremos del Estado y qué queremos de los funcionarios públicos: tener simplemente todos los años discusiones acerca del reajuste de las remuneraciones -subirlas un 4, 5 ó 6 por ciento-, o un Estado firme, activo, que realice bien sus funciones.



En nuestra opinión, es preciso efectuar una gran reforma al Estado para que los funcionarios públicos tengan remuneraciones dignas, para que realicen su labor dentro de las normas que se exige a cualquier ciudadano para trabajar. 



Eso no está pasando en el Estado y en distintas instancias. 



Por lo tanto, esa modificación, de una vez por todas, debiera presentarse. 



Y esperamos que el próximo Gobierno la efectúe para que, en definitiva, se debata sobre remuneraciones dignas y decentes, sobre trabajos con determinadas condiciones, y que en realidad los funcionarios públicos puedan laborar de la forma en que -estoy seguro- ellos esperan.



Señor Presidente, como no pretendo alargar mi exposición, solo deseo expresar con claridad que no voy a votar a favor del artículo 1º.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, ante todo, quiero realizar una reflexión de carácter general.



En Chile, desde hace muchos años, los funcionarios públicos son maltratados por los gobiernos, primero, a través del trato que reciben; segundo, en lo concerniente al respeto de sus derechos. Y para qué hablar de lo que ocurre con los profesores en cuanto al respeto de su dignidad, de la función esencial que cumplen en nuestra sociedad.



Lo mismo ocurre con los funcionarios públicos. Y resulta curioso que respecto de ellos en las noticias siempre se destaquen las cosas malas y nunca se resalte a los cientos de miles que -lo veo en la Región que represento- atienden en hospitales públicos bajo condiciones muy precarias; en servicios públicos con una enorme cantidad de dificultades.



Y me da la sensación de que no existe en el Estado chileno conciencia en cuanto a respetar a quienes han decidido trabajar en la Administración Pública en circunstancias a veces mucho más difíciles que en el sector privado.



Desde luego, basta ver las condiciones laborales: trabajadores a contrata, a honorarios, que carecen de derecho a indemnización; que no tienen feriado proporcional; que viven una inestabilidad laboral absoluta, y que cuando llega una nueva autoridad a un municipio, se hallan siempre sujetos a ser despedidos simplemente por no coincidir con la ideología de quien asume, por ejemplo, como alcalde.



Lo mismo ocurre en muchos servicios públicos.



Creo, señor Presidente, que se trata de un tema que la sociedad chilena ha ido abandonando. Y existe un cierto dejo en cuanto a mirar en forma despectiva a los que de manera legítima contribuyen al país desde el servicio público, desde la Administración Pública.



No solo comparto el planteamiento del Honorable señor Larraín sino que lo considero muy acertado. Acabamos de vivir una crisis económica que probablemente afectó más a las personas de menos recursos.



Por lo tanto, resultaría bastante útil que el señor Ministro de Hacienda señale cuál es la razón para que un reajuste de esta naturaleza no pueda ser superior para la gente con ingresos, por ejemplo, inferiores a 500 mil pesos.



¿Qué motivo hay para ello?



En Chile existe una desigualdad de ingresos enorme. El porcentaje de chilenos con más dinero obtiene muchísimos mayores ingresos que quienes cuentan con menores recursos. Y esa diferencia se ha ido ahondando, no achicando.



Por esa razón, señor Presidente, quiero sumarme a lo expresado por el Senador señor Larraín en el sentido de que el Ministro de Hacienda diga por qué motivo a las personas con menos ingresos no se les puede aplicar un reajuste mayor.



Esa es una pregunta muy relevante que espera una respuesta de fondo a fin de lograr que los funcionarios públicos reciban remuneraciones acordes con la responsabilidad que Chile les entrega, pues tienen que administrar las municipalidades; tienen que atender a la gente en los hospitales; tienen que preocuparse por la educación; tienen que estar a cargo de los servicios públicos, etcétera.  Y, sin embargo, el país no les retribuye de la misma forma en que les exige.



Por consiguiente, deseo manifestar que este reajuste no me parece justo para las personas de menores recursos; no me parece que se les haya dado una explicación convincente.



Espero, pues, la respuesta del señor Ministro de Hacienda para ver la forma como voy a votar este proyecto.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- No hay más Senadores inscritos.



Se le pidió una explicación al señor Ministro de Hacienda, a quien le doy la palabra.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Gracias, señor Presidente.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Les agradeceré a las personas que se hallan en las tribunas mantener silencio y abstenerse de aplaudir y pifiar, pues solo así todos nos entenderemos mejor.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, nunca es fácil llegar a un monto de reajuste, porque se requiere equilibrar muchas cosas.



Todos queremos, sin duda, que los trabajadores, del sector estatal o del privado -y en este caso especial, quienes nos sentimos orgullosos de estar en el servicio público-, tengan mejores remuneraciones.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Pero al mismo tiempo, señor Presidente...



--(Manifestaciones en tribunas).
El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Pero al mismo tiempo, señor Presidente...

El señor NOVOA (Presidente).- Perdón, señor Ministro.



Le agradeceré al público que presencia esta sesión mantener el orden. En caso contrario, de acuerdo al Reglamento del Senado, haré desalojar las tribunas. Y creo que no es bueno para nadie tomar esta medida.



Puede continuar, señor Ministro.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Gracias, señor Presidente.



Decía que legislar para las remuneraciones del sector público implica llegar a un equilibrio que no es fácil. Pero tengo la convicción de que en esta oportunidad estamos alcanzándolo.



Claro que es importante que las remuneraciones vayan subiendo. En este caso lo hacen. Y voy a detallar las cifras involucradas.



Al mismo tiempo, son muchas las necesidades que el Presupuesto de la Nación debe atender: en Salud, en Vivienda, en pensiones, en Educación, en fin. Y por eso todos los años -este no es la excepción- hay que buscar un justo equilibrio.



Además, este año existen dos factores que tornan aún más difícil esa búsqueda.



Por una parte, no es misterio para nadie que el mundo viene saliendo de una convulsión económica tremenda. En Chile la economía ha empezado a repuntar. Llevamos ya cuatro meses en que la actividad se recupera. La cesantía, que había subido, comienza a bajar. Y por eso es nuestra obligación adoptar políticas fiscales y salariales que nos ayuden a consolidar esta recuperación y que no atenten contra ella.



También, la situación inflacionaria de este año es radicalmente distinta de la que hemos enfrentado, no solo del 90 a la fecha, sino desde que hay datos comparables.



La inflación de los últimos doce meses es negativa en 1,9 por ciento. Los precios de la canasta del consumidor han caído en casi 2 por ciento. Y esto es completamente diferente de lo que ocurría hace doce meses, cuando la discusión del reajuste ocurrió con un IPC que en el año anterior había subido 9,9 por ciento.



El aumento de 4,5 por ciento, con una inflación negativa en los últimos doce meses, implica un incremento real de sobre 5 por ciento. Y eso se halla muy por encima del incremento real percibido del 90 a la fecha.



En consecuencia, señor Presidente, el dato básico del cual debe partir esta conversación es el de que se trata de un incremento de remuneraciones sustantivo y, pese a la crisis y precisamente porque las políticas fiscales de este Gobierno y de las Administraciones anteriores han sido prudentes, estamos en condiciones de entregar un reajuste que les sube el poder adquisitivo a los trabajadores del sector público y lo hace, en términos reales, más que en ningún año del 90 a la fecha.


Lo segundo, señor Presidente, es que no solo se legisla aquí un reajuste, sino además una serie de otros beneficios: aguinaldos, bonificaciones y dos bonos.



Esos dos bonos se hallan diseñados y segmentados de manera que -y aquí me refiero a la inquietud de varios parlamentarios- las personas con remuneraciones más bajas obtienen una cantidad mayor; o sea, el reajuste efectivo para el año sube más cuando las remuneraciones son menores.



Hay dos bonos -insisto-, uno en diciembre y otro en enero, y en ambos casos las personas con remuneraciones más reducidas perciben una suma mayor: 125 mil pesos en cada uno de esos meses.



Por consiguiente -reitero-, el reajuste efectivo, el incremento total de las remuneraciones de los trabajadores es más elevado para quienes tienen menores ingresos.



En tal sentido, el proyecto de ley planteado aquí, que primero fue aprobado por la Cámara de Diputados y luego por la Comisión de Hacienda del Senado, tiene un componente indudable de equidad.



Se han planteado asimismo, señor Presidente, inquietudes más concretas que deseo abordar.



Se preguntaba si los asistentes de la educación recibirán el reajuste.



Quiero dejar muy en claro aquí que, en virtud de una modificación que mediante la ley de reajuste del año 2007 se hizo a la ley N° 19.464, se estableció de manera expresa que las remuneraciones de los asistentes de la educación se incrementan en los mismos porcentajes en que lo hacen las del sector público. Además, esas personas reciben el aguinaldo, el bono de escolaridad y -en este caso- los dos bonos especiales: el de diciembre y el de enero.



En consecuencia, señor Presidente, por su intermedio, debo expresarles al Honorable señor Muñoz Barra y a otros señores Senadores que plantearon la inquietud que esa es la respuesta.



Se consultó también en cuanto a las zonas extremas, y en especial, a la relación existente entre la bonificación de zonas extremas y la línea de corte para los bonos especiales de diciembre y enero.



Debo aclarar que ayer, en la discusión habida con los Diputados de todas las bancadas en la Comisión de Hacienda de la Cámara Baja, y a solicitud unánime de ellos, se introdujo una enmienda que explicaré en seguida.



Antes, sí, considero indispensable tener en cuenta que la bonificación de zonas extremas no es lo mismo que la asignación de zona. A veces se confunden. Pero la asignación de zona se recibe en todas las Regiones del país, en porcentajes distintos; la bonificación de zonas extremas se recibe (valga la redundancia) en las zonas extremas. 



Este proyecto de ley plantea que la línea de corte se calcule sobre un ingreso que excluye la bonificación de zonas extremas.



Por ende, se introduce aquí un beneficio o -uno podría decirlo así- una compensación, por los distintos costos de vida, que mejora la situación de los trabajadores de las zonas extremas, pues incluye a más personas en el segmento alto del bono y, consecuencialmente, en el segmento alto del incremento total de rentas derivado de este reajuste.



Hay allí, entonces, una modificación significativa. Y es clave que la Sala la conozca y que se consigne en la historia de nuestro debate.



Por último, quiero enfatizar dos cambios muy puntuales que se llevan a cabo mediante esta iniciativa, que no fueron parte de la ley de reajuste con anterioridad, pero que revisten plena justicia.



El primero ya fue mencionado por varios Senadores, de modo que solo deseo realzarlo con un par de frases: el cambio en la Ficha de Protección Social en forma que los adultos mayores, llegado el momento de recibir los beneficios de la Reforma Previsional, no queden fuera en virtud de su escolaridad (de su título profesional, por ejemplo).



Eso va a significar un incremento de rentas importante para muchos jubilados que potencialmente no habrían tenido el beneficio del aporte previsional solidario y que por esa vía sí lo obtendrán.



Es relevante recalcar que cuando ese aporte alcance su nivel de régimen, el 1° de julio de 2011, según lo legisló este mismo Senado, todas las rentas de jubilación del sector pasivo inferiores a 255 mil pesos van a tener un aporte solidario. Y dependiendo del nivel, si la jubilación es de 120 mil, 150 mil, 180 mil pesos, habrá incrementos totales de los ingresos que reciban las personas: mientras más bajo el ingreso, mayor el porcentaje. En el caso de una renta de 100 mil pesos, por ejemplo, prácticamente se duplicará la jubilación total una vez aplicados los beneficios de la reforma previsional y del bono poslaboral que el Congreso también legisló.



En cuanto al bono poslaboral, el proyecto que nos ocupa contempla un par de modificaciones que posibilitan pagarlo de modo más ágil, que la gente no deba esperar y que los beneficios se devenguen desde el momento en que se postule a ellos.



Como dijo la Senadora señora Matthei en su informe, hemos corregido diversas situaciones. Por ejemplo, la de gente que, al pasar los meses, no recibía su bono y, por tanto, perdía sus beneficios en ese período. Y, además, existe un grupo de personas -se debe establecer su cuantía- que no estaría cubierto por las normas de esta iniciativa. Enmendaremos a este respecto, según lo planteó la unanimidad de los Senadores de la Comisión de Hacienda, a sugerencia del Honorable señor García.



Finalmente, en el caso de las universidades, cabe señalar que hoy día cuentan con la posibilidad de repactar sus deudas a tasas de interés bastante por debajo de la tasa histórica. Y es bueno que la aprovechen. Pero carecería de sentido que renegociaran por lo que queda del actual período presidencial, porque ello implicaría hacer todo el gasto para tener que partir de cero en marzo del próximo año.



Por consiguiente, aquí se contempla la factibilidad de que el stock actual de deuda se refinancie a tasas más bajas, con lo cual se generará para las universidades un importante ahorro en el pago de intereses, que se usará para mejorar la educación de quienes estudian allí.



Señor Presidente, este proyecto, fruto de un trabajo muy acucioso -primero con los Diputados y luego con los Senadores- y cuyo texto se mejoró en la Cámara Baja mediante una indicación de todos los sectores y que el Ejecutivo patrocinó, alcanza los justos equilibrios a que me referí, que son tan significativos a la hora de legislar en materia de remuneraciones del sector público.



Gracias, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde pronunciarse sobre la idea de legislar.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (23 votos a favor, 3 en contra, 4 abstenciones y un pareo), dejándose constancia de que se alcanzó el quórum calificado exigido en el caso del artículo 33.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.



Votaron por la negativa los señores Cantero, Ominami y Zaldívar.



Se abstuvieron los señores Espina, Larraín, Muñoz Barra y Prokurica.



No votó, por estar pareado, el señor Novoa.


--(Manifestaciones en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde discutir el articulado de la iniciativa.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los artículos 4º a 23 y 25 a 36 fueron aprobados unánimemente por la Comisión de Hacienda.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, los daremos por aprobados con la misma votación anterior.



--Se aprueban con la misma votación anterior los artículos 4° a 23 y 25 a 36.
El señor HOFFMANN (Secretario General).-  El artículo 1º fue aprobado por 4 votos a favor (Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag) y una abstención (Honorable señor Ominami).

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 1º (24 votos a favor, 2 en contra, 3 abstenciones y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.



Votaron por la negativa los señores Gómez y Zaldívar.



Se abstuvieron los señores Muñoz Barra, Ominami y Prokurica.



No votó, por estar pareado, el señor Novoa.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El artículo 2º fue aprobado en la Comisión de Hacienda con la misma votación del artículo anterior: 4 votos a favor y una abstención.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 2º (29 votos a favor, 2 abstenciones y un pareo).


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Se abstuvieron los señores Gómez y Ominami.



No votó, por estar pareado, el señor Novoa.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El artículo 3º fue aprobado en la Comisión de Hacienda por 4 votos favor y una abstención.

El señor NOVOA (Presidente).- Se refiere también al aguinaldo.



Si le parece a la Sala, lo daremos por aprobado con la misma votación.



--Se aprueba el artículo 3º por 29 votos a favor, 2 abstenciones y un pareo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El artículo 24 fue aprobado en la Comisión de Hacienda por 4 votos a favor y una abstención.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 24 (27 votos a favor, una abstención y un pareo), y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Orpis, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Se abstuvo el señor Prokurica.



No votó, por estar pareado, el señor Novoa.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario, quien hará una aclaración.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, omití hacer presente que los Honorables señores Bianchi y Muñoz Aburto habían formulado una indicación para incorporar un artículo nuevo del siguiente tenor:



“Artículo 37: Respecto a los trabajadores que tengan derecho a la asignación de zona establecida en el artículo 7 del Decreto Ley número 249 de 1973, no será considerada dicha asignación para el cálculo de los bonos y aguinaldos establecidos en la presente ley”.

El señor NOVOA (Presidente).- Esa indicación hubiera tenido que ser declarada inadmisible, pero se entendió, por las palabras del señor Ministro, que en alguna forma se hallaba considerada. 



Se deja constancia, en todo caso, de su presentación.
)---------(
El señor NOVOA (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:18.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 61ª, EXTRAORDINARIA, EN MARTES 3 DE NOVIEMBRE DE 2009



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Novoa, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Bianchi.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros de Defensa Nacional y del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Vidal y señora Claudia Serrano, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones cincuenta y nueve y sesenta, ambas ordinarias, de los días 27 y 28 de octubre del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes


Cuatro de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero, inicia un proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental (Boletín N° 6.747-12).


-- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales y a la de Hacienda, en su caso, y, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.


Con los tres siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (Boletín N° 3.994-02).


2.- Proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos (Boletín Nº 3.878-17).


3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre información, orientación y prestaciones en materia de regulación de la fertilidad  (Boletín N° 6.582-11).


-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:


Con los dos primeros, comunica que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que introduce una serie de reformas en materia de liquidez, innovación financiera e integración del mercado de capitales (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 6.692-05).


-- Pasa a la Comisión de Hacienda.


2.- Proyecto de ley que regula el cierre de calles y pasajes por motivos de seguridad ciudadana (Boletines números 3.848-06; 6.289-25, y 6.363-06, refundidos).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Con el tercero, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Prokurica, que modifica el Código Tributario en lo relativo a derechos de los contribuyentes (Boletín Nº 3.845-05), con la enmienda que indica.


-- Queda para Tabla.


Con el cuarto, comunica que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado, en el segundo trámite constitucional, al proyecto de ley que establece normas que permiten el acceso a la información bancaria por parte de la autoridad tributaria (Boletín N° 6.477-05).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.


Siete del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Con los dos primeros, remite copia autorizada de las sentencias recaídas en el control de constitucionalidad de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que modifica el Estatuto Orgánico de la Corporación Nacional del Cobre de Chile (CODELCO) y las normas sobre disposición de sus pertenencias mineras (Boletín N° 4.901-08).


2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Servicio Electoral (Boletín N° 6.139-09).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.


Con los cuatro siguientes, envía copia autorizada de igual número de sentencias recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 474, inciso tercero, parte final, del Código del Trabajo.


-- Se toma conocimiento.


Con el séptimo, remite copia autorizada de la resolución recaída en el requerimiento de constitucionalidad deducido en contra de las actuaciones realizadas por la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de acuerdo relativo a la Convención Interamericana sobre desaparición forzada de personas (Boletín N° 6.689-10).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.


Dos del señor Contralor General de la República:


Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, en relación con la encuesta realizada por la Universidad Arturo Prat, de Victoria, referida a la última elección de Alcaldes efectuada en el país.


Con el segundo, responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de la actual situación de los pagos por servicio de basura en el país.


Del señor Ministro de Hacienda, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a los recursos que se han destinado a la investigación pesquera y al Fondo de Fomento Pesquero.


Del señor Ministro de Justicia, con el que responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Pérez Varela, acerca de la ejecución del proyecto de construcción de un nuevo recinto carcelario en la comuna de Chillán.


Del señor Ministro de Obras Públicas, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, concerniente a la realización de las obras pendientes en la Ruta 5 Norte, en el tramo comprendido entre Llay-Llay y La Ligua.


De la señora Ministra de Agricultura, por medio del cual responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto del servicio de asesoría técnica que presta el INDAP.


De la señora Subsecretaria de Hacienda, por el cual responde un oficio despachado en nombre del Honorable Senador señor Ávila, mediante el cual solicita el envío de un proyecto de ley que regule la creación de una Zona Franca Literaria en la V Región.


Del señor Secretario Regional Ministerial del Trabajo y Previsión Social de la X Región, con el que contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a la situación que afecta a los trabajadores de la industria salmonera y de otras actividades acuícolas, que han perdido su empleo.


-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informe


Nuevo segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 3.994-02).


-- Queda para Tabla.

Mociones


Moción de los Honorables Senadores señores Espina, García, Horvath, Orpis y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal, estableciendo nuevos efectos para la presentación de la acusación o de la demanda civil fuera de plazo (Boletín N° 6.746-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Moción del Honorable Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley que establece nuevos requisitos para los administradores electorales (Boletín N° 6.748-06).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Moción de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Escalona, con la que inician un proyecto de ley que facilita el cobro del seguro de desempleo y los seguros de cesantía involuntaria asociados a créditos de consumo (Boletín N° 6.749-13).


-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Solicitud de desarchivo


Solicitud del Honorable Senador señor Novoa, mediante la cual requiere el desarchivo del proyecto de ley, iniciado en Moción de su autoría, que modifica la ley Nº 19.628, sobre protección de la vida privada, con el fin de evitar el uso abusivo de datos personales o de empresas y de resguardar a los usuarios de correos electrónicos de la propaganda comercial no solicitada (Boletín N° 3.796-07).


-- Se accede a lo solicitado y se envía la iniciativa a la Comisión de Economía.

- - -


Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Arancibia, quien pide que se recabe el consentimiento unánime de la Sala para que se incorpore, en la Tabla de esta sesión, el proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (Boletín Nº 3.994-02).


Requerido dicho asentimiento, no se otorga.


Acto seguido, el señor Presidente señala que tal iniciativa se contemplará en el primer lugar de la Tabla del Orden del Día de la próxima sesión.

- - -



Posteriormente, manifiesta que la Comisión de Hacienda ha solicitado que se disponga un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (Boletín N° 3.875-11), hasta las 18 horas del día de hoy, las que deberán presentarse en la Secretaría de dicha Comisión.

Así se acuerda.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana, con informe de la Comisión de Transportes y 

Telecomunicaciones


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que procede continuar con el análisis del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana (Boletín N° 5.406-15), con urgencia calificada de “suma”, y cuya votación se encuentra pendiente.



Añade que el nuevo servicio que se crea difiere del régimen común o general de telecomunicaciones aplicable a las radios comerciales y no enfrenta las limitaciones que afectan a las emisoras de mínima cobertura.


Agrega que la Comisión discutió la iniciativa solamente en general y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero, Girardi y Pizarro.


Resalta que el artículo 17 reviste el carácter de norma orgánica constitucional.

.



Finalmente, destaca que en la última sesión ordinaria se cerró el debate y sólo quedó pendiente la votación.



Acto seguido, el señor Presidente informa que ha recibido las excusas de la señora Ministra Secretaria General de Gobierno, toda vez que no podrá asistir en esta ocasión.
- - -



Sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 21 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del artículo 17 del proyecto.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, García, Gómez, Larraín, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag y Zaldívar.

- - -



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del lunes 14 de diciembre del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.
- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES



Artículo 1°.- Créanse los Servicios Comunitarios y Ciudadanos de Radiodifusión de Libre Recepción, en adelante los Servicios.



Éstos tendrán como zona de servicio máxima una comuna o una agrupación de comunas, conforme al ámbito de acción comunitaria de la entidad concesionaria.



Son aplicables a los Servicios, en cuanto no se opongan a lo establecido en la presente ley, las disposiciones relativas a los servicios de radiodifusión de libre recepción contenidas en la ley Nº 18.168, Ley General de Telecomunicaciones.



Artículo 2°.- Para el funcionamiento de los Servicios, la Subsecretaría de Telecomunicaciones regulará y garantizará, del modo que lo determine un reglamento, el acceso equitativo a las concesiones, de todos los sectores sociales, y la optimización del uso del espectro radioeléctrico que se les hubiese asignado, según parámetros técnicos, evitando toda clase de interferencias o superposición con otros Servicios de Telecomunicaciones.



Artículo 3°.- Las concesiones de los Servicios se otorgarán dentro de un segmento especial del espectro radioeléctrico en la banda de frecuencia modulada, tanto para la operación analógica como la digital, que se extenderá entre las siguientes frecuencias, todas inclusive:


a) En la Región Metropolitana entre el 105.9 y el 107.9 MHz.



b) En la Provincia de Valparaíso y las comunas de Quilpué y Villa Alemana, entre el 106.1 y el 107.9 MHz.



c) En la Octava Región entre el 106.9 y el 107.9 MHz.



d) En la Provincia de Cautín, entre el 106.7 y el 107.9 MHz.



e) En el resto del territorio nacional, entre el 107.1 y el 107.9 MHz.



No se podrán otorgar concesiones para los Servicios fuera de los segmentos señalados, salvo que se haya agotado en ellos la disponibilidad de frecuencias y existan dentro de los mismos, otras emisoras de frecuencia modulada. En caso alguno, se podrán otorgar concesiones de radiodifusión sonora distintas a las creadas por esta ley, dentro del segmento especial, sin perjuicio de lo establecido en el artículo segundo transitorio.



Artículo 4°.- Los Servicios estarán conformados por una estación de radiodifusión cuya potencia radiada mínima será de 1 watt y máxima de veinticinco watts, con una altura de antena de hasta dieciocho metros. La potencia del transmisor y la que se irradia por antena, deberá garantizar y asegurar un adecuado nivel de servicio y alcance territorial de la señal radiofónica, considerando la zona de servicio concesionada.



Excepcionalmente, previa calificación de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, y tratándose de localidades fronterizas o apartadas, con población dispersa o con alto índice de ruralidad, la potencia radiada podrá ser de hasta cuarenta watts. Los antecedentes para esta excepción deberán ser aportados por la solicitante.



La misma medida señalada en el inciso anterior podrá disponerse cuando el proyecto busque potenciar las identidades culturales de una etnia, y de las lenguas originarias. En este último caso se requerirá, además un informe al Ministerio Secretaría General de Gobierno, el que a través de su División de Organizaciones Sociales, determinará si el proyecto cumple con tales objetivos.



Artículo 5°.- Deróganse los artículos 13 B y 36 Nº 4 letra f) de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.

TÍTULO II

DE LA CONCESIÓN



Artículo 6°.- Sin perjuicio de lo establecido en el inciso tercero del artículo 1º, la concesión, modificación y funcionamiento de los Servicios se regirá por las reglas que se indican en los artículos siguientes.



Artículo 7°.- Para participar en los concursos públicos, además de los requisitos aplicables conforme con la Ley General de Telecomunicaciones, las postulantes deberán presentar, en su solicitud, un certificado expedido por el Ministerio Secretaría General de Gobierno, en el que consten sus fines comunitarios y ciudadanos.



Artículo 8°.- La concesión de radiodifusión comunitaria ciudadana será asignada al postulante cuyo proyecto asegure una óptima transmisión, excelente servicio y el debido cumplimiento de los fines comunitarios, sociales o culturales, para el que se solicitó la concesión. En el caso de que dos o más concursantes estén en condiciones similares y no teniendo ninguno de ellos la calidad de anterior concesionario, el concurso se resolverá por sorteo público.



Artículo 9°.- Sólo podrán ser titulares de una concesión de Servicio de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana, las personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro, a excepción de las corporaciones y fundaciones municipales, que tengan entre sus fines esenciales la promoción del interés general, mediante la prosecución de objetivos específicos de carácter cívico, social, cultural o de promoción de los derechos o principios constitucionales, y que estén constituidas en Chile y tengan domicilio en el país.


Entre otras, podrán ser titulares las siguientes organizaciones:



a) Los sindicatos y otras organizaciones de trabajadores.



b) Las juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, constituidas en conformidad a la ley Nº 19.418.



c) Las asociaciones gremiales.



d) Las comunidades y asociaciones indígenas, constituidas en conformidad a la ley Nº 19.253.



e) Las comunidades agrícolas.



f) Las iglesias y organizaciones religiosas regidas por la ley Nº 19.638.



g) Las organizaciones comunales de consumidores.



h) Las organizaciones sin fines de lucro que se encuentren inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad, en conformidad a la ley Nº 19.284.



i) Las organizaciones de adultos mayores, sin fines de lucro, inscritas en el registro previsto en la ley Nº 19.828.



j) Las personas jurídicas, sin fines de lucro, que tengan el carácter de establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado.



k) Las organizaciones deportivas, regidas por la ley Nº 19.712 o por la ley Nº 19.418.



l) Las agrupaciones de mujeres, constituidas en conformidad a la ley, y las de individuos de un mismo género para la defensa y promoción de sus derechos sexuales y reproductivos en el marco de la Constitución y la ley.



Sin perjuicio de lo señalado en las letras precedentes, los órganos de la administración del Estado no podrán participar directa ni indirectamente en la explotación de los Servicios.



No se podrá ser titular ni explotar a cualquier título más de una concesión de Servicios Comunitarios y Ciudadanos de Radiodifusión de Libre Recepción en la misma comuna.



Artículo 10.- El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones otorgará la concesión mediante un decreto supremo, cumplidos los trámites del artículo 13 A de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, en lo que le sea aplicable.



El plazo para la ejecución de las obras e instalaciones de la concesión, no podrá ser superior a ciento ochenta días contado desde la publicación del decreto supremo que otorga la concesión.



Artículo 11.- El plazo de las concesiones será de quince años, y la concesionaria gozará de derecho preferente para su renovación.



Las concesiones que se extingan por cualquier causa legal, se incluirán en el siguiente llamado a concurso público que corresponda efectuar.



Artículo 12.- Las concesiones de los servicios de radiodifusión comunitaria no se podrán transferir, ceder o arrendar, ni otorgar su derecho de uso, a cualquier título, bajo ninguna circunstancia.

TÍTULO III

DEL FUNCIONAMIENTO DE LOS SERVICIOS DE RADIODIFUSIÓN COMUNITARIA CIUDADANA



Artículo 13.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 9º, las organizaciones concesionarias de Servicios podrán difundir menciones comerciales o de servicios que se encuentren en su zona de cobertura, para financiar las necesidades propias de la radiodifusión, pudiendo además celebrar convenios de difusión cultural, comunitaria, deportiva o de interés público en general. Las organizaciones concesionarias de estos Servicios que realicen menciones comerciales, deberán, sólo en cuanto al giro publicitario, haber efectuado la iniciación de actividades ante el Servicio de Impuestos Internos y sujetarse a lo dispuesto en el inciso final del artículo 21 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones. La concesionaria de estos Servicios deberá, asimismo, informar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones del ejercicio de esta actividad, para ser incluida en un registro especial que se creará al efecto.



Las rentas, utilidades, beneficios o excedentes generados por estos Servicios pertenecerán a la entidad concesionaria del servicio y no podrán ser distribuidas a sus afiliados, ni aún en caso de disolución.



Artículo 14.- Los titulares de las concesiones quedarán exceptuados del pago de derechos por utilización del espectro radioeléctrico de una concesión.



Artículo 15.- Los Servicios no podrán formar parte de cadenas entre ellos ni con radios comerciales, salvo en casos de alto interés público, emergencia o calamidad pública, determinados por la autoridad competente.

TÍTULO IV

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES



Artículo 16.- Serán motivo de caducidad de la concesión, además de las expresamente señaladas en el artículo 36, numeral 4°, de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, las siguientes:



a) El incumplimiento del artículo 13 de la presente ley.



b) El incumplimiento del artículo 15 de la presente ley.



c) El incumplimiento del artículo 9º de la presente ley.



Artículo 17.- El incumplimiento de lo establecido en el artículo 13 de la presente ley constituirá una infracción que será competencia del Juez de Policía Local de la comuna de donde tenga domicilio la concesionaria presuntamente infractora, siempre que fuera abogado, o el Juez de Policía Local abogado de la comuna más cercana.



El procedimiento respectivo podrá iniciarse por medio de denuncia o querella, según corresponda. En lo no previsto en el presente artículo, se estará a lo dispuesto en la ley Nº 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, y en subsidio, a las normas del Código de Procedimiento Civil.



Respecto de la lista de testigos, ella podrá presentarse en la misma audiencia de conciliación, contestación y prueba.



Se considerará especialmente como medio de prueba la grabación registrada, certificada ante notario público o ministro de fe, debiendo acreditarse la fecha, hora y lugar donde ella se captó y grabó; el registro público de la Subsecretaría vigente al momento de cometer la infracción, y los documentos mercantiles u otros, si los hubiere.



La emisión de menciones publicitarias por medio de concesiones no registradas para el efecto, será sancionada con multa de 5 a 100 UTM a beneficio municipal.


Como procedimiento de única instancia, todas las resoluciones que se dicten en él serán inapelables y comunicadas a las partes por carta certificada y por oficio a la Subsecretaría de Telecomunicaciones.



Se entenderá que existe reincidencia cuando el mismo concesionario sea condenado por dos o más veces mediante sentencia firme o ejecutoriada, de conformidad con este artículo. Producida dicha situación, el Tribunal oficiará a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, a fin de que se formulen los respectivos cargos, de conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 36 A de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, para la aplicación de la sanción contemplada en el artículo 16, de esta ley.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS



Artículo 1°.- Un reglamento del Ministerio Secretaría General de Gobierno, que deberá llevar también la firma del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, y que deberá dictarse en el plazo de 120 días contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial, regulará los demás aspectos necesarios para su ejecución.



Artículo 2°.- Los concesionarios de servicios de radiodifusión de mínima cobertura que al momento de la publicación de la presente ley mantengan vigente su concesión conforme a la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, podrán acogerse a la presente ley.



Para estos efectos, deberán acreditar ante la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dentro del plazo de 180 días contado desde la entrada en vigencia del reglamento señalado en el artículo anterior, el cumplimiento de los requisitos que la presente ley establece para el funcionamiento de los Servicios de Radiodifusión Comunitaria. Todas las solicitudes que se presenten dentro de dicho plazo serán resueltas en forma simultánea, por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, previa declaración de admisibilidad, en el plazo de 180 días.



Artículo 3°.- Las concesiones de mínima cobertura que no queden acogidas por esta ley, conforme con el artículo precedente, no podrán renovarse una vez expirado el término de su vigencia.



Artículo 4°.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 5° de esta ley, las normas de la ley Nº 18.168 que actualmente rigen las concesiones de servicios de radiodifusión de mínima cobertura, continuarán siendo aplicables, para los efectos del funcionamiento de cada una de ellas, hasta su extinción o su transformación conforme a lo dispuesto por el artículo segundo transitorio.



Artículo 5°.- Para los efectos de facilitar la ejecución del artículo 3° de la presente ley, dentro del plazo de dos años, la Subsecretaría tramitará de oficio, pero con acuerdo del titular, la modificación de elementos de la esencia de una concesión de radiodifusión sonora, que no sean plazos ni tipo de servicio. Esta modificación sólo afectará tales elementos en la medida que resulte estrictamente indispensable. El acuerdo con el titular podrá contemplar la asignación temporal y precaria del uso de una frecuencia original que sea objeto de esta modificación, con el propósito de establecer mecanismos de transición para eventuales migraciones.


El mismo procedimiento, aunque sin necesidad de acuerdo del concesionario y pudiendo afectarse cualquier elemento de la esencia, se seguirá para efectos de la aplicación del artículo segundo transitorio de la presente ley.



Artículo 6°.- En el caso de los concursos de renovación de concesiones de radiodifusión sonora correspondientes al tercer cuatrimestre de 2008 y primer cuatrimestre de 2009, que se declaren desiertos por ausencia de postulantes, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones incluirá, sin necesidad de solicitud previa, las localidades y comunas respectivas en el llamado a concurso correspondiente al tercer cuatrimestre de 2009, pudiendo en ese concurso presentarse los actuales concesionarios para renovar sus concesiones, beneficiándose por esta vez tanto del derecho preferente para la renovación, como de la prórroga de la vigencia de las concesiones a que se refiere el artículo 9° bis de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.”.
_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que otorga derecho a sala cuna al trabajador, con informe de la Comisión de Trabajo 

y Previsión Social


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que procede continuar con el análisis del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga derecho a sala cuna al trabajador (Boletín N° 6.199-13), con urgencia calificada de “simple”, y cuya votación se encuentra pendiente.



Añade que su objetivo es ampliar el derecho a sala cuna al trabajador o trabajadora que, por resolución judicial, tenga a su cargo el cuidado personal de un menor de dos años de edad.


La Comisión discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Pérez Varela, en los mismos términos en que lo hizo la otra rama del Congreso.


Destaca que en la última sesión ordinaria se cerró el debate y ahora sólo corresponde votar.

- - -


Sometida a votación la iniciativa, en general y en particular a la vez, es aprobada por 24 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, Gazmuri, Girardi, Gómez, Larraín, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Agréganse los siguientes incisos octavo y final, respectivamente, en el artículo 203 del Código del Trabajo:


“El trabajador o trabajadora a quienes, por sentencia judicial, se le haya confiado el cuidado personal del menor de dos años, tendrá los derechos establecidos en este artículo si éstos ya fueran exigibles a su empleador.



Lo anterior se aplicará, además, si la madre fallece, salvo que el padre haya sido privado del cuidado personal por sentencia judicial.”.”.

_______________

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 70 de la Constitución Política, despachado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que regula la tenencia y extravío de equipos y tarjetas de telefonía móvil con el objeto de prevenir su uso 

en hechos delictivos


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que procede continuar con el tratamiento del informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que regula la tenencia y extravío de equipos y tarjetas de telefonía móvil con el propósito de prevenir su uso en hechos delictivos, y que tiene el Boletín N° 4.523-15. La materia se encuentra para segunda discusión.


Añade que la proposición de la Comisión Mixta consiste en agregar al Código Procesal Penal un artículo, nuevo, que posibilita que el Ministerio Público requiera directamente a las concesionarias de servicio público telefónico la localización y datos de tránsito de las comunicaciones, los números de origen y de destino, y la duración de las llamadas, respecto de las personas a las cuales provean sus servicios.



Asimismo, se establece, en la Ley General de Telecomunicaciones, la obligación de las empresas concesionarias de mantener un registro actualizado de sus usuarios.



Resalta que los incisos primero y segundo del artículo 225 bis, que se agrega al Código Procesal Penal, revisten el carácter de normas orgánicas constitucionales.



Finalmente, subraya que, en sesión de 13 de octubre recién pasado, el Comité Partido Unión Demócrata Independiente solicitó segunda discusión de este asunto.
- - -



En segunda discusión la proposición de la Comisión Mixta, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Prokurica, señora Matthei, señores Sabag y Espina, señora Alvear y señores Gómez, Orpis, Pizarro, Cantero, Ávila, Coloma y Zaldívar.



Cerrado el debate y sometida a votación la proposición, es rechazada por 26 votos contrarios, uno a favor y 2 abstenciones.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.


Fundamentan su voto contrario, los Honorables Senadores señores Romero, Navarro y Cantero.



Vota por la aprobación, el Honorable Senador señor Pizarro.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Girardi y Núñez.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.
_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que otorga la nacionalidad por gracia a Michel Edouard Bourguignat Girard, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, 

Nacionalidad y Ciudadanía


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede la nacionalidad por gracia al señor Michel Marie Edouard Bourguignat Girard, y que tiene el Boletín N° 6.583-17.



Añade que el señor Bourguignat arribó a Chile en 1970, dando inicio a una labor en el ámbito de los estudiantes universitarios, trabajadores y pobladores. En 1973, participa en la creación de la Comisión de Solidaridad y Desarrollo, instancia destinada a generar empleo para trabajadores y dirigentes sindicales despedidos. En los años siguientes, contribuye al establecimiento de otras entidades cuyo propósito es apoyar a las organizaciones sindicales. En la actualidad, retirado de la vida activa, participa como invitado en instancias dedicadas al análisis de la realidad laboral así como a investigaciones de la misma.


Agrega que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía aprobó la iniciativa, tanto en general cuanto en particular, por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Kuschel y Sabag, y la abstención de la Honorable Senadora señora Matthei, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

- - -


En discusión el proyecto, en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Sabag, señora Matthei y señor Núñez.



Cerrado el debate y sometida a votación la iniciativa, en general y en particular a la vez, es aprobada por 12 votos a favor, uno en contra y 4 abstenciones.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Escalona, Flores, Gazmuri, Girardi, Gómez, Muñoz Aburto, Núñez, Ominami, Pizarro y Sabag.



Vota por la negativa, la Honorable Senadora señora Matthei.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Chadwick, Coloma, Novoa y Pérez Varela.

Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Otórgase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor Michel Marie Edouard Bourguignat Girard.”.

_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que otorga la nacionalidad por gracia a Joseph Alfred León Sirvin, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y 

Ciudadanía


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede por especial gracia la nacionalidad chilena al señor Joseph Alfred León Sirvin, y que tiene el Boletín N° 6.635-17.



Añade que el aludido sacerdote francés llegó a Chile en 1989 y se instaló en la ciudad de Antofagasta, donde ha realizado una labor pastoral importante con los más necesitados, muchos de ellos provenientes de oficinas salitreras, destacándose como asesor de la Pastoral Obrera, en el ámbito de las caletas pesqueras y de los distintos trabajadores de las minas de la zona.


La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía acogió este proyecto, en general y en particular, por 2 votos a favor de los Honorables Senadores señores Kuschel y Sabag, y la abstención de la Honorable Senadora señora Matthei, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

- - -


En discusión el proyecto, en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Gómez y Sabag.



Cerrado el debate y sometida a votación la iniciativa, en general y en particular a la vez, es aprobada por 14 votos a favor y una abstención.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Arancibia, Ávila, Escalona, Flores, Gazmuri, Girardi, Gómez, Larraín, Muñoz Aburto, Núñez, Ominami, Prokurica y Sabag.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Novoa.

Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Otórgase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor Joseph Alfred León Sirvin.”.

_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la Ley General de Bancos, permitiendo a los empleados de dichas instituciones acceder a créditos de las entidades en que trabajan, con informe de la Comisión de 

Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Bancos para permitir a los empleados de dichas instituciones acceder sin restricciones a créditos en sus lugares de trabajo, y que tiene el Boletín N° 6.627-05.



Añade que su propósito principal es eliminar la prohibición de la citada ley que afecta a los empleados bancarios para ser sujetos de crédito en las instituciones donde laboran.



La Comisión de Hacienda discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Sabag, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

- - -


En discusión el proyecto, en general y en particular a la vez, ofrecida la palabra por el señor Presidente, ningún Honorable Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y sometida a votación la iniciativa, en general y en particular a la vez, es aprobada por 16 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Arancibia, Bianchi, Escalona, Flores, Gazmuri, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Prokurica y Sabag.

Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Deróganse los incisos primero y segundo del N° 4 del artículo 84 de la Ley General de Bancos, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda.”.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Espina:



1) A los señores Ministro del Interior y Director General de la Policía de Investigaciones, solicitando la instalación de una Brigada de esa Policía en Galvarino y el aumento transitorio de la dotación de la Brigada de Lautaro.


2) Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiendo la realización urgente de trabajos de conservación del camino de ingreso a la Comunidad Chachallao Llanquín, comuna de Galvarino.



- Del Honorable Senador señor Girardi al señor Director Nacional de Aduanas, requiriendo información pormenorizada sobre exportaciones, en los últimos diez años, de productos peligrosos.


- Del Honorable Senador señor Horvath a la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y a la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud de la XI Región, pidiendo informes sobre el estado sanitario del vertedero de Puerto Aysén y acerca de los riesgos que implica para la salud humana y animal y el medio ambiente.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESIÓN 62ª, EXTRAORDINARIA, EN MIÉRCOLES 4 DE NOVIEMBRE DE 2009



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Novoa.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.



Concurren, asimismo, los Ministros de Defensa Nacional, Secretario General de la Presidencia y de Justicia, y los Subsecretarios de Guerra, de Aviación e Investigaciones, señores Francisco Vidal, José Antonio Viera-Gallo, Carlos Maldonado, Gonzalo García, Raúl Vergara y Ricardo Navarrete, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones cincuenta y nueve y sesenta, ambas ordinarias, de los días 27 y 28 de octubre del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.
_______________

CUENTA

Mensajes



Veintitrés de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, para sancionar el femicidio, aumentar las penas aplicables a este delito y modificar las normas sobre parricidio (Boletines números 4.937-18 y 5.308-18, refundidos).



Con el segundo y el tercero, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (Boletín N° 3.875-11).



2.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).



Con los ocho siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (Boletín Nº 3.588-08).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional  (Boletín N° 3.994-02).



3.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (Boletín N° 5.458-07).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 104 de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, para permitir que la persona que se enferme en sus vacaciones pueda hacer uso de su licencia médica (Boletín N° 5.709-06).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la comuna de Rahue, en la Región de Los Lagos (Boletín N° 6.084-06).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile (Boletín N° 6.191-19).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura (Boletín N° 6.365-21).



8.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Obras Públicas (Boletín N° 6.366-09).



Con los doce últimos, retira la urgencia que hiciera presente para el despacho de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.290, de Tránsito, creando el sistema de licencias de conducir con puntaje (Boletín Nº 3.376-15).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal (Boletín N° 3.778-18).



3.- Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de orden público (Boletín Nº 4.832-07).



4.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre comercio ilegal (Boletín N° 5.069-03).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.066, de violencia intrafamiliar, y otros cuerpos legales, para incluir el maltrato del adulto mayor en la legislación nacional (Boletines números 5.376-18; 5.142-18; 5.055-18; 4.691-18, y 4.167-18, refundidos).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sanciona el acoso sexual de menores, la pornografía infantil y la posesión de material pornográfico infantil (Boletín N° 5.837-07).



7.- Proyecto de ley que establece nueva Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos (Boletín N° 5.887-06).



8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales, con el objeto de modernizar el Ministerio de Relaciones Exteriores (Boletín N° 6.106-10).



9.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, que crea la Defensoría de las Personas (Boletín N° 6.232-07).



10.- Proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 19.665, en las materias que indica  (Boletín N° 6.244-07).



11.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Navarro, que modifica la ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, en materia de tenencia de animales domésticos (Boletín N° 6.265-14).



12.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (Boletín N° 6.499-11).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo de Servicios Aéreos entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y de la India, suscrito en Santiago el 21 de abril de 2008” (Boletín N° 6.650-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el segundo y tercero, comunica que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado, en el segundo trámite constitucional, a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que establece que copia del contrato de trabajo podrá estar en el lugar de desempeño de las funciones u otro lugar fijado con anterioridad e informado previamente a la Inspección del Trabajo (Boletín N° 6.155-13).



2.- Proyecto de ley que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño (Boletín N° 5.724-26).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus antecedentes.



Con el cuarto, comunica que ha rechazado la proposición de la Comisión Mixta, constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras con ocasión de la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (Boletín N° 5.012-03).



-- Queda para Tabla.

Informes



Nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, para sancionar el femicidio, aumentar las penas aplicables a este delito y modificar las normas sobre parricidio (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletines números 4.937-18 y 5.308-18, refundidos).



Informe de la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley que impide la constitución de derechos de aprovechamiento de aguas, en virtud del artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017, de 2005, en determinadas zonas o áreas (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 6.681-01).



-- Quedan para Tabla.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Honorable Senador señor Bianchi, mediante la cual inicia un proyecto de ley que incorpora, en el decreto ley N° 3.500, un mecanismo de protección para pensiones que son pagadas en unidades de fomento para los meses en que ésta experimenta una variación negativa.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -



Durante la sesión, se da cuenta de tres Mensajes de Su Excelencia la Presidenta de la República, con los cuales retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, para sancionar el femicidio, aumentar las penas aplicables a este delito y modificar las normas sobre parricidio (Boletines números 4.937-18 y 5.308-18, refundidos).



2.- Proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos (Boletín Nº 3.878-17).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre información, orientación y prestaciones en materia de regulación de la fertilidad (Boletín N° 6.582-11).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente expresa que, en el día de ayer, ingresó a tramitación legislativa el proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental (Boletín Nº 6.747-12), el cual fue enviado a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales y a la de Hacienda, en su caso.



Añade que, por tratarse de la creación de un tribunal, también procedería remitirlo a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


En consecuencia, propone a la Sala que la iniciativa sea conocida por las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, y por la de Hacienda, en su caso, lo que así se acuerda.
- - -



Por otra parte, el señor Presidente manifiesta que se ha solicitado aplazamiento de la votación respecto del proyecto de ley que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (Boletín N° 3.994-02), ubicado en el primer lugar de la Tabla del Orden del Día de hoy, por lo cual, en esta oportunidad, procede realizar el debate en particular, quedando pendiente para la próxima sesión las respectivas votaciones y la aprobación de las normas correspondientes.



Asimismo, señala que el señor Ministro de Defensa Nacional ha pedido que, después de la relación del proyecto en cuestión, la Sala se constituya en sesión secreta, lo que así se acuerda.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional, con segundo y nuevo segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional e 

informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente, junto con anunciar que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia, recaba el acuerdo de la Sala para autorizar el ingreso a ella -así como para que hagan uso de la palabra- de los Subsecretarios de Guerra, de Aviación e Investigaciones, señores Gonzalo García, Raúl Vergara y Ricardo Navarrete, respectivamente, lo que así se acuerda.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional, con urgencia calificada de “simple”, y que tiene el Boletín N° 3.994-02.



Subraya que este proyecto contaba con segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional e informe de la Comisión de Hacienda, y que la Sala, en sesión de 15 de septiembre último, tras un acuerdo de Comités, acordó devolverlo a la de Defensa Nacional para un nuevo segundo informe.



Añade que ambas Comisiones dejan constancia, para los efectos consignados en el Reglamento, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los artículos 2°, 4°, 6°, 9°, 12 a 14, 17, 19, 22, 24, 27 a 32 y 37 permanentes, y los artículos transitorios 1°, 4°, 5° y 7°, numeración definitiva, disposiciones que conservan el mismo texto acordado en general, por lo cual deben darse por aprobadas. Los artículos 4°, 6°, 27 y 28 tienen carácter orgánico constitucional. No obstante, conforme a lo expresado por el señor Presidente y al acuerdo adoptado al respecto por la Sala, esa aprobación operará en la próxima sesión en que se vuelva a tratar este asunto.



Luego, el señor Secretario General agrega que la Comisión de Defensa Nacional realizó diversas modificaciones al texto despachado en general y les dio su aprobación por unanimidad, con excepción de cuatro de ellas que serán puestas en votación oportunamente. Por su parte, la Comisión de Hacienda realizó una sola enmienda al texto que despachó la Comisión antes mencionada, la que se acogió en forma unánime.



Destaca que, según el artículo 133 del Reglamento del Senado, las modificaciones aprobadas unánimemente deben votarse sin debate, salvo que algún Honorable Senador solicite discusión y votación separada.


Subraya que las enmiendas unánimes recaídas en los artículos 7°, 10, 16, 23 y 38 permanentes y en el artículo 3° transitorio, numeración definitiva, son de rango orgánico constitucional, mientras que las relativas a los artículos 34 y 35 son de quórum calificado.



Al respecto, resalta que la Comisión de Defensa Nacional propone aprobar el texto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1º



Sustituir los incisos quinto y sexto, por los siguientes:



“En caso de crisis internacional que afecte la seguridad exterior del país, el Presidente de la República dispondrá la activación de los planes de la defensa nacional respectivos.



En caso de guerra exterior, el Presidente de la República asumirá la jefatura suprema de las Fuerzas Armadas, en los términos y en las formas establecidas por la Constitución y las leyes.”.

Inciso séptimo, nuevo



Incorporar como tal, el que sigue:



“En ambas circunstancias, el Presidente de la República ordenará el empleo de las fuerzas militares, entregando bajo el mando del Jefe del Estado Mayor Conjunto la conducción estratégica de los medios asignados.”.

Artículo 3º

Inciso primero



Reemplazar la frase “Defensa Nacional” por “defensa nacional”.

Inciso segundo

Letra a)



Reemplazar la frase “Defensa Nacional” por “defensa nacional”.

Letra f)



Sustituirla, por la siguiente:



“f) Informar al Congreso Nacional respecto de las políticas y planes de la defensa nacional. Le corresponderá, especialmente, informar sobre la planificación de desarrollo de la fuerza y los proyectos específicos en que se materialice.”.

Letra g), nueva



Incorporar como tal, la siguiente:



“g) Supervisar, sin perjuicio de las facultades del Ministerio de Hacienda, la inversión de los recursos asignados a los organismos, servicios e instituciones del sector defensa.”.

Artículo 5º

Inciso segundo

Letra a)



Reemplazar la frase “y las restantes políticas públicas sectoriales” por “y las restantes políticas públicas del sector defensa”.

Letra b)



Sustituir la expresión “Defensa Nacional” por “defensa nacional”.

Letra f)



Reemplazarla, por la que sigue:



“f) Determinar, en conformidad con la legislación vigente, las necesidades de personal, financieras y de bienes y servicios para el funcionamiento del ministerio bajo su responsabilidad.”.

Letra h)



Sustituir la expresión “Defensa Nacional” por “defensa nacional”.

Artículo 7º



Suprimir la frase “las funciones de enlace permanente entre el Ministerio y las Fuerzas Armadas, y con el objeto de”.

Artículo 8º



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 8º.- En caso de ausencia o inhabilidad, el Ministro de Defensa Nacional será subrogado por el Subsecretario de Defensa y, en caso de ausencia o inhabilidad de éste, por el Subsecretario para las Fuerzas Armadas.  En caso de ausencia o inhabilidad de ambos, por otro Ministro de Estado.”.

Artículo 10

Inciso primero



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 10.- La Junta de Comandantes en Jefe será el órgano consultor del Ministro de Defensa Nacional en materias comunes de las Fuerzas Armadas relativas al desarrollo y empleo de los medios militares.”.

Inciso segundo



Sustituir su encabezamiento por el siguiente:



“El Ministro de Defensa Nacional deberá requerir la opinión de la Junta de Comandantes en Jefe respecto de las siguientes materias:”.

Letra a)



Sustituir la expresión “Defensa Nacional” por “defensa nacional”.

Artículo 11



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 11.- La Junta de Comandantes en Jefe será convocada por el Ministro de Defensa Nacional, quien la presidirá y estará integrada por el Comandante en Jefe del Ejército, de la Armada, de la Fuerza Aérea y por el Jefe del Estado Mayor Conjunto. El subjefe del Estado Mayor Conjunto actuará como secretario de la misma.”.

Artículo 15

Letra a)



Sustituir la expresión “Defensa Nacional” por “defensa nacional”, y consultar en singular la palabra “periódicas”.

Letra c)



Reemplazar la expresión “Defensa Nacional” por “defensa nacional”, y sustituir la frase “así como verificar por la correspondencia de la planificación secundaria con aquélla” por “asegurando la correspondencia de la planificación secundaria con aquélla”.

Letra d), nueva



Intercalar, a continuación de la letra c), la siguiente letra d), nueva:



“d) Proponer al Ministro el texto de los informes al Congreso Nacional sobre las políticas y planes de la defensa nacional, en aquellas materias que sean competencia de la Subsecretaría.”.

Letras d), e), f), g), y h),



Pasan a ser e), f), g), h), e i), respectivamente, sin modificaciones.

Letra i)



Pasa a ser j), con las siguientes enmiendas:



Sustituir, a continuación de la palabra “paz”, la conjunción “y” y la coma (,) que la antecede, por un punto y coma (;).

Letra j)



Pasa a ser k), sin enmiendas.

Letra l), nueva



Intercalar la siguiente letra l), nueva:



“l) Proponer al Ministro el texto de los informes al Congreso Nacional sobre los proyectos de adquisición e inversión en sistemas de armas aprobados. Asimismo, anualmente se informará sobre las adquisiciones efectuadas y los proveedores respectivos.”.

Letra k)



Pasa a ser m), sin enmiendas.

Letra l)



Pasa a ser n), con la siguiente enmienda:



Reemplazar la expresión “Defensa Nacional” por “defensa nacional”.

letras m) y n)



Pasan a ser ñ) y o), respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 16



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 16.- La Subsecretaría de Defensa contará con las siguientes divisiones para el desempeño de las funciones a las que se refiere el artículo anterior:



a) División de planes y políticas.



b) División de evaluación de proyectos.



c) División de relaciones internacionales.



d) División de desarrollo tecnológico e industria.”.

Artículo 18, nuevo



Intercalar el siguiente artículo 18, nuevo:



“Artículo 18.- Las siguientes empresas estratégicas se relacionarán con el Supremo Gobierno por medio del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Defensa, sin perjuicio de las dependencias orgánicas establecidas por ley:



1) Fábricas y Maestranzas del Ejército;



2) Astilleros y Maestranzas de la Armada, y



3) Empresa Nacional de Aeronáutica.”.

Artículo 18



Pasa a ser 19, sin enmiendas.

Artículo 19



Pasa a ser artículo 20, reemplazado por el que sigue:



“Artículo 20.- La Subsecretaría para las Fuerzas Armadas es el órgano de colaboración del Ministro en aquellas materias que dicen relación con la formulación de políticas y con la gestión de los asuntos y procesos administrativos que el Ministerio de Defensa Nacional y las Fuerzas Armadas requieran para el desarrollo de la fuerza y el cumplimiento de sus funciones.”.

Artículo 20



Pasa a ser artículo 21, con las siguientes modificaciones:

Letra b)



- Reemplazar la expresión “Defensa Nacional” por “defensa nacional”.



- Eliminar la oración “, incluyendo lo relativo a la carrera profesional, el término de la misma, y los aspectos relativos a régimen previsional y de seguridad social de dicho personal, sin perjuicio de las facultades que las leyes otorgan a los Comandantes en Jefe o a otras instituciones del Estado en este ámbito”.

Letra e)



Suprimir la frase “a cabo al Ministerio”.

Letras k), l), y m), nuevas



Incorporar, a continuación de la letra j), las siguientes letras k), l), y m), nuevas:



“k) Proponer al Ministro el texto de los informes al Congreso Nacional sobre las políticas y planes de la defensa nacional, en aquellas materias que sean competencia de la Subsecretaría.



l) Proponer al Ministro el texto de los informes al Congreso Nacional sobre la ejecución del presupuesto asignado al Ministerio y sobre el financiamiento de los proyectos de adquisición e inversión para las Fuerzas Armadas.



m) Supervisar, en conformidad con las instrucciones del Ministro de Defensa Nacional y sin perjuicio de las facultades del Ministerio de Hacienda, la inversión de los recursos asignados a los organismos, servicios e instituciones del sector defensa.”.

Letras k), l), m), y n),


Pasan a ser n), ñ), o), y p), respectivamente, sin modificaciones.

Artículo 21



Pasa a ser artículo 22, sin enmiendas.

Artículo 22



Pasa a ser artículo 23, con el siguiente texto:



“Artículo 23.- La Subsecretaría para las Fuerzas Armadas contará con las siguientes divisiones para el desempeño de las funciones a las que se refiere el artículo 21:



a) División de asuntos institucionales.



b) División administrativa.



c) División jurídica.



d) División de presupuesto y finanzas.



e) División de auditoría.”.

Artículo 23



Suprimirlo.

Artículo 25

Inciso primero



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 25.- El Estado Mayor Conjunto es el organismo de trabajo y asesoría permanente del Ministro de Defensa Nacional en materias que tengan relación con la preparación y empleo conjunto de las Fuerzas Armadas.”.

Inciso segundo

Letra a)



Intercalar, a continuación de “conducción estratégica para”, la frase “enfrentar las situaciones que puedan demandar los estados de excepción constitucional y, en particular, los”.

Letra b)



Sustituirla, por la siguiente:



“b) Elaborar y mantener actualizada la planificación secundaria.”.

Letra c), nueva



Intercalar la siguiente letra c), nueva:



“c) Proponer al Ministro el texto de los informes al Congreso Nacional sobre las políticas y planes de la defensa nacional, en aquellas materias que sean de su competencia. Le corresponderá especialmente, y en coordinación con la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, proponer el texto de los informes al Congreso Nacional relativos a la planificación de desarrollo de la fuerza y sobre el estado de avance de su ejecución.”.

Letras c), d), e), f), g), h), e i).



Pasan a ser d), e), f), g), h), i), y j), respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 26



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 26.- El Estado Mayor Conjunto estará a cargo de un Oficial General del más alto rango en la jerarquía militar, especialista en Estado Mayor.



El Jefe del Estado Mayor Conjunto será designado por el Presidente de la República de entre el conjunto de los Oficiales Generales que tengan el grado de General de División, Vicealmirante o General de Aviación, el que simultáneamente con su designación será ascendido al grado de General de Ejército, Almirante o General del Aire. Durará en sus funciones hasta por un período de cuatro años y no podrá ser reelegido, no siéndole aplicable la norma del artículo 54, letra e), de la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas.



Al Jefe del Estado Mayor Conjunto le corresponderá el rango propio de su grado y cargo. Gozará del sueldo y demás remuneraciones y beneficios económicos correspondientes a General de Ejército o su equivalente en las otras instituciones.



El Presidente de la República, mediante decreto fundado expedido por intermedio del Ministerio de Defensa Nacional e informado previamente al Senado y a la Cámara de Diputados, podrá llamar a retiro al Jefe del Estado Mayor Conjunto antes de completar su período.



El Jefe del Estado Mayor Conjunto dependerá del Ministro de Defensa Nacional, de quien será asesor directo e inmediato en todo lo que diga relación con el desarrollo y empleo conjunto de la fuerza.  Asimismo, ejercerá el mando militar de las fuerzas terrestres, navales, aéreas y conjuntas asignadas a las operaciones, en conformidad a la planificación secundaria de la defensa nacional.



La Subjefatura del Estado Mayor Conjunto será desempeñada por un Oficial General de las Fuerzas Armadas, especialista en Estado Mayor, del grado de General de División o su equivalente en las otras instituciones, designado por el Presidente de la República en conformidad al artículo 8° de la ley N° 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas.



El Subjefe del Estado Mayor Conjunto subrogará al Jefe del Estado Mayor Conjunto en caso de ausencia o inhabilidad y deberá pertenecer a una institución de las Fuerzas Armadas distinta a éste.”.

Intercalar el siguiente Título V, nuevo:

“TÍTULO V

DE LA FISCALIZACIÓN DE LAS ACTIVIDADES DEL SECTOR DEFENSA



Artículo 33.- El Ministerio de Defensa Nacional será responsable de supervisar la inversión de los recursos asignados a los organismos, servicios e instituciones del sector defensa.



Las metodologías de evaluación de los estudios y proyectos de inversión institucionales o conjuntos, se fijarán mediante decreto supremo del Ministerio  de Defensa Nacional suscrito, además,  por el Ministro de Hacienda.



Las Empresas del Estado a que se refiere el artículo 18 serán evaluadas por el Ministerio de Defensa Nacional.



Artículo 34.- Los actos y resoluciones presupuestarios de la defensa nacional son públicos.



Los fundamentos de los actos y resoluciones presupuestarios de la defensa nacional, incluidos los que acompañan el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público, serán secretos o reservados en todo lo relativo a:



a) Planes de empleo de las Fuerzas Armadas;



b) Estándares en los que operan las Fuerzas Armadas;



c) Especificaciones técnicas y cantidades de equipamiento bélico y material de guerra, y



d) Estudios y proyectos de inversión institucionales o conjuntos referidos al desarrollo de capacidades estratégicas.



Asimismo, los gastos institucionales y conjuntos de las Fuerzas Armadas para los efectos de la ley Nº 19.974 serán secretos.



Los registros de proveedores de los organismos e instituciones del sector serán públicos. Dichos registros deberán hallarse permanentemente actualizados, indicando aquellos hechos esenciales que atañen a la naturaleza y estructura de las personas jurídicas ahí señaladas, e identificando a las personas naturales que ejerzan las funciones de su representación en Chile. No podrá admitirse a tramitación ninguna gestión con proveedores que no cumplan con dichas exigencias. Un reglamento especial, aprobado por decreto supremo emitido por intermedio del Ministerio de Defensa Nacional y firmado además por el Ministro de Hacienda, fijará las normas reglamentarias de detalle para la plena aplicación de este inciso, considerando un régimen de inhabilidades, implicancias y recusaciones para la plena aplicación de las mismas.



Artículo 35.- El Congreso Nacional y sus Cámaras, en el ámbito de sus atribuciones y en conformidad con la Ley Orgánica Constitucional y los Reglamentos respectivos, conocerán en sesiones que tendrán el carácter de secretas, los informes del Ministerio de Defensa Nacional sobre:



a) La planificación de desarrollo de la fuerza, incluyendo la planificación financiera asociada, y el estado de avance en su ejecución.



b) Los proyectos de adquisición e inversión en sistemas de armas aprobados, incluyendo su financiamiento, en todo aquello que revista el carácter de secreto o reservado.”.

Artículo 33



Pasa a ser artículo 36, con la siguiente enmienda:



Reemplazar, en el inciso final, la frase “se entenderán referidos” por “se entenderá referida”.

Artículo 34



Pasan a ser 37, sin enmiendas.

Artículo 38, nuevo.



Incorporar el siguiente artículo 38, nuevo:



“Artículo 38.- Sustitúyese, en el artículo 46 de la ley Nº 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, el inciso segundo por el siguiente:



“Su designación recaerá siempre en un Oficial de Estado Mayor perteneciente a los escalafones de Armas, Ejecutivo y del Aire, que no haya ejercido el cargo de Jefe del Estado Mayor Conjunto, de conformidad, además, con lo establecido en el artículo 104 de la Constitución Política de la República.”.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 3°

Inciso primero



- Reemplazar la oración “Consejo Superior de la Defensa Nacional” por “Consejo Superior de Defensa Nacional”.



- Agregar, a continuación del punto seguido, la siguiente oración final: “Sin perjuicio de lo anterior, el Reglamento Complementario de la ley N° 7.144, contenido en el decreto supremo Nº 124, del Ministerio de Defensa Nacional, de 25 de octubre de 2004, mantendrá su vigencia en todo lo que no sea contrario a la presente ley, en tanto no se dicte por el Presidente de la República el reglamento que lo reemplace.”.

Artículo 6°

Inciso primero



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 6º.- Facúltase al Presidente de la República para fijar las plantas y escalafones de personal de las Subsecretarías del Ministerio de Defensa Nacional y del Estado Mayor Conjunto dentro del plazo de un año, contado desde el 30 de marzo de 2010 o desde la fecha de publicación de la presente ley si ésta fuere posterior, mediante uno o más decretos con fuerza de ley suscritos por el Ministro de Defensa Nacional y el Ministro de Hacienda. Asimismo, el ejercicio de esta facultad delegada no podrá alterar las normas de personal vigentes para  las Subsecretarías de Carabineros y de Investigaciones al momento de su entrada en vigor.”.

Inciso tercero



Sustituir la frase “en servicio a la fecha que éste determine” por “en servicio a la fecha de publicación de la presente ley”.

Inciso séptimo



Reemplazar la oración “Consejo Superior de la Defensa Nacional” por “Consejo Superior de Defensa Nacional”.

Artículo 8°



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 8°.- El Ministerio de Defensa Nacional es el sucesor para todos los efectos legales, reglamentarios y contractuales del Consejo Superior de Defensa Nacional, y le corresponderá hacerse cargo de los derechos y obligaciones de los que aquél fuera titular y que existieren o se encontraren pendientes a la fecha de entrada en vigencia de esta norma. Toda mención que se haga en leyes, reglamentos y otros instrumentos jurídicos respecto a dicho Consejo, se entenderá referida, a partir de esa fecha, al Ministerio de Defensa Nacional.



Los archivos y la documentación del Consejo Superior de Defensa Nacional, en cualquiera de sus soportes, pasarán a custodia del Ministerio de Defensa Nacional.”.



A su vez, la Comisión de Hacienda propone aprobar el proyecto despachado por la Comisión de Defensa Nacional, con las siguientes modificaciones:

Artículo 5º

Inciso primero



Suprimir la frase “, en su calidad de colaborador directo e inmediato del Presidente de la República,”, y sustituir la voz “aquél” por “el Presidente de la República”.

- - -



A continuación, la Sala se constituye en sesión secreta, para efectos de la exposición del señor Ministro de Defensa Nacional y las consultas respectivas.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente señala que ha terminado la parte secreta de la sesión, correspondiendo ocuparse, en la parte pública, de la modificación consistente en sustituir el inciso quinto del artículo 1º del proyecto.



Puesta en discusión la enmienda, se concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Arancibia, Frei, Romero, Gazmuri, Gómez, Sabag y Escalona, al señor Ministro de Defensa Nacional y al señor Subsecretario de Guerra.



Luego, el señor Presidente declara cerrado el debate acerca de esta modificación, quedando pendiente su votación.

- - -


Seguidamente, la Sala acuerda, unánimemente, dejar para la próxima sesión la discusión de las demás enmiendas acordadas por mayoría.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- De la Honorable Senadora señora Alvear a los Ministros de Obras Públicas, de Bienes Nacionales y Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, para que precisen los efectos de la extensión de la Costanera Norte, en la comuna de Lo Barnechea.



- Del Honorable Senador señor Muñoz Barra al señor Contralor General de la República, para pedir una investigación sobre eventual intervención política del Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la IX Región.


- Del Honorable Senador señor Romero:



1) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y al señor Director Regional del SERVIU de la V Región, a fin de solicitar información sobre viviendas pendientes para el Comité Habitacional “Villa Las Golondrinas”, Putaendo.



2) Al General Jefe de la Quinta Zona de Carabineros y al Prefecto de Carabineros de Aconcagua, respecto de medidas para combatir la delincuencia en Curimón, comuna de San Felipe.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE UN BONO EXTRAORDINARIO PARA QUIENES EJERZAN COMO VOCALES DE MESAS RECEPTORAS DE SUFRAGIOS

(6760-05)

pog/jch

 S.104
Tengo a honra comunicar a V.E. que la Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al siguiente 




 PROYECTO DE LEY


 “Artículo 1º.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario de $ 7.000, a las personas que ejerzan, de modo efectivo, las funciones de vocales de mesas receptoras de sufragios por  cada una de las votaciones correspondientes a las elecciones presidencial y parlamentaria a realizarse, primeramente, el 13 de diciembre de 2009.


  El bono no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.


  Esta bonificación se pagará por la Tesorería General de la República mediante cheque  nominativo enviado al domicilio del beneficiario o bien depositándolo en la cuenta bancaria que él indique al efecto, dentro de los treinta días siguientes a la recepción de las nóminas a que se refiere el inciso siguiente.


  Para tal efecto, los delegados de las Juntas Electorales que correspondan, deberán remitir a la  Tesorería General de la República, en la forma y en los plazos establecidos en el artículo 77 de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y  Escrutinios, las nóminas con el nombre completo, número de cédula de identidad y  domicilio de  las personas que hubiesen ejercido, efectivamente, la función de vocales en  cada una de las votaciones correspondientes al acto electoral señalado en el inciso primero, además de la identificación de la cuenta  bancaria señalada por el beneficiario, en el caso que  éste manifieste su voluntad de que se le deposite el  bono en ella.


  A quienes perciban maliciosamente el bono extraordinario que otorga este artículo, se  les  aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles, sin  perjuicio del reintegro de las sumas percibidas indebidamente.


  Artículo 2°.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año 2009, se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto de la partida  Ministerio del Interior, pudiendo realizarse al efecto las reasignaciones y traspasos que resulten necesarios.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE OTORGA REAJUSTE DE REMUNERACIONES A TRABAJADORES DEL SECTOR PÚBLICO, CONCEDE AGUINALDO DE NAVIDAD DEL AÑO 2009 Y DE FIESTAS PATRIAS DEL AÑO 2010 PARA EL SECTOR PASIVO, Y OTORGA OTROS BENEFICIOS QUE INDICA

(6757-05)



Con motivo del Mensaje, Certificado y  y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1º.- Otórgase, a contar del 1 de diciembre de 2009 un reajuste de 4,5% a las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, imponibles para salud y pensiones, o no imponibles, de los trabajadores del sector público, incluidos los profesionales regidos por la ley Nº 15.076 y el personal del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297.


El reajuste establecido en el inciso anterior no regirá, sin embargo, para los trabajadores del mismo sector cuyas remuneraciones sean fijadas de acuerdo con las disposiciones sobre negociación colectiva establecidas en el Código del Trabajo y sus normas complementarias, ni para aquellos cuyas remuneraciones sean determinadas, convenidas o pagadas en moneda extranjera. No regirá, tampoco, para las asignaciones del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, ni respecto de los trabajadores del sector público cuyas remuneraciones sean fijadas por la entidad empleadora.


Las remuneraciones adicionales a que se refiere el inciso primero, establecidas en porcentajes de los sueldos, no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos, reajustados en conformidad con lo establecido en este artículo, a contar del 1 de diciembre de 2009.


Artículo 2°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Navidad, a los trabajadores que, a la fecha de publicación de esta ley, desempeñen cargos de planta o a contrata de las entidades actualmente regidas por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974; el decreto ley Nº 3.058, de 1979; los Títulos I, II y IV del decreto ley Nº 3.551, de 1981; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional; el decreto con fuerza de ley Nº 2 (I), de 1968, del Ministerio del Interior; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (Investigaciones), de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional; a los trabajadores de Astilleros y Maestranzas de la Armada, de Fábricas y Maestranzas del Ejército y de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile; a los trabajadores cuyas remuneraciones se rigen por las leyes Nº 18.460 y Nº 18.593; a los señalados en el artículo 35 de la ley Nº 18.962; a los trabajadores del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297, al personal remunerado de conformidad al párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.640 y a los trabajadores de empresas y entidades del Estado que no negocien colectivamente y cuyas remuneraciones se fijen de acuerdo con el artículo 9º del decreto ley Nº 1.953, de 1977, o en conformidad con sus leyes orgánicas o por decretos o resoluciones de determinadas autoridades.


El monto del aguinaldo será de $37.277.- para los trabajadores cuya remuneración líquida percibida en el mes de noviembre de 2009 sea igual o inferior a $497.760.- y de $19.779.-, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondiente a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.


Artículo 3º.- El aguinaldo que otorga el artículo anterior corresponderá, asimismo, en los términos que establece dicha disposición, a los trabajadores de las universidades que reciben aporte fiscal directo de acuerdo con el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, y a los trabajadores de sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, siempre que tengan alguna de dichas calidades a la fecha de publicación de esta ley.


Artículo 4°.- Los aguinaldos concedidos por los artículos 2º y 3º de esta ley, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, serán de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, serán de cargo de la propia entidad empleadora.

Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.


Artículo 5°.- Los trabajadores de los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de Educación Técnico Profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que establece dicha disposición.


El Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.


Artículo 6°.- Los trabajadores de las instituciones reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores, de acuerdo con el decreto ley Nº 2.465, de 1979, que reciban las subvenciones establecidas en el artículo 30 de la ley N° 20.032, de las Corporaciones de Asistencia Judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que determina dicha disposición.


El Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio a que se refiere el presente artículo.



Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.


Artículo 7°.- En los casos a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de la presente ley, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda.


Artículo 8°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2010 a los trabajadores que, al 31 de agosto del año 2010, desempeñen cargos de planta o a contrata en las entidades a que se refiere el artículo 2º, y para los trabajadores a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de esta ley.


El monto del aguinaldo será de $48.910.- para los trabajadores cuya remuneración líquida, que les corresponda percibir en el mes de agosto del año 2010, sea igual o inferior a $497.760.-, y de $34.069.-, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá como remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondientes a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.


El aguinaldo de Fiestas Patrias concedido por este artículo, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, será de cargo del Fisco, y respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º, y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, será de cargo de la propia entidad empleadora. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.


Respecto de los trabajadores de los establecimientos de enseñanza a que se refiere el artículo  5° de esta ley, el Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de pago y entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del aguinaldo que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.


Tratándose de los trabajadores de las instituciones a que se refiere el artículo 6° de esta ley, el Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga el presente artículo. Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.

En los casos a que se refieren los artículos 5° y 6°, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda, cuando procediere.


Artículo 9°.- Los aguinaldos establecidos en los artículos precedentes no corresponderán a los trabajadores cuyas remuneraciones sean pagadas en moneda extranjera.


Artículo 10.- Los aguinaldos a que se refiere esta ley no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia, no estarán afectos a descuento alguno.


Artículo 11.- Los trabajadores a que se refiere esta ley, que se encuentren en goce de subsidio por incapacidad laboral, tendrán derecho al aguinaldo respectivo de acuerdo al monto de la última remuneración mensual que hubieren percibido.

Los trabajadores que en virtud de esta ley puedan impetrar el correspondiente aguinaldo de dos o más entidades diferentes, sólo tendrán derecho al que determine la remuneración de mayor monto; y los que, a su vez, sean pensionados de algún régimen de previsión, sólo tendrán derecho a la parte del aguinaldo que otorga el artículo 2º que exceda a la cantidad que les corresponda percibir por concepto de aguinaldo, en su calidad de pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y su pensión, líquidas.

Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en los artículos anteriores, correspondiere el pago de aguinaldo de Navidad o de Fiestas Patrias, éstos serán imputables al monto establecido en esta ley y podrán acogerse al financiamiento que ésta señala.

La diferencia en favor del trabajador que de ello resulte, será de cargo de la respectiva entidad empleadora.


Artículo 12.- Quienes perciban maliciosamente los aguinaldos que otorga esta ley, deberán restituir quintuplicada la cantidad recibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Artículo 13.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores a que se refiere el artículo 1º de esta ley; a los de los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto en  el decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior; a los trabajadores a que se refiere el Título IV de la ley Nº 19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación; por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, y los de las corporaciones de asistencia judicial, un bono de escolaridad no imponible ni tributable, por cada hijo de entre cuatro y veinticuatro años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Este beneficio se otorgará aun cuando no perciban el beneficio de asignación familiar por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987, y siempre que se encuentren cursando estudios regulares en los niveles de enseñanza prebásica del 1º nivel de transición, 2º nivel de transición, educación básica o media, educación superior o educación especial, en establecimientos educacionales del Estado o reconocidos por éste. El monto del bono ascenderá a la suma de $48.194 el que será pagado en dos cuotas iguales de $24.097.- cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2010. Para su pago, podrá estarse a lo que dispone el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en el inciso anterior, correspondiere el pago del bono de escolaridad, éste será imputable al monto establecido en este artículo y podrán acogerse al financiamiento que esta ley señala.

En los casos de jornadas parciales, concurrirán al pago las entidades en que preste sus servicios el trabajador, en la proporción que corresponda.

Quienes perciban maliciosamente este bono, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Artículo 14.- Concédese a los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, durante el año 2010, una bonificación adicional al bono de escolaridad de $20.158.- por cada hijo que cause este derecho, cuando a la fecha de pago del bono, los funcionarios tengan una remuneración líquida igual o inferior a $497.760.-, la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad respectivo y se someterá en lo demás a las reglas que rigen dicho beneficio.


Los valores señalados en el inciso anterior se aplicarán, también, para conceder la bonificación adicional establecida en el artículo 12 de la ley Nº 19.553. Esta bonificación adicional es incompatible con la referida en el inciso precedente.


Artículo 15.- Concédese durante el año 2010, al personal asistente de la educación que se desempeñe en sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, y siempre que tengan alguna de las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, el bono de escolaridad que otorga el artículo 13 y la bonificación adicional del artículo 14 de esta ley, en los mismos términos señalados en ambas disposiciones.


Iguales beneficios tendrá el personal de la educación que tenga las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, que se desempeñe en los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y en los establecimientos de educación técnico-profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980.


Artículo 16.- Durante el año 2010 el aporte máximo a que se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 249, de 1974, tendrá un monto de $83.765.-.


El aporte extraordinario a que se refiere el artículo 13 de la ley Nº 19.553, se calculará sobre dicho monto.


Artículo 17.- Increméntase en $3.008.163.- miles, el aporte que establece el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, para el año 2009. Dicho aporte incluye los recursos para otorgar los beneficios a que se refieren los artículos 13 y 14, al personal académico y no académico de las universidades estatales.


La distribución de estos recursos entre las universidades estatales se efectuará, en primer término, en función de las necesidades acreditadas para el pago de los beneficios referidos en el inciso anterior, y el remanente, se hará en la misma proporción que corresponda al aporte inicial correspondiente al año 2009.


Artículo 18.- Sustitúyese, a partir del 1 de enero del año 2010, los montos de "$205.315.-", "$232.841.-" y "$250.451.-, a que se refiere el artículo 21º de la ley Nº 19.429, por "$214.554.-", "$243.319.-", $261.721.-",  respectivamente.


Artículo 19.- Sólo tendrán derecho a los beneficios a que se refieren los artículos 2º, 8° y 13, los trabajadores cuyas remuneraciones brutas de carácter permanente, en los meses que en cada caso corresponda, sean iguales o inferiores a $1.672.889.-, excluidas las bonificaciones, asignaciones o bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional.


Artículo 20.- Concédese por una sola vez en el año 2010, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral,  de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; a los pensionados del sistema establecido en el referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario de vejez, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; y a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias de vejez, un bono de invierno de $42.481.-


El bono a que se refiere el inciso anterior, se pagará en el mes de mayo del año 2010, a todos los pensionados antes señalados que al primer día de dicho mes tengan 65 o más años de edad. Será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.


No tendrán derecho a dicho bono quienes sean titulares de más de una pensión de cualquier tipo, incluido el seguro social de la ley Nº 16.744, o de pensiones de gracia, salvo cuando éstas no excedan, en su conjunto, del valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio.


Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario de vejez.


Artículo 21.- Concédese, por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2010, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2010, de $13.407.-. Este aguinaldo se incrementará en $6.903.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.


En los casos en que las asignaciones familiares las reciba una persona distinta del pensionado, o las habría recibido de no mediar la disposición citada en el inciso precedente, el o los incrementos del aguinaldo deberán pagarse a la persona que perciba o habría percibido las asignaciones.


Asimismo, los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia no podrán originar, a la vez, el derecho al aguinaldo a favor de las personas que perciban asignación familiar causada por ellos. Estas últimas sólo tendrán derecho al aguinaldo en calidad de pensionadas, como si no percibieren asignación familiar.

Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, que concede el inciso primero de este artículo, tendrán derecho quienes al 31 de agosto del año 2010 tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones básicas solidarias; de la ley Nº 19.123; del artículo 1° de la ley N° 19.992; del decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; del referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario; de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129, y del subsidio para  las  personas con  discapacidad  mental a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255.

Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización. En el caso que pueda impetrar el beneficio en su calidad de trabajador afecto al artículo 8° de la presente ley, sólo podrá percibir en dicha calidad la cantidad que exceda a la que le corresponda como pensionado, beneficiario del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 o de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y pensión, subsidio o indemnización, líquidos. En todo caso, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario.



Concédese, asimismo, por una sola vez, a los pensionados a que se refiere este artículo, que tengan algunas de las calidades que en él se señalan al 30 de noviembre del año 2010, y a los beneficiarios del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 y de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129 que tengan dicha calidad en la misma fecha, un aguinaldo de Navidad del año 2010 de $15.379.- Dicho aguinaldo se incrementará en $8.680.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.

Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización.

En lo que corresponda, se aplicarán a este aguinaldo las normas establecidas en los incisos segundo, tercero y séptimo, de este artículo.

Los aguinaldos a que se refiere este artículo no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia no estarán afectos a descuento alguno.

Quienes perciban maliciosamente estos aguinaldos o el bono que otorga el anterior, respectivamente, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Artículo 22.- Los aguinaldos que concede el artículo anterior, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias, del subsidio  para  las  personas con  discapacidad  mental a que se refiere el artículo 35 de la Ley N° 20.255 y a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, o un aporte previsional solidario, serán de cargo del Fisco y, respecto de los pensionados del Instituto de  Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes.


Artículo 23.- Concédese, por el período de un año, a contar del 1 de enero del año 2010, la bonificación extraordinaria trimestral concedida por la ley Nº 19.536, la que será pagada en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de ese año. El monto de esta bonificación será de $177.536.-, trimestrales.

Tendrán derecho a este beneficio los profesionales señalados en el artículo 1º de la ley Nº 19.536 y los demás profesionales de colaboración médica de los servicios de salud remunerados según el sistema del decreto ley Nº 249, de 1973, que se desempeñen en las mismas condiciones, modalidades y unidades establecidas en el mencionado precepto, o bien en laboratorios y bancos de sangre, radiología y medicina física y rehabilitación.

La cantidad máxima de profesionales que tendrán derecho a esta bonificación será de 4.966 personas.


En lo no previsto por este artículo, la concesión de la citada bonificación se regirá por lo dispuesto en la ley Nº 19.536, en lo que fuere procedente.


Artículo 24.- Modifícase la ley Nº 19.464, en la siguiente forma:

a) 
Reemplázase, en el inciso primero del artículo 7º,  la frase  "y enero del año 2009" por "y enero del año 2010,".

b) Sustitúyese, en el artículo 9º, el guarismo "2010" por "2011".


Artículo 25.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores de las instituciones mencionadas en los artículos 2°, 3°, 5° y 6° de la presente ley, un bono especial no imponible, y que no constituirá renta para ningún efecto legal, que se pagará en el curso del mes de diciembre de 2009, y cuyo monto será de $125.000.- para los trabajadores cuya remuneración bruta que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2009 sea igual o inferior a $497.760.-, y de $75.000.- para aquellos cuya remuneración bruta supere tal cantidad y no exceda de $1.672.889.-. Para estos efectos, se entenderá por remuneración bruta la referida en el artículo 19 de la presente ley.

 
Artículo 26.- Los trabajadores de las instituciones mencionadas en los artículos 2°, 3°, 5° y 6° tendrán derecho a percibir, por una sola vez, en el mes de enero de 2010 un bono no imponible y que no constituirá renta para ningún efecto legal, por un monto de $125.000.- para los trabajadores cuya remuneración bruta que les corresponda percibir en el mes de diciembre de 2009 sea igual o inferior a $497.760.-, y de $75.000.- para aquellos cuya remuneración bruta supere tal cantidad y no exceda de $1.672.889.-. Para estos efectos, se entenderá por remuneración bruta la referida en el artículo 19 de la presente ley. Sin perjuicio de lo anterior, tampoco se considerarán para efectos de la determinación de la remuneración bruta precitada las bonificaciones de zonas extremas a que se refieren los artículos 13 de la ley N° 20.212, artículos 29 y 30 de la ley N° 20.313 y artículo 12 de la ley N° 20.374.


Artículo 27.- El mayor gasto fiscal que represente en el año 2009 a los órganos y servicios la aplicación de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y, o transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público. Para el pago de los aguinaldos se podrá poner fondos a disposición con imputación directa a ese ítem.


El gasto que irrogue durante el año 2010 a los órganos y servicios públicos incluidos en la Ley de Presupuestos para dicho año, la aplicación de lo dispuesto en los artículos 1º,8°,13, 14, 16, 26 y 36 de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y, o con transferencias del ítem señalado en el inciso precedente del presupuesto para el año 2010 y en lo que faltare, mediante aumento del aporte fiscal con cargo a mayores ingresos, en cuyo caso se entenderá incrementada en el equivalente a la aplicación de dichos mayores ingresos la suma global de gastos respectiva que se apruebe en la Ley de Presupuestos para 2010. Todo lo anterior, podrá ser dispuesto por el Ministro de Hacienda, mediante uno o más decretos expedidos en la forma establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, dictados a contar de la fecha de publicación de esta ley.


Artículo 28.- Agrégase en el artículo 5° de la ley N° 20.134 a continuación del punto final (.) que pasa a ser seguido (.) lo siguiente: 

"Tal monto podrá ser excedido en la cantidad que se fije mediante decreto del Ministerio de Hacienda suscrito bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República" para el pago del bono para aquellas personas que, cumpliendo con los requisitos exigidos y que hayan postulado dentro de la fecha establecida en la ley y su reglamento, les sea reconocido el derecho a percibirlo por Resolución emitida antes del 1 de enero del 2010.
 
Mediante igual procedimiento al señalado en el inciso precedente, podrá incrementarse el referido monto para el pago del bono a todas aquellas personas que hubieren obtenido pensión no contributiva por acto administrativo emitido con anterioridad al 1 de diciembre de 2009, habiendo presentado la solicitud de reconocimiento de la calidad de exonerado político ante el Ministerio del Interior con anterioridad al mes de febrero de 2005 y otorgada con posterioridad a esta última fecha y que cumplan con los demás requisitos exigidos por esta ley para tener derecho a percibirlo.

El gasto que irrogue durante el año 2010 la aplicación de este artículo, se financiará con los recursos contemplados en el Subtítulo 23 del Presupuesto del Instituto de Previsión Social que se apruebe en la Ley de Presupuestos del año 2010. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no pudiere financiar con dichos recursos.".


Artículo 29.- En el diseño y aplicación de la Ficha de Protección Social, no se considerará el nivel educacional de las mujeres con edad igual o mayor a 60 años y de los hombres con edad igual o mayor a 65 años, para efectos de determinar su situación de vulnerabilidad.


Artículo 30.- Las Subsecretarías de Hacienda y de Previsión Social y la Dirección de Presupuestos, estarán facultadas, en el ejercicio de sus funciones, para acceder a la información contenida en el Sistema de Información de Datos Previsionales a que se refiere el artículo 56 de la ley Nº 20.255, y requerir los datos personales y la información asociada al ámbito previsional que posean otros organismos públicos, los que estarán obligados a proporcionarlos.    En tal caso, el tratamiento y uso de los datos personales que efectúen los organismos antes mencionados, quedarán dentro del ámbito de control y fiscalización de dichos servicios. 

Los organismos públicos antes señalados y su personal deberán guardar absoluta reserva y secreto de la información de que tomen conocimiento y abstenerse de usar dicha información en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.


Artículo 31.- Autorízase a las universidades estatales, por el plazo de dos años a contar de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, para contratar uno o más empréstitos, u otras obligaciones financieras, con el objeto de reestructurar sus pasivos financieros, existentes al 31 de diciembre de 2009. El monto de tales pasivos será establecido en un decreto del Ministerio de Educación que además llevará la firma del Ministro de Hacienda.

El servicio de la deuda derivada de los empréstitos que se autorizan contraer por este artículo, deberá hacerse con cargo al patrimonio de la universidad respectiva, y no podrá exceder del plazo de 20 años.

Esta autorización no comprometerá en forma directa o indirecta el crédito o la responsabilidad financiera del Fisco.

La selección de las entidades financieras con las cuales contraten los empréstitos u otras obligaciones a que se refiere el inciso primero, se efectuará mediante licitación pública, sin que esta quede sujeta a las normas de la ley Nº 19.886 y su reglamento. 


Artículo 32.- Agrégase en la ley N° 19.531 el siguiente artículo 5° quáter:

"Artículo 5  quáter.- Los decretos supremos que deban dictarse para la formalización y, o ratificación de los acuerdos adoptados por la Comisión Resolutiva Interinstitucional en lo relativo a la formulación del Programa Marco, a la definición de metas de eficiencia institucional y metas de desempeño colectivo, a la determinación del grado de  cumplimiento de tales metas y el porcentaje de asignación variable que corresponda los funcionarios con derecho a ella, así como las modificaciones los mismos, cuando proceda, serán expedidos por el o los Ministerios respectivos, bajo a la fórmula "Por orden del Presidente de la República.". 


Artículo 33.- La definición de los programas u objetivos de mejoramiento de la gestión, el grado de cumplimiento y, o definición del porcentaje de asignación que corresponda a los funcionarios con derecho a ellas, así como las modificaciones que procedan, respecto de las asignaciones de los artículos 4° de la ley Nº 19.490, 14 de la ley Nº 19.479 y las que se fijen en virtud de lo dispuesto en el artículo 25 del decreto ley Nº 531, de 1974, se formalizarán mediante decreto supremo expedido por el o los Ministerios respectivos, bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República. 


Artículo 34.- Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo único de la ley N° 19.580, el guarismo "350" por "550".


Artículo 35.- Modifícase la ley Nº 20.305 en la siguiente forma:

1. Modifícase el artículo 3°, en el siguiente sentido:

a) Reemplázase su inciso primero por los siguientes, reenumerándose los restantes correlativamente:

"El jefe superior de servicio o la jefatura máxima que corresponda, deberá recibir del trabajador que haya cumplido las edades indicadas en el número 4 del artículo 2°, la solicitud para acceder al bono dentro de los 12 meses siguientes al cumplimiento de las edades antes mencionadas, debiendo proceder a verificar los requisitos señalados en el inciso final del artículo 1°, y en los números 1, 2 y 4 del artículo 2°, además de determinar la remuneración promedio líquida. Asimismo, deberá requerir a la Superintendencia de Pensiones, la estimación acerca de la tasa de reemplazo líquida del trabajador de conformidad a lo dispuesto en el número 3 del artículo anterior.


La solicitud que se remita a la Superintendencia de Pensiones, deberá adjuntar, además del cálculo de la remuneración promedio líquida, la declaración del trabajador sobre sus eventuales beneficiarios de pensión de sobrevivencia, a menos que éste no la proporcione. Dicha declaración se efectuará de acuerdo a las instrucciones que imparta la Superintendencia de Pensiones.".

b) Sustitúyese el actual inciso cuarto, que pasó a ser quinto por el siguiente:

"El jefe superior de servicio o la jefatura máxima que corresponda, notificará por escrito al trabajador la tasa de reemplazo líquida informada por las entidades señaladas en el inciso anterior.".

c) Elimínanse sus actuales incisos quinto y sexto, pasando el actual inciso séptimo a ser sexto y así correlativamente.


d) Sustitúyese en su actual inciso séptimo que pasa a ser sexto, la expresión "en los incisos quinto o sexto" por "en el inciso primero".


2. Sustitúyese el inciso tercero del artículo 8°, por el siguiente:


"El bono se devengará a contar del día primero del mes siguiente a aquel en que el interesado haya presentado la solicitud para obtener el bono, siempre y cuando se acrediten todos los requisitos legales para impetrarlo; y se pagará a contar del día primero del mes siguiente a la dictación del acto administrativo de concesión del beneficio.".


3. Sustitúyese el inciso sexto del artículo 12, por el siguiente:


"El bono se devengará a contar del día primero del mes siguiente a aquel en que el interesado haya presentado la solicitud para obtener el bono, siempre y cuando se acrediten todos los requisitos legales para impetrarlo; y se pagará a contar del día primero del mes siguiente a la dictación del acto administrativo de concesión del beneficio.".


4. Sustitúyese el inciso quinto del artículo 13, por el siguiente:

 
"El bono se devengará a contar del día primero del mes siguiente a aquel en que el interesado haya presentado la solicitud para obtener el bono, siempre y cuando se acrediten todos los requisitos legales para impetrarlo; y se pagará a contar del día primero del mes siguiente a la dictación del acto administrativo de concesión del beneficio.".


5. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo quinto transitorio:


a) Intercálase en el párrafo segundo del literal e) del inciso segundo a continuación del punto seguido (.) y antes de la palabra "En", la siguiente frase, pasando la frase que se inicia con la expresión "En caso que…" a ser un párrafo tercero, nuevo:


"En caso que los trabajadores a que se refiere el presente artículo, hayan optado por la modalidad de pensión Renta Temporal con Renta Vitalicia Diferida, se considerará como pensión de vejez líquida, la renta vitalicia diferida que perciban a la fecha de la solicitud del beneficio, o bien la que tengan contratada a dicha fecha.".


b) Sustitúyese su inciso final, por el siguiente: 


"El bono se devengará a contar del día primero del mes siguiente a aquel en que el interesado haya presentado la solicitud para obtener el bono, siempre y cuando se acrediten todos los requisitos legales para impetrarlo; y se pagará a contar del día primero del mes siguiente a la dictación del acto administrativo de concesión del beneficio.".


6. Agrégase el siguiente artículo sexto transitorio:


"Artículo Sexto.- La Superintendencia de Pensiones deberá, en el plazo de 120 días contados desde el 1 de diciembre de 2009, recalcular la tasa de reemplazo líquida de acuerdo a la modalidad a que se refiere el párrafo segundo del literal e) del inciso segundo del artículo anterior, respecto de los trabajadores que habiendo presentado su solicitud dentro de los plazos señalados en el precitado artículo, ésta hubiere sido rechazada por exceder su tasa de reemplazo líquida a 55%. 


La nueva certificación de tasa de reemplazo líquida deberá ser remitida al jefe superior del servicio o jefatura máxima que corresponda, para que proceda a la concesión del bono en la medida que se hayan acreditado los demás requisitos legales para impetrarlo.".

Artículo 36.- Sustitúyese en  el inciso tercero del artículo 30 de la ley N° 20.313 el guarismo "$90.000.-"  por "$110.000.-".".
***


Hago presente a V.E. que el artículo 31 del proyecto, fue aprobado tanto en general como en  particular con el voto favorable de 76 Diputados, de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO DE LA LEY Nº 19.665, EXTENDIENDO EL FUNCIONAMIENTO DE TRIBUNALES QUE INDICA

(6750-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, para cuyo despacho Su Excelencia la señora Presidente de la República ha hecho presente urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”.


A las sesiones en que se consideró esta iniciativa concurrieron, especialmente invitados, por el Ministerio de Justicia, el Ministro, señor Carlos Maldonado; el Subsecretario de dicha Cartera de Estado señor Jorge Frei Toledo, y el Jefe del Departamento de Asesorías y Estudios, señor Rodrigo García.

- - -


Cabe hacer presente que el artículo único del proyecto tiene el carácter de ley orgánico constitucional, por incidir en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, en virtud de lo dispuesto en el artículo 77, inciso segundo, en relación al artículo 66 de la Constitución Política de la República, y requiere para su aprobación el voto conteste de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio.


Asimismo, cabe señalar que, por irrogar gastos al erario público, el proyecto deberá ser conocido por la Comisión de Hacienda.

- - -


Durante el primer trámite constitucional la Honorable Cámara recabó la opinión de la Excelentísima Corte Suprema, la que mediante oficio N° 257, de 9 de noviembre en curso, lo informó favorablemente, con observaciones.

- - -


Finalmente, se hace presente que en atención a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, vuestra Comisión  discutió la iniciativa en general y particular a la vez.

- - -

IDEA MATRIZ


El proyecto aprobado en el primer trámite constitucional propone extender el plazo de funcionamiento de dos juzgados del crimen de la jurisdicción de la Corte de Apelaciones de Santiago desde el 1° de enero de 2010 al 1° de enero de 2011.

- - -

1.- Antecedentes jurídicos


Están vinculadas al proyecto las siguientes disposiciones:


1.- Ley Nº  19.665, que reforma el Código Orgánico de Tribunales.


Su artículo 5° transitorio regula la forma en que se tendrá lugar la supresión de los juzgados del crimen. Su inciso quinto, por su parte, en lo que interesa al proyecto, determina que en el territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones de Santiago subsistirán dos juzgados del crimen a contar del 1° de enero de 2009, y uno desde el primero de enero de 2010, los que tendrán a su cargo el conocimiento de las causas relativas a hechos acaecidos con anterioridad a la fecha que señala el artículo 4° transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público (16 de junio de 2005), entendiéndose para todos los efectos constitucionales y legales que dichos juzgados son los continuadores legales de todos aquellos suprimidos en la respectiva jurisdicción. 

2.- Antecedentes de hecho


El Mensaje de Su Excelencia la señora Presidente de la República.





Expresa que el Gobierno ha mantenido una constante preocupación sobre los diversos aspectos de los nuevos sistemas procesales en vigor en nuestro país, y una constante preocupación con respecto a los sistemas denominados antiguos, ya que, por necesarias decisiones legislativas  y constitucionales, continúan siendo parte de nuestro ordenamiento jurídico. 




Expresa que el Ministerio de Justicia ha fijado dentro de sus prioridades el asegurar un funcionamiento eficiente de los antiguos sistemas, a fin de otorgar una respuesta coherente con los nuevos principios a toda la ciudadanía, con independencia de los tribunales competentes encargados. 





Señala que dentro de la justicia penal, se han realizado esfuerzos para asegurar un eficiente funcionamiento de la justicia del crimen, a pesar de encontrase aquélla ya en sus últimos años de existencia, como una forma de cumplir el deber de otorgar la garantía de un debido proceso a través de sus diversos procedimientos.





Indica que, en ese contexto, luego de actualizar las necesidades del sistema procesal penal en la Región Metropolitana, se ha decidido modificar el número de Juzgados del Crimen subsistentes previstos para el año 2010, prolongando el funcionamiento de un juzgado adicional. Así, agrega, de la idea inicial que comprendía el funcionamiento de dos tribunales para el periodo 2009 y de uno para el periodo que se inicie desde el año 2010, se ha decidido prolongar la existencia de aquellos dos juzgados también para el periodo del año 2010, dejando subsistente un tribunal para el periodo posterior al 2011.





Explica que los estudios realizados señalan que los dos tribunales en funciones en la Región Metropolitana, se encuentran conociendo aún de un importante número de causas, por lo que el traspaso a un solo tribunal importaría un mayor retraso en el conocimiento de las causas y devendría en una ineficiente labor judicial.




Indica que el proyecto busca por un lado, garantizar que el conocimiento de las causas actualmente a cargo de los dos juzgados del crimen aun subsistentes en el territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones de Santiago, se lleve a cabo de acuerdo a los estándares que impone un debido proceso, de manera eficiente, y permitiendo asumir una equilibrada carga de trabajo por parte de dichos tribunales y, por otro lado, extender al año 2011 la fecha en que subsistirán los dos juzgados del crimen mencionados, fecha en que se uniformará el sistema procesal penal en la región Metropolitana, subsistiendo sólo un tribunal para efectos de conocer de eventuales causas bajo el antiguo sistema. 




Con tal objetivo, concluye el Mensaje, el proyecto modifica el inciso 5° del artículo 5° transitorio de la ley Nº 19.665, que reformó el Código Orgánico de Tribunales, estableciendo que en el territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones de Santiago, subsistirá un juzgado del crimen desde el 1° de enero de “2011”, y no de “2010”, como señala la norma vigente.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y PARTICULAR A LA VEZ

El señor Ministro reafirmó los planteamientos del Mensaje, explicando que el proyecto busca superar una situación que podría afectar la adecuada tramitación de las causas vigentes, que se siguen conociendo de acuerdo a las normas del Código de Procedimiento Penal.


La Honorable Senadora señora Alvear, consultó si el proyecto satisface las necesidades futuras en la materia o si, por el contrario, atiende a superar un problema específico.


Sobre el particular, el señor Ministro informó que una solución integral la permitirá la futura aprobación del proyecto que flexibiliza las normas sobre traslado o destinación temporal de jueces.


Sometido a votación en general y en particular a la vez, el proyecto es aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina  y Gómez.

-- -

En consecuencia, vuestra Comisión tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Honorable Cámara de Diputados, cuyo tenor es el que sigue:

“PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Sustitúyese en el inciso quinto del artículo 5° transitorio de la ley N° 19.665, el guarismo "2010" por el siguiente: "2011".


Artículo transitorio.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2010, se financiará con los recursos contemplados en la Partida 03, Poder Judicial, del Presupuesto del Sector Público vigente.".”.
- - -


Acordado en sesión realizada el días 11 de noviembre de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero (Presidente) y José Antonio Gómez Urrutia.


Sala de la Comisión, a 11 de noviembre de 2009.

(Fdo.): Juan Pablo Durán González, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO DE LA LEY Nº 19.665, EXTENDIENDO EL FUNCIONAMIENTO DE TRIBUNALES QUE INDICA

(6750-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S. E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.
A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley concurrieron, en calidad de invitados, del Ministerio de Justicia, el Ministro, señor Carlos Maldonado; el Subsecretario de Justicia, señor Jorge Frei; y el Jefe del Departamento de Estudios, señor Rodrigo García.
- - -
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca del artículo único permanente y del artículo transitorio, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, como reglamentariamente corresponde.
- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO DE LEY
Prolongar la existencia de los dos juzgados del crimen subsistentes de la jurisdicción de la Corte de Apelaciones de Santiago también para el periodo del año 2010, dejando un tribunal para el periodo posterior al 2011, todo ello de acuerdo a las necesidades del sistema procesal penal en la Región Metropolitana.
- - -

DISCUSIÓN 

Las disposiciones de la iniciativa se reseñan de manera sumaria a continuación:
Artículo único
Sustituye en el inciso quinto del artículo 5° transitorio de la ley N° 19.665, que reforma el Código Orgánico de Tribunales, el guarismo "2010" por "2011".

El Ministro, señor Maldonado, señaló que por el número de causas pendientes del antiguo sistema procesal penal se hace necesario prorrogar un año más la subsistencia de los dos juzgados del crimen en funcionamiento actualmente. Agregó que esta iniciativa legal se complementa con el proyecto de ley en trámite que permite al Poder Judicial reasignar magistrados hacia los tribunales con mayor sobrecarga de trabajo.

Los Honorables Senadores señores Escalona y García consultaron cuántas son las causas actualmente pendientes ante los juzgados en funcionamiento mencionados.

El Subsecretario de Justicia, señor Frei, indicó que el número de causas pendientes en los dos juzgados del crimen existentes, son aproximadamente 6.000.

Puesto en votación el artículo fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Matthei y Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag.
Artículo transitorio


Establece que el mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2010, se financiará con los recursos contemplados en la Partida 03, Poder Judicial, del Presupuesto del Sector Público vigente en dicho año.
Puesto en votación el artículo fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Matthei y Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag.
- - -

INFORME FINANCIERO



El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 13 de octubre de 2009,  señala, de modo textual, lo siguiente:
“1. El proyecto de ley tiene por objetivo garantizar que las causas que llevan adelante actualmente los dos juzgados del crimen del territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones de Santiago aún existentes, sigan desarrollándose de manera eficiente y de acuerdo a los estándares que impone el debido proceso, permitiendo que dichos tribunales asuman la carga de trabajo de manera adecuada.

2. Conforme a lo anterior, el proyecto de ley prolonga la existencia de los dos Juzgados del Crimen para el período del año 2010, dejando subsistente un tribunal para el período posterior al 2011.
                 
3. El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2010 se financiará con los recursos contemplados en la Partida 03 Poder Judicial del presupuesto del Sector Público vigente.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, cuyo texto es el siguiente:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Sustitúyese en el inciso quinto del artículo 5° transitorio de la ley N° 19.665, el guarismo "2010" por el siguiente: "2011".


Artículo transitorio.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2010, se financiará con los recursos contemplados en la Partida 03, Poder Judicial, del Presupuesto del Sector Público vigente.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 11 de noviembre de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet (Presidenta) y señores Camilo Escalona Medina, José García Ruminot (Presidente Accidental) y Hosaín Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 11 de noviembre de 2009.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES KUSCHEL Y SABAG, QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD POR GRACIA AL SACERDOTE SEÑOR FREDERICK JOSEPH HEGARTY KEANE

(6713-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, que concede, por gracia, la nacionalidad chilena al sacerdote señor Frederick Joseph Hegarty Keane.




La presente iniciativa tuvo su origen en moción de los Honorables Senadores señores Kuschel y Sabag.





Se dio cuenta del proyecto en análisis en la Sala del Honorable Senado, con fecha 29 de septiembre de 2009, disponiéndose su estudio por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

- - -


Vuestra Comisión, teniendo presente que la iniciativa consta de un artículo único, y lo prescrito por el artículo 127 del Reglamento del Senado, acordó efectuar y proponer su discusión en general y particular a la vez.

- - -  

ANTECEDENTES GENERALES


1.- De Derecho.


La nacionalidad por especial gracia se encuentra consagrada constitucionalmente en el Capítulo II de la Carta Fundamental, denominado “Nacionalidad y Ciudadanía”, cuyo artículo 10, Nº 4°, dispone que son chilenos: “4º. Los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley.”. 


2.- Las pautas adoptadas por la Comisión para el otorgamiento de la nacionalidad, por especial gracia, que se mencionan a continuación:


a.- La nacionalidad por gracia constituye el más alto honor que se puede conferir a un extranjero en nuestro país, en consecuencia, sólo se deberá conceder a personas notables y destacadas, que exorbiten el término regular en el estado de actividad que les es propio.


b.- Para otorgar esta distinción especialísima deberá considerarse la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional.


c.- Asimismo, será necesario que la actividad ejercida por el extranjero que se desea honrar se traduzca en un beneficio efectivo y relevante para el país, en el ámbito específico de que se trate y constituya un servicio destacado a la República.


d.- Las actividades del beneficiario deberán haber alcanzado relevancia nacional independientemente de que hayan tenido lugar en una zona determinada del territorio nacional o se hayan circunscrito a un sector específico de actividad. Resulta útil al efecto recoger el concepto procesal de hecho público y notorio, que es aquél que por evidente, patente, sabido y palmario, no es necesario acreditar.


e.- A los proyectos deberán acompañarse antecedentes escritos y documentos fundantes de la concesión de nacionalidad, pudiendo, por ejemplo, oficiarse al Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior con el propósito de obtener las referencias que se estimen conducentes relativas a la individualización de la persona y su permanencia en nuestro país. Asimismo, puede estimarse como un antecedente valioso para apreciar el grado de reconocimiento comunitario, el haber obtenido otros galardones que premien la labor efectuada en el ámbito respectivo.


f.- Finalmente, debe quedar asentado que el constituyente dispone que este honor se confiera por ley y, en consecuencia, las calidades que justifiquen la dictación de la misma deberán ser expuestas y acreditadas por parte de quien inicie el proyecto de ley respectivo. De esta forma se pretende evitar se distorsionen los fines del constituyente y que la obtención de la nacionalidad chilena, por especial gracia, pueda dar lugar a prácticas de “lobby” del todo ajenas a tal alta institución.


3.- La Moción que da origen al proyecto en informe.





Sus autores manifiestan que la nacionalización por gracia constituye una institución de tradición republicana extraordinariamente fructífera para el bien común chileno, pues este honor permite distinguir a extranjeros ilustres que han efectuado un aporte significativo al progreso del país en las tareas científicas, productivas, comerciales, artísticas, deportivas y culturales; como asimismo en el magisterio de costumbres y estilos de vida que signifiquen un modelo de virtudes a seguir por las generaciones venideras. Destacan que al tiempo que esta institución otorga el supremo reconocimiento de incorporar a la familia chilena al extranjero connotado, le permite mantener la nacionalidad de la patria quien lo vio nacer.





Consignan sus autores que un grupo de parlamentarios de las más diversas tendencias, consideran que el sacerdote señor Frederick Joseph Hegarty Keane, en función de su comprometido trabajo con los campesinos de Chile, por su promoción laboral, educacional, social y espiritual durante 55 años, se ha hecho especialmente acreedor al honor de la nacionalidad por gracia a que se ha hecho referencia, lo que los ha motivado a presentar el proyecto de ley en estudio.




Se abocan luego a relatar parte de la vida y obra del sacerdote Frederick Hegarty, a quien describen como un sacerdote sencillo, que ha compartido por más de medio siglo la vida y cultura del campesinado chileno, haciéndose respetar y querer por todos los que lo han conocido y han trabajado con él por su simpatía, gentileza de trato, sencillez de vida y sobretodo por su total compromiso con el mundo rural.





El padre Hegarty nació en Nueva York, Estados Unidos, el 27 de enero de 1927, hijo de campesinos irlandeses que emigraron a Estados Unidos en búsqueda de una mejor vida. En dicho país su padre trabajó como obrero de la construcción para mantener a su esposa y sus cuatro hijos, siendo un activo dirigente sindical, viviendo años de gran unidad familiar y dificultades económicas. Una vez terminados sus estudios de secundaria y luego de dos años de universidad, ingresó al Seminario en 1946, siendo ordenado sacerdote en 1953. Paralelamente, obtuvo un Bachillerato en Filosofía y en Teología, luego un Magíster en Educación Religiosa y un Doctorado en Ministerio Pastoral.





Los Honorables Senadores señores Kuschel y Sabag relatan luego el arribo del sacerdote Hegarty a nuestro país,  señalando que en 1953 es enviado a Chile, llegando a la Escuela Agrícola "Gonzalo Correa" de Molina, dirigida por sacerdotes de su congregación, insertándose con profunda vocación en el mundo rural. En 1956 se integró al Instituto de Educación Rural, donde trabajó entusiastamente en las comunidades rurales, tanto campesinas como mapuches. En 1963 fue nombrado asesor nacional de la Acción Católica Rural.





Entre sus obras, destacan que, junto al sacerdote Rafael Larraín, dio vida al Instituto Nacional de Pastoral Rural, organización desde la cual trabajó para la organización de los campesinos, la formación de líderes, participó activamente en la reforma agraria impulsada por el Cardenal Raúl Silva Henríquez y luego por el Presidente Eduardo Frei Montalva. También desde este lugar aportó a la formación de la primera CUT, fomentó la participación activa del campesinado en la organización social, y se preocupó de la formación cristiana de los campesinos, en la que aplicó las orientaciones del Concilio Vaticano. El instituto logró aglutinar a las organizaciones de campesinos y en conjunto mostrar la fuerza del campesinado chileno.  Se desempeñó como director del Instituto entre 1973 y 1983.





El sacerdote señor Frederick Joseph Hegarty Keane, tras una breve partida a su país, regresa a Chile en 1986 para trabajar en programas formativos para la Diócesis de Concepción y Chillán.





Los autores de la moción, como otra de sus obras, que refleja su enorme amor por los campesinos, destacan la creación, en 1995, de la Fundación de Servicios Solidaridad Misionera Rural (Solmiru), cuya misión institucional es: "inspirar, promover, trabajar y apoyar en la evangelización y en la construcción de la globalización de la solidaridad en el mundo rural chileno, preferentemente a partir de las experiencias de los más pobres y necesitados del campo, reconociendo y fortaleciendo sus especificidades y culturas”. Los autores de la moción hacen presente que esta fundación ha dado mucho énfasis a la formación de líderes jóvenes de los sectores pobres de la ruralidad, además de asesoría a 35 planes pilotos de equipos pastorales rurales.




Finalizan su exposición señalando que, en la actualidad, el sacerdote Federico Hegarty ocupa la presidencia de la Fundación. Ha sido miembro también de la Comisión Nacional del Jubileo para el mundo agrícola; y socio y asesor nacional del Instituto de Educación Rural el que lleva 54 años sirviendo a las familias del sector rural, ofreciendo programas de educación, desarrollo rural, capacitación, asesoría técnica y acciones de promoción social. Hoy en día este instituto tiene 23 escuelas técnicas con más de 6.000 alumnos, programas de capacitación a través del país y mucha ingerencia en la vida rural.




El Padre Hegarty posee actualmente visa de residente permanente en Chile.

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR A LA VEZ



En discusión, el Honorable Senador señor Kuschel destacó la gran labor del padre Hegarty. Agregó que, sin lugar a dudas, es merecedor de un honor como la nacionalización por gracia, considerando no sólo el enorme servicio a nuestro país, particularmente al campesinado, sino que el haber desarrollado esa importante labor en un país tan lejano, separado de su familia y amistades, renunciando a todo ello en forma desinteresada, en favor de muchos chilenas y chilenos. 


El Honorable Senador Sabag coincidió con lo expuesto. Agregó que el padre Hegarty tiene más de 80 años, por lo que este reconocimiento vendría a coronar su vida de servicio a nuestro país.


Sometido a votación en general y en particular a la vez, el proyecto es aprobado por la mayoría de los miembros de la Comisión, con el voto a favor de los Honorables Senadores señores Kuschel y Sabag, y la abstención de la Honorable Senadora señora Matthei.


En consecuencia, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, tiene el honor de proponeros, por la mayoría de sus miembros presentes, que aprobéis, de conformidad a lo preceptuado en el artículo 127 del Reglamento de esta Corporación, en general y en particular a la vez, el siguiente proyecto de ley:


PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Otórgase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote don Frederick Joseph Hegarty Keane.”.
- - -


Acordado en la sesión celebrada el día 7 de octubre de 2009, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Hosaín Sabag Castillo (Presidente), Evelyn Matthei Fornet y Carlos Ignacio Kuschel Silva.


Sala de la Comisión, a 13 de octubre de 2009.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES RUIZ-ESQUIDE, ARANCIBIA Y OMINAMI, QUE POSTERGA LA FECHA PARA LA CALIFICACIÓN DE ESTABLECIMIENTOS DE SALUD NO CALIFICADOS COMO DE AUTOGESTIÓN EN RED

(6727-11)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Salud tiene el honor de informar acerca del proyecto de la suma, iniciado por Moción de los Honorables Senadores señores, Jorge Arancibia Reyes, Carlos Ominami Pascual y Mariano Ruiz-Esquide Jara.

- - - - - - - -
CONSTANCIAS

Se hace presente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Comisión estudió el proyecto en general y en particular, de conformidad con lo establecido en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación y acordó proponer a la Sala que le de igual tratamiento.
A la sesión en que se estudió este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión, el señor Subsecretario de Redes Asistenciales del Ministerio de Salud, doctor Julio Montt Vidal, su Jefa de Gabinete, señora Olga Toro Devia y el Asesor de Gabinete, doctor Cleofe Molina Álvarez. El Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio, señor Sebastián Pavlovic Jeldres y el Asesor del Ministro, doctor Rafael Méndez. Mella. De la Subsecretaría de Previsión Social, la abogada señora Mónica Segura Aguirre. De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista señor Eduardo Goldstein Branfeld.
- - - - - - - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO

Esta iniciativa legal tiene como finalidad prorrogar, hasta el 31 de diciembre de 2012, el plazo establecido en el inciso final del artículo decimoquinto transitorio de la ley 19.937, modificado por la ley 
N° 20.319, para que los establecimientos hospitalarios señalados en el inciso primero de aquella norma, que no hayan sido calificados como establecimiento de autogestión en red al 31 de enero del año 2010, pasen a tener dicha calidad, por el solo ministerio de la ley.

El proyecto de ley está conformado por un artículo único.

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO 

El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

1. Decreto con Fuerza de Ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005 y publicado en 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979 y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469. 

2. Ley N° 19.937, que especifica 56 establecimientos que tendrán la calidad de Autogestión en Red, una vez cumplidos los requisitos que establezca el reglamento, y fija como fecha límite para que todos ellos pasen a tener tal calidad, el 01 de enero de 2009. 

3. Ley N° 20.319, que prorroga el plazo recién indicado hasta el 31 de enero de 2010.
4. Decreto N° 38, del Ministerio de Salud, de 2005, que establece el Reglamento Orgánico de los Establecimientos de Salud de Menor Complejidad y de los Establecimientos de Autogestión en Red, y fija los requisitos mínimos que se deben cumplir para obtener la calidad de Establecimiento de Autogestión en Red. 
- - - - - - -

DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL Y PARTICULAR.

El señor Subsecretario de Redes Asistenciales, doctor Julio Montt Vidal, expresó que no debe postergarse la adquisición de la calidad de autogestionado de los establecimientos que regula la ley 19.937, por varias razones. 

En primer lugar, porque la ley entrega a los hospitales autogestionados un sinnúmero de facultades y atribuciones que hoy están en manos de los Servicios de Salud, por lo que el cambio de categoría produce una fuerte desconcentración. El traspaso de facultades se viene produciendo incluso de forma anticipada, aprovechando la facultad delegar funciones y atribuciones que la ley otorga a los Servicios de Salud. Se puede afirmar que hoy en día el 60% de las facultades necesarias ya se encuentran en manos de los directivos de los hospitales 

En segundo lugar, la adquisición de la calidad se produce por el sólo ministerio de la ley, no es necesario acreditar el cumplimiento de los requisitos exigidos. 

El traspaso de facultades es sólo la primera parte del proceso; la segunda está constituida por la evaluación de los nuevos hospitales autogestionados, que no se producirá durante el año 2010, sino en marzo de 2011, lo que implica un año entero para adecuarse a la nueva situación. 

Cuando se tramitó la ley N° 20.139 no estaban dadas las condiciones actuales, por lo que se postergó por un año el plazo establecido en la ley para el cambio de categoría. 

Desde entonces se ha realizado un proceso de acompañamiento activo a los hospitales que deberán cambiar de categoría, asesoría que se focaliza en la instalación de habilidades adaptativas para la gestión del cambio; gestión en equipo; discernimiento de los procesos claves de la gestión en red; levantamiento de procesos clínicos críticos, y desarrollo de arquitectura empresarial. Para todo esto se ha contado con asesorías de entidades tales como la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO), la Escuela de Salud Pública de la Universidad de Chile y la Escuela de Ingeniería Industrial de la misma Universidad. A esto se suman los proyectos de capacitación que desarrolló el Ministerio, dirigidos a la formación de equipos directivos de la red asistencial (FEDRA), a la gestión de políticas de salud y recursos humanos y a la gestión presupuestaria y de costos. Se realizó además una inversión importante, en virtud de la cual el 100% de los hospitales indicados en la ley participa en el Sistema Integrado de Gestión Financiera del Estado y luego se agregará un sistema de medición y gestión de costos. La finalidad de este acompañamiento es facilitar la incorporación del hospital a la categoría de autogestionado en red, para que logre cumplir con todas las exigencias necesarias al ser evaluado en 2011. 

Además, el Ministerio de Salud ha acordado con la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda implementar un plan piloto con un nuevo instrumento de certificación, relacionado con la medición de procesos clínicos asistenciales, más que con criterios financieros, que no necesariamente dan cuenta de de los progresos por área que se producen en cada establecimiento hospitalario. Esta medición se puede lograr mediante instrumentos que no sean dicotómicos, como el actual, sino que abarquen diversos ítemes y que tengan como foco los procesos clínicos asistenciales. De esta forma se permite que los directivos y funcionarios de los hospitales se vayan involucrando activamente en el proceso de autogestión.  

Entre el 1 de octubre y el 14 de noviembre se está realizando, en todos los hospitales nominados, una medición del instrumento de certificación original y del instrumento de certificación propuesto, con el fin de analizar si el establecimiento cumple con los estándares mínimos y si podrá asumir su nueva categoría sin mayores dificultades. 

La autogestión es absolutamente necesaria. Los hospitales que han pasado por situaciones críticas no son autogestionados, ya que el mismo proceso obliga a cumplir las funciones de forma eficiente. Es el mejor incentivo para mejorar la gestión de un establecimiento hospitalario, ya que se involucra directamente a los equipos directivos y a los servicios.

El Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Salud añadió que ya hay hospitales que no estaban incluidos en la lista original de los que pasarían a la categoría de autogestionados, que ya se administran bajo dicha modalidad, porque cumplen los requisitos exigidos por el artículo 16 del decreto N° 38, Reglamento Orgánico de los Establecimientos de Autogestión en Red,  lo que muestra que se trata de una categoría abierta. De los 56 establecimientos que contiene el listado del artículo 19 de la ley N° 19.937, 12 ya han cumplido.
El Honorable Senador señor Ominami consultó la posibilidad de esperar los resultados de la evaluación mencionada, para no postergar innecesariamente el plazo, porque la prórroga podría no ser necesaria. 

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó que le preocupa que, a pesar de la gestión del Ministerio, la prórroga en discusión sea necesaria de todos modos, porque los hospitales no alcancen a estar en condiciones de asumir el cambio; entonces sería demasiado tarde para realizar de forma eficiente y calmada una transición que requiere cuidado. En cambio, los que cumplan las condiciones necesarias, pasarán a ser autogestionados desde ese momento y esta prórroga no se los impide de manera alguna.

Añadió que la discusión no se relaciona con la entrega de facultades nuevas a los hospitales, sino con que existan las condiciones para asumir la calidad de hospital autogestionado, sin por ello dejar de cumplir otras obligaciones, no relacionadas con la autogestión y por las que no son evaluados, por obtener una buena calificación en este proceso. 

El Honorable Senador señor Kuschel expresó que si el Ministerio está confiado en que están dadas las condiciones para que los establecimientos de que se trata asuman la calidad de autogestionados, no ve motivo para prolongar el tiempo de espera.

- - - - - - -

- Puesto en votación el proyecto en informe, fue aprobado en general y en particular, con el voto conforme de la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ominami y Ruiz-Esquide. Votó en contra de la iniciativa el Honorable Senador señor Kuschel.
- - - - - - -

En mérito de las consideraciones expuestas precedentemente, la Comisión de Salud tiene el honor de recomendar al Senado la aprobación del siguiente 

PROYECTO DE LEY:

 “Artículo único.- Prorrógase hasta el 31 de diciembre de 2012 el plazo fijado en el inciso segundo del artículo decimoquinto transitorio de la ley N° 19.937, modificada por la ley 
N° 20.319.”.
- - - - - - - -

Acordado en sesión celebrada el día 28 de octubre pasado, con asistencia de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), Jorge Arancibia Reyes, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Carlos Ominami Pascual.
Valparaíso, 05 de noviembre de 2009.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, QUE MODIFICA EL DFL. Nº 1, DE 2005, DE SALUD, PARA INCORPORAR PRESUNCIÓN DE DECLARACIÓN Y NO PAGO DE COTIZACIONES DE SALUD AL SISTEMA DE ISAPRES, Y HOMOLOGAR EL INTERÉS PENAL Y LA MULTA POR NO PAGO DE TALES COTIZACIONES A LOS CONTEMPLADOS EN EL DL. Nº 3.500 Y EN LA LEY Nº 17.322

(6312-11)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Salud tiene el honor de informar acerca del proyecto de la suma, iniciado por Mensaje de la señora Presidenta de la Republica. 

CONSTANCIA
La Jefa del Estado ha hecho presente la urgencia para esta iniciativa de ley, en carácter de simple, plazo que vence el 5 de noviembre de 2009.

- - - - - - - -

A la sesión en que estudiamos este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión, del Ministerio de Salud, el Subsecretario de Redes Asistenciales, señor Julio Montt Vidal, su Jefa de Gabinete señora Olga Toro Devia y el Asesor de Gabinete, doctor Cleofe Molina Álvarez. El Jefe del Departamento Jurídico del mismo Ministerio, señor Sebastián Pavlovic Jeldres, y el Asesor del Ministro, doctor Rafael Méndez. Mella, De la Subsecretaría de Previsión Social, la abogada señora Mónica Segura Aguirre. De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista señor Eduardo Goldstein Branfeld.
- - - - - - - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO

Esta iniciativa legal tiene por objetivo evitar problemas de interpretación de los cuerpos legales involucrados, particularmente del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005 y publicado en 2006, en relación con las últimas adecuaciones efectuadas a la ley N° 17.322, y homologar el sistema de cobranza de las cotizaciones de salud en el caso de personas afiliadas a una Institución de Salud Previsonal, al que rige las cotizaciones de seguridad social.
El proyecto de ley está conformado por dos artículos permanentes, el primero de los cuales introduce tres enmiendas en los artículos 185 y 186 del mencionado decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud.

- - - - - - -

DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

El decreto ley N° 3.500, de 1980, estableció un  nuevo sistema de pensiones de seguridad social, basado en la capitalización individual. Él consagra la obligación de cotizar para tales fines, fija plazos para enterar las cotizaciones y establece reajustes y sanciones pecuniarias para el caso de que ellas no se enteren o se paguen con atraso. 


El artículo 2°, numeral 1, de la ley N° 20.023 modificó el artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, elevando a 0,75 unidades de fomento la multa por falta de declaración oportuna de las cotizaciones o por declaración incompleta o errónea, y a un cincuenta por ciento el recargo del interés penal por cada día de atraso en el pago.


La ley N° 20.255 consagró una presunción legal de declaración y no pago, cuando expira el plazo para pagar las cotizaciones y el empleador no lo ha hecho y también se ha extinguido el plazo para acreditar el cese o suspensión de la relación laboral, como es su obligación.


La Ley de Isapres, N° 18.933, implantó para las cotizaciones de salud un sistema muy similar al de las de previsión social. El decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005, que refundió varios textos legales, recoge los preceptos pertinentes de la ley N° 18.933, en los artículos 184 y siguientes.


Sin embargo, ambos regímenes, el previsional y el de salud, no son idénticos, ya que en este último no existe la presunción legal de declaración sin pago, y en lo que respecta a intereses penales y multas hay diferencias. 


En efecto, tratándose de cotizaciones previsionales el interés penal aplicable es la tasa de interés corriente para operaciones reajustables en moneda nacional, aumentado en un cincuenta por ciento, y la multa asciende a tres cuartas partes de una unidad de fomento
. En cambio, en el caso de las cotizaciones de salud el interés se aumenta sólo en un veinte por ciento y la multa es de media unidad de fomento
.


El propósito del proyecto es homologar ambos sistemas, con lo que se facilitará el cobro de cotizaciones adeudadas y se evitarán interpretaciones erróneas, basadas en la asimetría de las presunciones, sanciones y recargos. 

El segundo artículo de esta iniciativa dispone que las modificaciones que introduce esta ley entren en vigencia a partir del primer día del mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial, y que dichas normas se apliquen respecto de las cotizaciones de las remuneraciones que se devenguen a partir de esta fecha.
- Puesto en votación el proyecto en informe, fue aprobado en general, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide. 

- - - - - - -


La Comisión sugiere introducir al proyecto tres cambios formales menores, que evitarían la dilación de un trámite reglamentario de segundo informe. Esas son las siguientes:

· En el numeral 1) del artículo primero, reemplazar la forma verbal “Incorpórese” por “Incorpórase”.

· En el numeral 3) del artículo primero, sustituir la forma verbal “Reemplácese” por “Reemplázase”.
· En el Artículo segundo reemplazar la expresión final “a partir de esta fecha” por “a partir de la misma fecha”.

- - - - - - -

Se consigna a continuación el texto del proyecto contenido en el Mensaje, cuya aprobación en general propone la Comisión:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo primero.-
Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud:

1)
Incorpórese, en el inciso quinto del artículo 185, a continuación del punto aparte, que ha pasado ser punto seguido, lo siguiente:

“En caso que el empleador no realice esta declaración dentro del plazo que corresponda, éste tendrá hasta el último día hábil del mes subsiguiente del vencimiento de aquél, para acreditar ante la Institución de Salud Previsional respectiva la extinción de su obligación de enterar las cotizaciones previsionales de sus trabajadores, debido al término o suspensión de la relación laboral que mantenían. A su vez, las Instituciones de Salud Previsional deberán agotar las gestiones que tengan por objeto aclarar la existencia de cotizaciones previsionales impagas y, en su caso, obtener el pago de aquéllas de acuerdo a las normas de carácter general que emita la Intendencia de Fondos y Seguros Previsionales de Salud.  Para estos efectos, si la Institución de Salud Previsional no tuviere constancia del término de la relación laboral de aquellos trabajadores que registran cotizaciones previsionales impagas, deberá consultar respecto de dicha circunstancia a la Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía. Transcurrido el plazo de acreditación de cese o suspensión de la relación laboral, sin que se haya acreditado dicha circunstancia, y sin perjuicio de la obligación de la Institución de Salud Previsional de comunicar la deuda de cotizaciones en los términos del artículo 197, se presumirá sólo para los efectos del presente artículo e inicio de las gestiones de cobranza conforme a las disposiciones del inciso sexto del artículo 186, que las respectivas cotizaciones están declaradas y no pagadas.”.
2)
Sustitúyese en el inciso sexto del artículo 185, la expresión “media unidad de fomento” por “0,75 unidades de fomento”.
3)
Reemplácese en los incisos segundo y tercero del artículo 186, la expresión “veinte por ciento”, por la expresión “cincuenta por ciento”, las veces que allí aparece”.

Artículo segundo.- Las modificaciones que introduce esta ley entrarán en vigencia a partir del primer día del mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial. Dichas normas se aplicarán respecto de las cotizaciones de las remuneraciones que se devenguen a partir de esta fecha.”.

- - - - - - - -

Acordado en sesión celebrada el día 28 de octubre de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), Jorge Arancibia Reyes y Carlos Ignacio Kuschel Silva.

Valparaíso, 05 de noviembre de 2009.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras, Secretario
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PROYECTO DE ACUERDO DEL HONORABLE SENADOR HORVATH, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA ADOPTAR LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA LA POSTULACIÓN, ANTE LA UNESCO, DE LOS HIELOS Y ARCHIPIÉLAGOS PATAGÓNICOS COMO SITIO DE PATRIMONIO MUNDIAL

(S 1209-12)

Honorable Senado:

Considerando:
1.- Que existe un expediente elaborado por CONAF, con acuerdo previo del Consejo de Monumentos Nacionales, que propone la declaración como Sitio de Patrimonio Mundial de un conjunto de Parques y Reservas Nacionales de Aysén y Magallanes.
2.- Que, durante el desarrollo de las sesiones de la Comisión Especial Campos de Hielo Patagónicos del Senado, la Directora Nacional de la Corporación Nacional Forestal, Conaf, señora Catalina Bau enunció las iniciativas institucionales de Conaf para el territorio de Campo de Hielo, señalando entre otros aspectos:
"Primero, en cuanto al documento presentado para postularlo, ante la UNESCO, como Sitio de Patrimonio Mundial, proceso iniciado en 2006 y en actual revisión, aspira a que la declaración coadyuve a un desarrollo más integral de los parques nacionales, además de la importancia fundamental de dotara Campo de Hielo de un instrumento de gestión y de calidad para la preservación y conservación de los ecosistemas. Lo anterior, comentó, se auna a la condición de Reserva de la Biosfera que ya tienen los parques nacionales Laguna San Rafael y Torres del Paine.
Al concluir, debido a su importancia, recomendó mejorar la presencia en sectores sin acceso regulado desde Argentina como lo son Villa O'Higgins y Paso Marconi; avanzar en la instalación de guarderías y personal en Lago O'Higgins; elaborar los planes de manejo en los parques nacionales Bernardo O'Higgins y Laguna San Rafael, que permitirán una adecuada zonificación y, por lo tanto, definir zonas de interés y uso turístico; agilizar la tramitación de la postulación chilena de "Hielos y Archipiélagos Patagónicos" como Sitio de Patrimonio Mundial de Unesco, con lo cual no sólo se igualará el estatus del vecino Parque Nacional Los Glaciares, en Argentina, sino que se dará una muestra internacional contundente de la importancia que Chile asigna a este territorio".
Estas intervenciones están consignadas en el Informe Final de La Comisión Especial Campos de Hielo Patagónicos del Senado.
3.- Que entre las conclusiones del Informe Final sobre Campos de Hielo Patagónicos de Senado realizado por la aludida Comisión Especial, se establece la necesidad de "Agilizar la tramitación de la postulación chilena de "Hielos y Archipiélagos Patagónicos" como Sitio de Patrimonio Mundial de UNESCO."
4.- Que esta postulación, cuenta con el apoyo de la Comisión de Medio Ambiente del Senado desde que fue planteada en esa instancia.
5.- Que hace algunos días, nos hemos enterado que el Ministerio de Agricultura, con la anuencia de la Dirección Ejecutiva de CONAF, ha optado por reemplazar tal postulación por la del Parque Nacional Torres del Paine solamente.
6.- Que el beneficio para el Parque Nacional Torres del Paine no será tal pues se trata de un Parque (el único en Chile) que tiene un peso propio y cuyo uso turístico y aporte al desarrollo local crecen por sí solos, sin necesidad de promociones adicionales o declaraciones que serán sólo un complemento. Se puede no obstante hacer notar, que este Parque ya cuenta con la nominación adicional de Reserva de la Biosfera, otorgada por MAB de la UNESCO La preocupación del citado Parque debe ser cómo enfrentar el desafío, cada vez mayor, de compatibilizar el uso público con la conservación de su valor natural, en lugar de demostrar ese valor que con creces se conoce mundialmente, y merecidamente.
7.- Que las otras zonas protegidas involucradas en la propuesta original, buena parte de ellas están deprimidas económicamente y son marginales productivamente, pero con la virtud de su inmensidad y pristinidad, y con la esperanza de una puesta en valor por medio del turismo que, para el caso (Bernardo O'Higgins, Alacalufes, Katalalixar, Laguna San Rafael), sí podrían verse beneficiados por la difusión que adquieren al ser declarados Sitio de Patrimonio Mundial, contribuyendo así a las economías locales y regionales, realidad y proyección frente a las cuales se requiere de visionarios y convencidos, y no de observadores lejanos, como se demuestra con la decisión mencionada.
8.- Cabe hacer notar que en la actualidad existen 5 Sitios del Patrimonio Mundial declarados por Chile, todos ellos de índole cultural, por lo que la nominación de estas áreas de patrimonio sería la primera de índole natural. Los Sitios declarados a la fecha son: Parque Nacional Rapa Nui, 21 Iglesias de Chiloé, Centro Histórico de Valparaíso, Oficinas Salitreras Humberstone y Santa Laura y el poblado minero de Seguel.
Por las razones expuestas, venimos en presentar el siguiente
Proyecto de Acuerdo

Postulación ante al UNESCO de los hielos y archipiélagos patagónicos como patrimonio mundial.
Solicitar a S.E. la Presidenta de la República el que adopte las medidas necesarias para que se proponga ante la UNESCO la declaración como Sitio de Patrimonio Mundial no solo al Parque Nacional Torres del Paine, sino que a un conjunto de Parques y Reservas Nacionales de Aysén y Magallanes, como se aprobó en su oportunidad por la Corporación Nacional Forestal con acuerdo previo del Consejo de Monumentos Nacionales, y con el apoyo de la Comisión Especial de Campos de Hielo Patagónicos y de la Comisión de Medio Ambiente de este Senado.
(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- 

9

PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES LARRAÍN Y ROMERO, POR MEDIO DEL SE EXPRESA EL APOYO DEL SENADO DE CHILE AL RESTABLECIMIENTO DEMOCRÁTICO EN LA REPÚBLICA DE HONDURAS

(S 1210-12)

Honorable Senado:

Teniendo presente qué:
1° Han transcurrido más de cuatro meses desde el quiebre institucional ocurrido en la República de Honduras y aún no se logra una solución a la crisis en ese país;
2° Luego de largos procesos de negociación, las partes en conflicto acordaron la formación de un Gobierno de unidad nacional, con el fin de poner término a la situación de tensión existente, el que sin embargo no ha podido ser implementado porque persisten las divergencias entre los involucrados;
3° No obstante las posiciones irreductibles, tanto del gobernante de facto como del presidente que gobernaba hasta antes del quiebre, las elecciones que se realizarán próximamente en dicho país permitirán la expresión de la voluntad del pueblo hondureño y constituyen, a falta del entendimiento entre las partes en conflicto, el único modo pacífico para el restablecimiento de la democracia en la República de Honduras.

El Senado acuerda el siguiente:
Proyecto de Acuerdo
El Senado de la República de Chile acuerda reiterar su llamando al pleno restablecimiento del Estado de Derecho en Honduras por parte de todos los actores e instituciones involucrados en el proceso político hondureño y expresa su anhelo que las elecciones que se realizarán el próximo 29 de noviembre en ese país sean la libre expresión de la voluntad popular y permitan lograr el restablecimiento pleno de la normalidad institucional para solucionar de manera democrática y pacífica la crisis institucional que sufre la hermana República de Honduras.
(Fdo.): Hernán Larraín Fernández, Senador.- Sergio Romero Pizarro, Senador.- 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE ESTABLECE UN BONO EXTRAORDINARIO PARA QUIENES EJERZAN COMO VOCALES DE MESAS RECEPTORAS DE SUFRAGIOS

(6760-05)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

- - -
Cabe hacer presente que por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.
- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO DE LEY

Entregar un bono extraordinario a las personas que desempeñen, efectivamente, la función de vocal de mesa receptora de sufragios durante las elecciones presidencial y parlamentaria a realizarse en el mes de diciembre de 2009.

- - -
ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- La ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.
B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje de S. E. la señora Presidenta de la República señala que con ocasión del proceso electoral en curso, en el acto electoral del próximo 13 de diciembre, un total de 171.565 ciudadanos se desempeñarán como vocales en las 34.313 mesas receptoras de sufragios constituidas en los locales de votación habilitados en el territorio nacional.

Observa que esta carga pública es percibida por la ciudadanía como una obligación que importa grados de sacrificio injustificadamente gravosos, al tener que aportar no sólo su tiempo y trabajo, sino que también, solventar los gastos que les origina su permanencia en los locales de votación y los eventuales traslados en que deben incurrir. Por lo anteriormente expuesto, concluye que esta situación incide en el interés por parte de los ciudadanos de ejercer también sus fundamentales derechos en esta materia.

Expresa que mediante el proyecto de ley se entrega un bono extraordinario, otorgado por única vez, a las personas que desempeñen, efectivamente, la función de vocal de mesa receptora de sufragios durante la elección municipal a realizarse en el mes de diciembre de 2009. Agrega que el referido bono será de $7.000, el que se pagará en cuota única, mediante cheque nominativo que deberá remitirse al domicilio del beneficiario.

Finalmente, en cuanto a su contenido, señala que la presente iniciativa consta de dos artículos, el primero, establece el beneficio, define su monto, forma de pago, beneficiarios, limitaciones para su obtención y sanciones; el segundo, establece el financiamiento del bono durante el año 2009.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

Se hizo presente que el proyecto se refiere a la concesión, por una vez, de un bono extraordinario de $7.000 para las personas que ejerzan, efectivamente, la función de vocal de mesa en las elecciones del mes de diciembre de 2009.

Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Matthei y Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag.

- - -

Artículo 1°

Su texto es el siguiente:

“Artículo 1º.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario de $ 7.000, a las personas que ejerzan, de modo efectivo, las funciones de vocales de mesas receptoras de sufragios por cada una de las votaciones correspondientes a las elecciones presidencial y parlamentaria a realizarse, primeramente, el 13 de diciembre de 2009.

El bono no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.

Esta bonificación se pagará por la Tesorería General de la República mediante cheque  nominativo enviado al domicilio del beneficiario o bien depositándolo en la cuenta bancaria que él indique al efecto, dentro de los treinta días siguientes a la recepción de las nóminas a que se refiere el inciso siguiente.

Para tal efecto, los delegados de las Juntas Electorales que correspondan, deberán remitir a la Tesorería General de la República, en la forma y en los plazos establecidos en el artículo 77 de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y  Escrutinios, las nóminas con el nombre completo, número de cédula de identidad y  domicilio de  las personas que hubiesen ejercido, efectivamente, la función de vocales en cada una de las votaciones correspondientes al acto electoral señalado en el inciso primero, además de la identificación de la cuenta  bancaria señalada por el beneficiario, en el caso que éste manifieste su voluntad de que se le deposite el  bono en ella.

A quienes perciban maliciosamente el bono extraordinario que otorga este artículo, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles, sin perjuicio del reintegro de las sumas percibidas indebidamente.”.

Puesto en votación el artículo fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Matthei y Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 2°
Dispone que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año 2009, se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto de la partida Ministerio del Interior, pudiendo realizarse al efecto las reasignaciones y traspasos que resulten necesarios.
Puesto en votación el artículo fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Matthei y Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag.
- - -
INFORME FINANCIERO





El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 15 de octubre de 2009,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“El presente proyecto de ley establece un bono extraordinario para las personas que ejerzan como vocales de las mesas receptoras de sufragios en la elección presidencial, a efectuarse en diciembre de 2009. 

El monto del bono asciende a $7.000, por cada elección, no constituye remuneración o renta para ningún efecto legal, no es imponible ni tributable y no está afecto a descuento alguno. Se pagará por una sola vez por la Tesorería General de la República, en cuota única, mediante el envío de cheque nominativo al domicilio del beneficiario, previa remisión, por el delegado de la Junta Electoral respectiva, de la nómina con el nombre completo de las personas que ejerzan, efectivamente, la función de vocal.

El costo fiscal de este proyecto, incluyendo estos dos eventos eleccionarios asciende a $2.532.007.000, de los cuales $2.401.910.000 corresponden al valor del bono para cada uno de los 171.565 ciudadanos que se desempeñarán como vocales. Los otros $130.097.000 representan el costo administrativo de pagar este bono. De esa suma, $4.309.000 corresponden al valor del correo certificado y codificado que los delegados de las respectivas Juntas Electorales remitirán a la Tesorería General de la República y $125.788.000 al costo de emisión de los cheques y su envío a los beneficiarios por parte de la Tesorería.

No obstante, este proyecto no representa aumento en el gasto fiscal total, por cuanto su costo se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto del Ministerio del Interior, pudiendo realizarse.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1º.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario de $ 7.000, a las personas que ejerzan, de modo efectivo, las funciones de vocales de mesas receptoras de sufragios por cada una de las votaciones correspondientes a las elecciones presidencial y parlamentaria a realizarse, primeramente, el 13 de diciembre de 2009.

El bono no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.

Esta bonificación se pagará por la Tesorería General de la República mediante cheque  nominativo enviado al domicilio del beneficiario o bien depositándolo en la cuenta bancaria que él indique al efecto, dentro de los treinta días siguientes a la recepción de las nóminas a que se refiere el inciso siguiente.

Para tal efecto, los delegados de las Juntas Electorales que correspondan, deberán remitir a la Tesorería General de la República, en la forma y en los plazos establecidos en el artículo 77 de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y  Escrutinios, las nóminas con el nombre completo, número de cédula de identidad y  domicilio de  las personas que hubiesen ejercido, efectivamente, la función de vocales en cada una de las votaciones correspondientes al acto electoral señalado en el inciso primero, además de la identificación de la cuenta  bancaria señalada por el beneficiario, en el caso que éste manifieste su voluntad de que se le deposite el  bono en ella.

A quienes perciban maliciosamente el bono extraordinario que otorga este artículo, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles, sin perjuicio del reintegro de las sumas percibidas indebidamente.

Artículo 2°.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año 2009, se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto de la partida Ministerio del Interior, pudiendo realizarse al efecto las reasignaciones y traspasos que resulten necesarios.”.

- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 11 de noviembre de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet (Presidenta) y señores Camilo Escalona Medina, José García Ruminot  y Hosaín Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 11 de noviembre de 2009.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE OTORGA REAJUSTE DE REMUNERACIONES A TRABAJADORES DEL SECTOR PÚBLICO, CONCEDE AGUINALDO DE NAVIDAD DEL AÑO 2009 Y DE FIESTAS PATRIAS DEL AÑO 2010 PARA EL SECTOR PASIVO, Y OTORGA OTROS BENEFICIOS QUE INDICA

(6757-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


A la sesión en que se debatió la iniciativa asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Larraín.

Asimismo concurrieron, en calidad de invitados, del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Andrés Velasco, el Director de Presupuestos, señor Alberto Arenas, el Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos, señor Enrique Paris, y los asesores señoras Macarena Lobos y Jacqueline Saintard, y señor Rodrigo González; y del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, la Ministra, señora Claudia Serrano, y el asesor señor Francisco del Río. 

De la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF), el Presidente, señor Raúl de la Puente.

De la Confederación Nacional de Trabajadores de la Salud (CONFENATS), el Presidente, señor Roberto Alarcón.

De la Central Unitaria de Trabajadores (CUT), la Vicepresidenta, señora Silvia Aguilar, y el Consejero y Coordinador, señor Manuel Bravo.

De la Federación de Profesionales de la Salud (FENPRUSS), el Presidente, señor Claudio González.

De la Asociación de Empleados Municipales de Chile (ASEMUCH), el Vicepresidente, señor Juan Camilo Bustamante.

De la Federación de Académicos Universidades Estatales de Chile (FAUECH), el Presidente, señor Leonardo Seguel.

Del Colegio de Profesores de Chile A.G., el Dirigente Nacional, señor Luis Hernández.

- - -


Se hace presente que por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.

- - -


Se deja constancia que el artículo 31 del proyecto es de quórum calificado, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 63, número 7), de la Constitución Política de la República, en relación con el inciso tercero del artículo 66 de la misma Carta Fundamental.

- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO


Los principales objetivos de la iniciativa en informe consisten en reajustar las remuneraciones de los trabajadores del sector Público, conceder aguinaldos de Navidad del año 2009 y de Fiestas Patrias del año 2008 para el sector pasivo, y otorgar otros beneficios.

- - -

ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- Ley Nº 15.076, de 1963, fija el texto refundido del Estatuto para los Médico-Cirujanos, Farmacéuticos o Químico-Farmaceúticos, Bio-Químicos y Cirujanos Dentistas.

- Ley Nº 15.386, de 1963, que establece un fondo de revalorización de pensiones.

- Ley Nº 16.744, de 1968, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.

- Ley Nº 18.460, de 1985, establece la ley Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones.

- Ley Nº 18.593, de 1987, Ley de los Tribunales Electorales Regionales.

- Ley Nº 18.962, de 1990, Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.

- Ley Nº 18.987, de 1990, que incrementa asignaciones, subsidio y pensiones que indica.

- Ley Nº 19.070, aprueba el Estatuto de los Profesionales de la Educación.

- Ley Nº 19.123, crea empresa Televisión Nacional de Chile.

- Ley Nº 19.129, establece subsidio compensatorio a favor de la industria del carbón.

- Ley Nº 19.297, de 1994, introduce modificaciones a la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- Ley Nº 19.464, de 1996, que establece normas y concede aumento de remuneraciones para personal no docente de establecimientos educacionales que indica.

- Ley Nº 19.490, establece asignaciones y bonificaciones que señala para el personal del sector salud.

- Ley nº 19.479, introduce modificaciones a la Ordenanza de Aduanas y a la ley orgánica del Servicio Nacional de Aduanas, dicta normas sobre gestión y personal de dicho servicio y sustituye su planta de personal.

- Ley Nº 19.531, reajusta e incrementa las remuneraciones del poder judicial, modifica el decreto ley Nº 3.058, de 1979, crea el departamento de recursos humanos en la Corporación Administrativa del Poder Judicial, y modifica el Código Orgánico de Tribunales.

- Ley Nº 19.536, de 1997, que concede una bonificación extraordinaria para enfermeras y matronas que se desempeñan en condiciones que indica, en los establecimientos de los servicios de salud.

- Ley Nº 19.553, de 1998, que concede asignación de modernización y otros beneficios.

- Ley Nº 19.640, que establece la ley orgánica constitucional del Ministerio Público.

- Ley Nº 19.992, establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica.

- Ley Nº 20.255, establece reforma provisional.

- Decreto ley Nº 249, de 1974, fija la escala única de sueldos para el personal que señala.

- Decreto ley Nº 531, de 1974, del Ministerio de Economía, que fija el Estatuto del Personal de la Comisión Chilena de Energía Nuclear.

- Decreto ley Nº 3.058, de 1979, modifica sistema de remuneraciones del Poder Judicial.

- Decreto Ley Nº 3500, de 1980, que establece un nuevo sistema de pensiones.

- Decreto ley Nº 3.551, de 1981, fija normas sobre remuneraciones y sobre personal para el sector público.

- Decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas.

- Decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1968, del Ministerio del Interior, que establece el Estatuto del Personal de Carabineros de Chile.

- Decreto con fuerza ley Nº 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile.

Decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

- Decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de las normas sobre sistema único de prestaciones familiares y sistema de subsidios de cesantía para los trabajadores de los sectores privado y público, contenidas en los decretos leyes Nº 307 y 603, ambos de 1974.

- Decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, sobre subvención del estado a establecimientos educacionales.

- Decreto ley Nº 1.263, orgánico de administración financiera del Estado.

- Decreto ley Nº 1.953, de 1977, establece normas de carácter presupuestario y financieras.

- Decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, fija normas sobre financiamiento de las Universidades.

- Decreto ley Nº 3.166, de 1980, autoriza entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico profesional a las instituciones o a las personas jurídicas que indica.

- Decreto ley Nº 2.465, de 1979, crea el Servicio Nacional de Menores y fija el texto de su ley orgánica.

- Ley Nº 20.032, de 2005, establece sistema de atención a la niñez y adolescencia a través de la red de colaboradores del SENAME, y su régimen de subvención.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje de S. E. la señora Presidenta de la República da cuenta del contexto económico en el que se sitúa la discusión sobre el reajuste del sector público, marcado por la peor desaceleración mundial y el colapso más agudo del comercio internacional en muchas décadas, donde la economía chilena recién muestra los primeros signos de recuperación después una contracción durante el primer semestre de 2009. Es así como, en el presente año, la economía mundial se habrá contraído por primera vez desde 1946, cayendo 2,3% de acuerdo con el Fondo Monetario Internacional (FMI), el comercio internacional descenderá cerca de un 12%, y el acceso al crédito internacional habrá colapsado no sólo para los países en desarrollo, sino también para los desarrollados.

Si bien lo peor de la crisis ya pasó, y hoy se observan, como signos de recuperación mundial, que las bolsas y el precio de los bienes primarios, así como la actividad en general, muestran signos de un cambio de tendencia, nos encontramos aún lejos de los niveles iniciales y persiste un escenario de mucha incertidumbre en los mercados, cuestiones que inducen a un comportamiento más cauto de los consumidores e inversionistas. Reseña el Mensaje, al efecto, el último informe del FMI, que enfatiza que la recuperación es sólo incipiente:  “La economía mundial está dejando atrás la recesión, pero la recuperación será gradual y el crecimiento económico en los próximos años será moderado.”, agregando que en Estados Unidos y la mayoría de las economías avanzadas, el crecimiento seguirá siendo débil, y es probable que las condiciones de empleo empeoren antes de que empiecen a mejorar.

La crisis mundial y la fuerte contracción de la demanda y precios de nuestras exportaciones, prosigue, implicaron que en el caso chileno la economía chilena se contrajera en un 3,4% durante el primer semestre de este año, con respecto al mismo periodo del año anterior. Esta caída de actividad llevó al desempleo a un peak de 10,8%, y lo tiene a septiembre de 2009 en un 10,2%. A lo anterior se ha sumado el hecho que el bajo nivel de actividad hizo que las presiones inflacionarias observadas en 2008 se revirtieran drásticamente. Durante el presente año, añade, se ha observado una fuerte deflación, que ha llevado a que la inflación, en doce meses, haya alcanzado el mes de octubre un -1.9%, muy por debajo de la inflación en doce meses, de un 9.9% observada el mismo mes de 2008.  Para diciembre del 2009, según la encuesta de expectativas del Banco Central, la inflación en doce meses será de sólo un 2,6%.

Considerando el escenario descrito, señala el Mensaje que lo aconsejable es actuar con prudencia. El elevado nivel de desempleo actual, la inflación negativa a octubre de este año y la expectativa de una baja inflación para el próximo, tornan recomendable un reajuste moderado de los salarios del sector público. Esto, tanto por el efecto que dicho reajuste tiene sobre los salarios y el empleo del resto de la economía, como por los efectos presupuestarios, más aún si se tiene presente que, dada la inflación negativa, el último reajuste de un 10% de los salarios de los trabajadores del sector público aumentó considerablemente su poder adquisitivo.

- - -

DISCUSIÓN GENERAL 





Los representantes de los trabajadores del sector público dieron a conocer a la Comisión el siguiente cuadro que contiene la última propuesta realizada al Gobierno:

	PROPUESTA 09 DE NOVIEMBR ULTIMA
	E 2009
	
	

	
	
	
	

	i
	
	
	

	
	
	
	

	1. FACTOR DE REAJUSTE DE REMUNERACIONES
	
	

	
	
	
	
	

	
	Propuesta
	
	
	

	
	Rentas Altas
	Rentas Bajas
	
	

	Factor
	6,0%
	7,5
	
	

	
	
	
	

	
	
	
	

	2. BENEFICIOS
	
	

	
	
	
	
	

	Beneficios
	Valor
	Propuesta
	Linea de corte
	Renta Exclusión

	
	2008 - 2009
	2009-2010
	Propuesta
	Propuesta

	
	
	
	
	

	Ag. Navidad alto
	35.672
	38.793
	<   $ 595.440 Líquido
	

	Ag. Navidad bajo
	18.927
	20.252
	> $ 595.440 Líquido
	$ 3.000.000

	A Fiestas Patrias alto
	46.804
	50.899
	<   $595.440 Líquido
	

	A Fiestas Patrias bajo
	32.602
	34.884
	>   $595.440 Líquido
	$ 3.000.000

	B. Escolaridad General
	46.119
	49.347
	S/linea de corte
	$ 3.000.000

	B Adíe Escolar íng. Infer
	19.290
	20.978
	£   $ 595.440 Bruto
	

	Bienestar
	80.158
	85.769
	S/línea de corte
	

	Bono vacaciones Alto
	
	1 50.000
	<   $ 595.440 Bruto
	

	Bono vacaciones Bajo
	
	120.000
	
	>   $595.440 Liquido

	Bono de Témino alto
	
	300.000
	
	a definir (2008:$1 .000.000 b)

	Bono de Témino bajo
	
	300.000
	
	a definir (2008:$1 .000.000 b)

	

	
	
	|

	
	" 
                             
 ~    "    
 ~ 
 ~~l
	'   |  ~

	Monto de vacaciones propuesto para rentas altas = 120.000 => para rentas bajas 120.000 +25% = $ 150.0000

	Lineas de corte actuales incrementadas en 25%
	
	

	: ~      x
	
	
	

	Ingresos Mínimos por Planta
	
	
	

	
	
	
	
	

	PLANTAS
	Propuesta
	
	
	

	
	
	
	
	

	Planta Auxiliares
	250.000
	
	
	

	Planta Administrativos
	275.000
	
	

	Planta Técnicos
	300.000
	
	
	

	Planta Profesionales
	586.922
	
	
	

	
	
	
	
	

	Cobertura
	
	
	
	

	
	
	
	

	1 . Redacción explícita y directa para aquellos funcionarios del ámbito público que no se benefician del reajuste

	en mérito de la ley y que tampoco tienen derecho a negociar colectivamente
	

	2. Para aquellos que tienen consagrado el derecho a negociar colectivamente, se le otorga el reajuste
	
 
 __ 
 


	por ley y se permite la imputabilidad por parte del empleador directo en el evento de haber negociación col
ni "_       "" n               ""V 

	activa.

	3. En caso de las Universidades, se les otorga por ley el reajuste explicitandose el monto del traspaso para
	

	estos efectos, el cual se calcula sobre la base de la planilla del año 2009
	






Los representantes del Ejecutivo, a su turno, dieron a conocer la siguiente minuta con los contenidos del proyecto:

RESUMEN PRINCIPALES BENEFICIOS DE LA LEY DE REAJUSTE AÑO 2009

1. El proyecto otorga un reajuste de remuneraciones de un 4,5%, que beneficia a más de 500 mil funcionarios a partir del 1° de diciembre 2009.
2. Adicionalmente se conceden los siguientes beneficios a los funcionarios de la administración central y descentralizada:
a) Aguinaldo de Navidad de $37.277 para las rentas hasta $497.760 y de $ 19.779 para los que superen esta renta y ganen hasta $1.672.889.

b) Aguinaldo de Fiestas Patrias de $48.910 para las rentas hasta $497.760 y de $34.069 para las superiores a dicha renta y que ganen hasta $1.672.889.

c) Bono de Escolaridad  de $48.194 por hijo entre 4 y 24 años que sea carga familiar reconocida, el que se incrementa para las rentas hasta $497.760 en $20.158 por cada hijo que cause el derecho.

d) Aporte al Servicio de Bienestar de las instituciones de la administración Central de $83.765 anuales por funcionario.

e) Se fija un aporte a las Universidades Estatales de $3.008.163 miles.

f) Se aumentan las rentas mínimas a:
· $261.721 para los Técnicos.
· $243.319 para  los Administrativos.

· $214.554 para los Auxiliares.
Las que complementadas por las asignaciones de desempeño (que significan un incremento adicional de 22% promedio) conforman “la remuneración mínima efectiva” de los funcionarios públicos, la que supera los $260.000 para los estamentos mencionados.

3. Se concede un bono de invierno de $ 42.481 pagadero en el mes de mayo del año 2010 y que beneficiará a más de 980 mil pensionados.

4. Igualmente, se conceden los aguinaldos de fiestas patrias y Navidad del año 2010 para el sector pasivo, beneficiando a más de 2 millones de pensionados. El primero asciende a $13.407 con un incremento por carga de $6.903. El segundo, alcanza la suma de $15.379 y un incremento por carga de $8.680.

5. Se concede una bonificación trimestral de $177.336 para un total de 4.966 matronas y enfermeras de los servicios de salud.

6. Se otorgan dos bonos especiales, uno pagadero en diciembre 2009 y otro en enero 2010, que beneficiarán a los funcionarios de la administración central y descentralizada (Municipios y Universidades Estatales, entre otros) de:

a) $125.000 cada vez para las rentas iguales e inferiores a $497.760, y de

b) $75.000 cada vez para los que superen dicha renta siempre que no exceda de $ 1.672.889.

7. Complementariamente, el proyecto aborda otras importantes temáticas, dentro de las cuales se destacan:

a) Facultad para exceder el monto máximo de recursos contemplados en la ley Nº 20.134 para el pago del bono de exonerados que en ella se contempla.

b) Eliminación de la condición educacional para la determinación de la condición de vulnerabilidad en la ficha de protección social para las mujeres de 60 o más años y los hombres de 65 o más años.

c) Autorización de endeudamiento a las universidades estatales  más allá del período presidencial para que reestructuren su pasivo. 

d) Se efectúan adecuaciones a la ley Nº 20.305 con el fin de agilizar el otorgamiento del bono post laboral, adelantando la fecha de devengación  del  beneficio al día primero del mes siguiente a la fecha de presentación de la solicitud, en la medida que se acrediten todos los requisitos legales para impetrarlo.

En votación el proyecto de ley en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag. 

- - -

DISCUSIÓN PARTICULAR


A continuación se reproducen los artículos del proyecto, y se da cuenta de los acuerdos adoptados respecto de cada uno de ellos:

Artículo 1º





Su tenor literal es el siguiente:

"Artículo 1º.- Otórgase, a contar del 1 de diciembre de 2009 un reajuste de 4,5% a las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, imponibles para salud y pensiones, o no imponibles, de los trabajadores del sector público, incluidos los profesionales regidos por la ley Nº 15.076 y el personal del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297.

El reajuste establecido en el inciso anterior no regirá, sin embargo, para los trabajadores del mismo sector cuyas remuneraciones sean fijadas de acuerdo con las disposiciones sobre negociación colectiva establecidas en el Código del Trabajo y sus normas complementarias, ni para aquellos cuyas remuneraciones sean determinadas, convenidas o pagadas en moneda extranjera. No regirá, tampoco, para las asignaciones del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, ni respecto de los trabajadores del sector público cuyas remuneraciones sean fijadas por la entidad empleadora.

Las remuneraciones adicionales a que se refiere el inciso primero, establecidas en porcentajes de los sueldos, no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos, reajustados en conformidad con lo establecido en este artículo, a contar del 1 de diciembre de 2009.”.

En votación, el artículo 1º fue aprobado con los votos a favor de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag, y la abstención del Honorable Senador señor Ominami. 

Artículo 2º





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 2°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Navidad, a los trabajadores que, a la fecha de publicación de esta ley, desempeñen cargos de planta o a contrata de las entidades actualmente regidas por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974; el decreto ley Nº 3.058, de 1979; los Títulos I, II y IV del decreto ley Nº 3.551, de 1981; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional; el decreto con fuerza de ley Nº 2 (I), de 1968, del Ministerio del Interior; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (Investigaciones), de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional; a los trabajadores de Astilleros y Maestranzas de la Armada, de Fábricas y Maestranzas del Ejército y de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile; a los trabajadores cuyas remuneraciones se rigen por las leyes Nº 18.460 y Nº 18.593; a los señalados en el artículo 35 de la ley Nº 18.962; a los trabajadores del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297, al personal remunerado de conformidad al párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.640 y a los trabajadores de empresas y entidades del Estado que no negocien colectivamente y cuyas remuneraciones se fijen de acuerdo con el artículo 9º del decreto ley Nº 1.953, de 1977, o en conformidad con sus leyes orgánicas o por decretos o resoluciones de determinadas autoridades.

El monto del aguinaldo será de $37.277.- para los trabajadores cuya remuneración líquida percibida en el mes de noviembre de 2009 sea igual o inferior a $497.760.- y de $19.779.-, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondiente a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.”.

En votación, el artículo 2º fue aprobado con los votos a favor de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag, y la abstención del Honorable Senador señor Ominami. 
Artículo 3º





Su tenor textual es el que sigue:

“Artículo 3º.- El aguinaldo que otorga el artículo anterior corresponderá, asimismo, en los términos que establece dicha disposición, a los trabajadores de las universidades que reciben aporte fiscal directo de acuerdo con el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, y a los trabajadores de sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, siempre que tengan alguna de dichas calidades a la fecha de publicación de esta ley.”.

En votación, el artículo 3º fue aprobado con los votos a favor de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag, y la abstención del Honorable Senador señor Ominami. 

Artículo 4º





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 4°.- Los aguinaldos concedidos por los artículos 2º y 3º de esta ley, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, serán de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, serán de cargo de la propia entidad empleadora.

Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.”.

Artículo 5º





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 5°.- Los trabajadores de los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de Educación Técnico Profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que establece dicha disposición.

El Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.”.

Artículo 6º





Dispone, textualmente, lo siguiente:

“Artículo 6°.- Los trabajadores de las instituciones reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores, de acuerdo con el decreto ley Nº 2.465, de 1979, que reciban las subvenciones establecidas en el artículo 30 de la ley N° 20.032, de las Corporaciones de Asistencia Judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que determina dicha disposición.

El Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio a que se refiere el presente artículo.

Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.”.

Artículo 7º





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 7°.- En los casos a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de la presente ley, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda.”.

Artículo 8º





Su tenor literal es el que sigue:

“Artículo 8°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2010 a los trabajadores que, al 31 de agosto del año 2010, desempeñen cargos de planta o a contrata en las entidades a que se refiere el artículo 2º, y para los trabajadores a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de esta ley.

El monto del aguinaldo será de $48.910.- para los trabajadores cuya remuneración líquida, que les corresponda percibir en el mes de agosto del año 2010, sea igual o inferior a $497.760.-, y de $34.069.-, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá como remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondientes a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.

El aguinaldo de Fiestas Patrias concedido por este artículo, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, será de cargo del Fisco, y respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º, y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, será de cargo de la propia entidad empleadora. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.

Respecto de los trabajadores de los establecimientos de enseñanza a que se refiere el artículo  5° de esta ley, el Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de pago y entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del aguinaldo que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.

Tratándose de los trabajadores de las instituciones a que se refiere el artículo 6° de esta ley, el Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga el presente artículo. Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.

En los casos a que se refieren los artículos 5° y 6°, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda, cuando procediere.”.

Artículo 9º





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 9°.- Los aguinaldos establecidos en los artículos precedentes no corresponderán a los trabajadores cuyas remuneraciones sean pagadas en moneda extranjera.”.

Artículo 10





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 10.- Los aguinaldos a que se refiere esta ley no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia, no estarán afectos a descuento alguno.”.

Artículo 11





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 11.- Los trabajadores a que se refiere esta ley, que se encuentren en goce de subsidio por incapacidad laboral, tendrán derecho al aguinaldo respectivo de acuerdo al monto de la última remuneración mensual que hubieren percibido.

Los trabajadores que en virtud de esta ley puedan impetrar el correspondiente aguinaldo de dos o más entidades diferentes, sólo tendrán derecho al que determine la remuneración de mayor monto; y los que, a su vez, sean pensionados de algún régimen de previsión, sólo tendrán derecho a la parte del aguinaldo que otorga el artículo 2º que exceda a la cantidad que les corresponda percibir por concepto de aguinaldo, en su calidad de pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y su pensión, líquidas.

Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en los artículos anteriores, correspondiere el pago de aguinaldo de Navidad o de Fiestas Patrias, éstos serán imputables al monto establecido en esta ley y podrán acogerse al financiamiento que ésta señala.

La diferencia en favor del trabajador que de ello resulte, será de cargo de la respectiva entidad empleadora.”.

Artículo 12





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 12.- Quienes perciban maliciosamente los aguinaldos que otorga esta ley, deberán restituir quintuplicada la cantidad recibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.”.

Artículo 13





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 13.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores a que se refiere el artículo 1º de esta ley; a los de los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto en  el decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior; a los trabajadores a que se refiere el Título IV de la ley Nº 19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación; por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, y los de las corporaciones de asistencia judicial, un bono de escolaridad no imponible ni tributable, por cada hijo de entre cuatro y veinticuatro años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Este beneficio se otorgará aun cuando no perciban el beneficio de asignación familiar por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987, y siempre que se encuentren cursando estudios regulares en los niveles de enseñanza prebásica del 1º nivel de transición, 2º nivel de transición, educación básica o media, educación superior o educación especial, en establecimientos educacionales del Estado o reconocidos por éste. El monto del bono ascenderá a la suma de $48.194 el que será pagado en dos cuotas iguales de $24.097.- cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2010. Para su pago, podrá estarse a lo que dispone el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en el inciso anterior, correspondiere el pago del bono de escolaridad, éste será imputable al monto establecido en este artículo y podrán acogerse al financiamiento que esta ley señala.

En los casos de jornadas parciales, concurrirán al pago las entidades en que preste sus servicios el trabajador, en la proporción que corresponda.

Quienes perciban maliciosamente este bono, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.”.

Artículo 14





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 14.- Concédese a los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, durante el año 2010, una bonificación adicional al bono de escolaridad de $20.158.- por cada hijo que cause este derecho, cuando a la fecha de pago del bono, los funcionarios tengan una remuneración líquida igual o inferior a $497.760.-, la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad respectivo y se someterá en lo demás a las reglas que rigen dicho beneficio.

Los valores señalados en el inciso anterior se aplicarán, también, para conceder la bonificación adicional establecida en el artículo 12 de la ley Nº 19.553. Esta bonificación adicional es incompatible con la referida en el inciso precedente.”.

Artículo 15





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 15.- Concédese durante el año 2010, al personal asistente de la educación que se desempeñe en sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, y siempre que tengan alguna de las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, el bono de escolaridad que otorga el artículo 13 y la bonificación adicional del artículo 14 de esta ley, en los mismos términos señalados en ambas disposiciones.

Iguales beneficios tendrá el personal de la educación que tenga las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, que se desempeñe en los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y en los establecimientos de educación técnico-profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980.”.

Artículo 16





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 16.- Durante el año 2010 el aporte máximo a que se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 249, de 1974, tendrá un monto de $83.765.-.

El aporte extraordinario a que se refiere el artículo 13 de la ley Nº 19.553, se calculará sobre dicho monto.”.

Artículo 17





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 17.- Increméntase en $3.008.163.- miles, el aporte que establece el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, para el año 2009. Dicho aporte incluye los recursos para otorgar los beneficios a que se refieren los artículos 13 y 14, al personal académico y no académico de las universidades estatales.

La distribución de estos recursos entre las universidades estatales se efectuará, en primer término, en función de las necesidades acreditadas para el pago de los beneficios referidos en el inciso anterior, y el remanente, se hará en la misma proporción que corresponda al aporte inicial correspondiente al año 2009.”.

Artículo 18





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 18.- Sustitúyese, a partir del 1 de enero del año 2010, los montos de "$205.315.-", "$232.841.-" y "$250.451.-, a que se refiere el artículo 21º de la ley Nº 19.429, por "$214.554.-", "$243.319.-", $261.721.-",  respectivamente.”.

Artículo 19





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 19.- Sólo tendrán derecho a los beneficios a que se refieren los artículos 2º, 8° y 13, los trabajadores cuyas remuneraciones brutas de carácter permanente, en los meses que en cada caso corresponda, sean iguales o inferiores a $1.672.889.-, excluidas las bonificaciones, asignaciones o bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional.”.

Artículo 20





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 20.- Concédese por una sola vez en el año 2010, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral,  de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; a los pensionados del sistema establecido en el referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario de vejez, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; y a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias de vejez, un bono de invierno de $42.481.-

El bono a que se refiere el inciso anterior, se pagará en el mes de mayo del año 2010, a todos los pensionados antes señalados que al primer día de dicho mes tengan 65 o más años de edad. Será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.

No tendrán derecho a dicho bono quienes sean titulares de más de una pensión de cualquier tipo, incluido el seguro social de la ley Nº 16.744, o de pensiones de gracia, salvo cuando éstas no excedan, en su conjunto, del valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio.

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario de vejez.”.

Artículo 21





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 21.- Concédese, por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2010, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2010, de $13.407.-. Este aguinaldo se incrementará en $6.903.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.

En los casos en que las asignaciones familiares las reciba una persona distinta del pensionado, o las habría recibido de no mediar la disposición citada en el inciso precedente, el o los incrementos del aguinaldo deberán pagarse a la persona que perciba o habría percibido las asignaciones.

Asimismo, los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia no podrán originar, a la vez, el derecho al aguinaldo a favor de las personas que perciban asignación familiar causada por ellos. Estas últimas sólo tendrán derecho al aguinaldo en calidad de pensionadas, como si no percibieren asignación familiar.

Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, que concede el inciso primero de este artículo, tendrán derecho quienes al 31 de agosto del año 2010 tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones básicas solidarias; de la ley Nº 19.123; del artículo 1° de la ley N° 19.992; del decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; del referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario; de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129, y del subsidio para  las  personas con  discapacidad  mental a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255.

Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización. En el caso que pueda impetrar el beneficio en su calidad de trabajador afecto al artículo 8° de la presente ley, sólo podrá percibir en dicha calidad la cantidad que exceda a la que le corresponda como pensionado, beneficiario del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 o de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y pensión, subsidio o indemnización, líquidos. En todo caso, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario.

Concédese, asimismo, por una sola vez, a los pensionados a que se refiere este artículo, que tengan algunas de las calidades que en él se señalan al 30 de noviembre del año 2010, y a los beneficiarios del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 y de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129 que tengan dicha calidad en la misma fecha, un aguinaldo de Navidad del año 2010 de $15.379.- Dicho aguinaldo se incrementará en $8.680.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.

Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización.

En lo que corresponda, se aplicarán a este aguinaldo las normas establecidas en los incisos segundo, tercero y séptimo, de este artículo.

Los aguinaldos a que se refiere este artículo no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia no estarán afectos a descuento alguno.

Quienes perciban maliciosamente estos aguinaldos o el bono que otorga el anterior, respectivamente, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.”.

Artículo 22





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 22.- Los aguinaldos que concede el artículo anterior, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias, del subsidio  para  las  personas con  discapacidad  mental a que se refiere el artículo 35 de la Ley N° 20.255 y a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, o un aporte previsional solidario, serán de cargo del Fisco y, respecto de los pensionados del Instituto de  Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes.”.

Artículo 23





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 23.- Concédese, por el período de un año, a contar del 1 de enero del año 2010, la bonificación extraordinaria trimestral concedida por la ley Nº 19.536, la que será pagada en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de ese año. El monto de esta bonificación será de $177.536.-, trimestrales.

Tendrán derecho a este beneficio los profesionales señalados en el artículo 1º de la ley Nº 19.536 y los demás profesionales de colaboración médica de los servicios de salud remunerados según el sistema del decreto ley Nº 249, de 1973, que se desempeñen en las mismas condiciones, modalidades y unidades establecidas en el mencionado precepto, o bien en laboratorios y bancos de sangre, radiología y medicina física y rehabilitación.

La cantidad máxima de profesionales que tendrán derecho a esta bonificación será de 4.966 personas.

En lo no previsto por este artículo, la concesión de la citada bonificación se regirá por lo dispuesto en la ley Nº 19.536, en lo que fuere procedente.”.

Puestos en votación los artículos 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 9º, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22 y 23, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 24





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 24.- Modifícase la ley Nº 19.464, en la siguiente forma:

a) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 7º,  la frase  "y enero del año 2009" por "y enero del año 2010,".

b) Sustitúyese, en el artículo 9º, el guarismo "2010" por "2011".”.

En votación, el artículo 24 fue aprobado con los votos a favor de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag, y la abstención del Honorable Senador señor Ominami.
Artículo 25





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 25.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores de las instituciones mencionadas en los artículos 2°, 3°, 5° y 6° de la presente ley, un bono especial no imponible, y que no constituirá renta para ningún efecto legal, que se pagará en el curso del mes de diciembre de 2009, y cuyo monto será de $125.000.- para los trabajadores cuya remuneración bruta que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2009 sea igual o inferior a $497.760.-, y de $75.000.- para aquellos cuya remuneración bruta supere tal cantidad y no exceda de $1.672.889.-. Para estos efectos, se entenderá por remuneración bruta la referida en el artículo 19 de la presente ley.”.

Artículo 26





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 26.- Los trabajadores de las instituciones mencionadas en los artículos 2°, 3°, 5° y 6° tendrán derecho a percibir, por una sola vez, en el mes de enero de 2010 un bono no imponible y que no constituirá renta para ningún efecto legal, por un monto de $125.000.- para los trabajadores cuya remuneración bruta que les corresponda percibir en el mes de diciembre de 2009 sea igual o inferior a $497.760.-, y de $75.000.- para aquellos cuya remuneración bruta supere tal cantidad y no exceda de $1.672.889.-. Para estos efectos, se entenderá por remuneración bruta la referida en el artículo 19 de la presente ley. Sin perjuicio de lo anterior, tampoco se considerarán para efectos de la determinación de la remuneración bruta precitada las bonificaciones de zonas extremas a que se refieren los artículos 13 de la ley N° 20.212, artículos 29 y 30 de la ley N° 20.313 y artículo 12 de la ley N° 20.374.”.

Artículo 27





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 27.- El mayor gasto fiscal que represente en el año 2009 a los órganos y servicios la aplicación de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y, o transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público. Para el pago de los aguinaldos se podrá poner fondos a disposición con imputación directa a ese ítem.

El gasto que irrogue durante el año 2010 a los órganos y servicios públicos incluidos en la Ley de Presupuestos para dicho año, la aplicación de lo dispuesto en los artículos 1º,8°,13, 14, 16, 26 y 36 de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y, o con transferencias del ítem señalado en el inciso precedente del presupuesto para el año 2010 y en lo que faltare, mediante aumento del aporte fiscal con cargo a mayores ingresos, en cuyo caso se entenderá incrementada en el equivalente a la aplicación de dichos mayores ingresos la suma global de gastos respectiva que se apruebe en la Ley de Presupuestos para 2010. Todo lo anterior, podrá ser dispuesto por el Ministro de Hacienda, mediante uno o más decretos expedidos en la forma establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, dictados a contar de la fecha de publicación de esta ley.”.

Artículo 28





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 28.- Agrégase en el artículo 5° de la ley N° 20.134 a continuación del punto final (.) que pasa a ser seguido (.) lo siguiente: 

"Tal monto podrá ser excedido en la cantidad que se fije mediante decreto del Ministerio de Hacienda suscrito bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República" para el pago del bono para aquellas personas que, cumpliendo con los requisitos exigidos y que hayan postulado dentro de la fecha establecida en la ley y su reglamento, les sea reconocido el derecho a percibirlo por Resolución emitida antes del 1 de enero del 2010.

Mediante igual procedimiento al señalado en el inciso precedente, podrá incrementarse el referido monto para el pago del bono a todas aquellas personas que hubieren obtenido pensión no contributiva por acto administrativo emitido con anterioridad al 1 de diciembre de 2009, habiendo presentado la solicitud de reconocimiento de la calidad de exonerado político ante el Ministerio del Interior con anterioridad al mes de febrero de 2005 y otorgada con posterioridad a esta última fecha y que cumplan con los demás requisitos exigidos por esta ley para tener derecho a percibirlo.

El gasto que irrogue durante el año 2010 la aplicación de este artículo, se financiará con los recursos contemplados en el Subtítulo 23 del Presupuesto del Instituto de Previsión Social que se apruebe en la Ley de Presupuestos del año 2010. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no pudiere financiar con dichos recursos.".”.

Artículo 29





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 29.- En el diseño y aplicación de la Ficha de Protección Social, no se considerará el nivel educacional de las mujeres con edad igual o mayor a 60 años y de los hombres con edad igual o mayor a 65 años, para efectos de determinar su situación de vulnerabilidad.”.

Artículo 30





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 30.- Las Subsecretarías de Hacienda y de Previsión Social y la Dirección de Presupuestos, estarán facultadas, en el ejercicio de sus funciones, para acceder a la información contenida en el Sistema de Información de Datos Previsionales a que se refiere el artículo 56 de la ley Nº 20.255, y requerir los datos personales y la información asociada al ámbito previsional que posean otros organismos públicos, los que estarán obligados a proporcionarlos.    En tal caso, el tratamiento y uso de los datos personales que efectúen los organismos antes mencionados, quedarán dentro del ámbito de control y fiscalización de dichos servicios. 

Los organismos públicos antes señalados y su personal deberán guardar absoluta reserva y secreto de la información de que tomen conocimiento y abstenerse de usar dicha información en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.”.

Artículo 31





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 31.- Autorízase a las universidades estatales, por el plazo de dos años a contar de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, para contratar uno o más empréstitos, u otras obligaciones financieras, con el objeto de reestructurar sus pasivos financieros, existentes al 31 de diciembre de 2009. El monto de tales pasivos será establecido en un decreto del Ministerio de Educación que además llevará la firma del Ministro de Hacienda.

El servicio de la deuda derivada de los empréstitos que se autorizan contraer por este artículo, deberá hacerse con cargo al patrimonio de la universidad respectiva, y no podrá exceder del plazo de 20 años.

Esta autorización no comprometerá en forma directa o indirecta el crédito o la responsabilidad financiera del Fisco.

La selección de las entidades financieras con las cuales contraten los empréstitos u otras obligaciones a que se refiere el inciso primero, se efectuará mediante licitación pública, sin que esta quede sujeta a las normas de la ley Nº 19.886 y su reglamento.”. 

Artículo 32





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 32.- Agrégase en la ley N° 19.531 el siguiente artículo 5° quáter:

"Artículo 5  quáter.- Los decretos supremos que deban dictarse para la formalización y, o ratificación de los acuerdos adoptados por la Comisión Resolutiva Interinstitucional en lo relativo a la formulación del Programa Marco, a la definición de metas de eficiencia institucional y metas de desempeño colectivo, a la determinación del grado de  cumplimiento de tales metas y el porcentaje de asignación variable que corresponda los funcionarios con derecho a ella, así como las modificaciones los mismos, cuando proceda, serán expedidos por el o los Ministerios respectivos, bajo a la fórmula "Por orden del Presidente de la República.".”. 

Artículo 33





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 33.- La definición de los programas u objetivos de mejoramiento de la gestión, el grado de cumplimiento y, o definición del porcentaje de asignación que corresponda a los funcionarios con derecho a ellas, así como las modificaciones que procedan, respecto de las asignaciones de los artículos 4° de la ley Nº 19.490, 14 de la ley Nº 19.479 y las que se fijen en virtud de lo dispuesto en el artículo 25 del decreto ley Nº 531, de 1974, se formalizarán mediante decreto supremo expedido por el o los Ministerios respectivos, bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República.”. 

Artículo 34





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 34.- Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo único de la ley N° 19.580, el guarismo "350" por "550".”.

Artículo 35





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 35.- Modifícase la ley Nº 20.305 en la siguiente forma:

1. Modifícase el artículo 3°, en el siguiente sentido:

a) Reemplázase su inciso primero por los siguientes, reenumerándose los restantes correlativamente:

"El jefe superior de servicio o la jefatura máxima que corresponda, deberá recibir del trabajador que haya cumplido las edades indicadas en el número 4 del artículo 2°, la solicitud para acceder al bono dentro de los 12 meses siguientes al cumplimiento de las edades antes mencionadas, debiendo proceder a verificar los requisitos señalados en el inciso final del artículo 1°, y en los números 1, 2 y 4 del artículo 2°, además de determinar la remuneración promedio líquida. Asimismo, deberá requerir a la Superintendencia de Pensiones, la estimación acerca de la tasa de reemplazo líquida del trabajador de conformidad a lo dispuesto en el número 3 del artículo anterior.

La solicitud que se remita a la Superintendencia de Pensiones, deberá adjuntar, además del cálculo de la remuneración promedio líquida, la declaración del trabajador sobre sus eventuales beneficiarios de pensión de sobrevivencia, a menos que éste no la proporcione. Dicha declaración se efectuará de acuerdo a las instrucciones que imparta la Superintendencia de Pensiones.".

b) Sustitúyese el actual inciso cuarto, que pasó a ser quinto por el siguiente:

"El jefe superior de servicio o la jefatura máxima que corresponda, notificará por escrito al trabajador la tasa de reemplazo líquida informada por las entidades señaladas en el inciso anterior.".

c) Elimínanse sus actuales incisos quinto y sexto, pasando el actual inciso séptimo a ser sexto y así correlativamente.

d) Sustitúyese en su actual inciso séptimo que pasa a ser sexto, la expresión "en los incisos quinto o sexto" por "en el inciso primero".

2. Sustitúyese el inciso tercero del artículo 8°, por el siguiente:

"El bono se devengará a contar del día primero del mes siguiente a aquel en que el interesado haya presentado la solicitud para obtener el bono, siempre y cuando se acrediten todos los requisitos legales para impetrarlo; y se pagará a contar del día primero del mes siguiente a la dictación del acto administrativo de concesión del beneficio.".

3. Sustitúyese el inciso sexto del artículo 12, por el siguiente:

"El bono se devengará a contar del día primero del mes siguiente a aquel en que el interesado haya presentado la solicitud para obtener el bono, siempre y cuando se acrediten todos los requisitos legales para impetrarlo; y se pagará a contar del día primero del mes siguiente a la dictación del acto administrativo de concesión del beneficio.".

4. Sustitúyese el inciso quinto del artículo 13, por el siguiente:

"El bono se devengará a contar del día primero del mes siguiente a aquel en que el interesado haya presentado la solicitud para obtener el bono, siempre y cuando se acrediten todos los requisitos legales para impetrarlo; y se pagará a contar del día primero del mes siguiente a la dictación del acto administrativo de concesión del beneficio.".

5. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo quinto transitorio:

a) Intercálase en el párrafo segundo del literal e) del inciso segundo a continuación del punto seguido (.) y antes de la palabra "En", la siguiente frase, pasando la frase que se inicia con la expresión "En caso que…" a ser un párrafo tercero, nuevo:

"En caso que los trabajadores a que se refiere el presente artículo, hayan optado por la modalidad de pensión Renta Temporal con Renta Vitalicia Diferida, se considerará como pensión de vejez líquida, la renta vitalicia diferida que perciban a la fecha de la solicitud del beneficio, o bien la que tengan contratada a dicha fecha.".

b) Sustitúyese su inciso final, por el siguiente: 

"El bono se devengará a contar del día primero del mes siguiente a aquel en que el interesado haya presentado la solicitud para obtener el bono, siempre y cuando se acrediten todos los requisitos legales para impetrarlo; y se pagará a contar del día primero del mes siguiente a la dictación del acto administrativo de concesión del beneficio.".

6. Agrégase el siguiente artículo sexto transitorio:

"Artículo Sexto.- La Superintendencia de Pensiones deberá, en el plazo de 120 días contados desde el 1 de diciembre de 2009, recalcular la tasa de reemplazo líquida de acuerdo a la modalidad a que se refiere el párrafo segundo del literal e) del inciso segundo del artículo anterior, respecto de los trabajadores que habiendo presentado su solicitud dentro de los plazos señalados en el precitado artículo, ésta hubiere sido rechazada por exceder su tasa de reemplazo líquida a 55%. 

La nueva certificación de tasa de reemplazo líquida deberá ser remitida al jefe superior del servicio o jefatura máxima que corresponda, para que proceda a la concesión del bono en la medida que se hayan acreditado los demás requisitos legales para impetrarlo.".”.

Artículo 36





Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 36.- Sustitúyese en  el inciso tercero del artículo 30 de la ley N° 20.313 el guarismo "$90.000.-"  por "$110.000.-".".


Los artículos 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35 y 36 fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Sabag.

- - -

INFORME FINANCIERO


El Informe Financiero Sustitutivo elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 10 de noviembre de 2009, señala, de manera textual, lo siguiente:

“- Artículo 1°, otorga, a contar del 1° de diciembre de 2009, un reajuste general de 4,5% a los trabajadores del Sector Público que se indica en esta norma.

- Artículos 2°, 3°, 5° y 6. Conceden, por una sola vez, un Aguinaldo de Navidad, no imponible ni tributable,  a los trabajadores de las entidades a que hacen referencia estas normas, conforme a lo siguiente;

	MONTOS
	TRAMOS (1)

	$37.277
	Tramo 1

	$19.779
	Tramo 2


- Artículo 8°. Concede, por una sola vez, un Aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2010, no imponible ni tributable,  a los trabajadores que se indica en este Proyecto de Ley, según el siguiente detalle;

	MONTOS
	TRAMOS (1)

	$$ 48.910
	Tramo 1

	$$ 34.069
	Tramo 2


(1): Los beneficios se otorgarán de acuerdo a los rangos y criterios que establece este Proyecto de Ley 

- Artículo 13. Concede, por una sola vez, a los trabajadores mencionados en el artículo 1° de este Proyecto de Ley,  un Bono de Escolaridad no imponible ni tributable, por cada hijo de entre 4 y 24 años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del DFL N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. El monto del bono ascenderá a la suma de $48.194. -

- Artículo 14°. Otorga  por una sola vez a los trabajadores a que se refiere el párrafo anterior y que perciban una remuneración líquida no superior a $497.760, una bonificación adicional al bono de escolaridad, por la suma de $20.158. - 

- Artículo 16°. Fija el monto del aporte para Servicios de Bienestar a que se refiere el artículo 23 del DL N° 249, de 1974 y el artículo 13 de la Ley  N° 19.553, por las sumas de $83.765 y $8.377, respectivamente 

- Conforme lo establece el artículo 17° de este Proyecto de Ley, se incrementa en $3.008.163 miles, el aporte que establece el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, para el año 2009. Dicho aporte incluye los recursos para otorgar los beneficios a que se refieren los artículos 13 y 14, al personal académico y no académico de las universidades estatales.

- El artículo 18° de este Proyecto de Ley, sustituye a partir del 1 de enero del año 2010, los montos de “$205.315.-”, “$232.841.-” y “$250.451.-”, a que se refiere el artículo 21° de la ley N° 19.429, por “$214.554.-”, “$243.319.-” y “$261.721.-”, respectivamente.

- El artículo 20° otorga un bono de invierno por $42.481, no imponible ni tributable, para los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley Nº 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; a los pensionados del sistema establecido en el referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario de vejez, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; y a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias de vejez.
- El artículo 21° entrega por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley Nº 16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2010, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2010, de $13.407.- Este aguinaldo se incrementará en $6.903.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.  

Asimismo, otorga por una sola vez a los pensionados y a los beneficiarios del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la Ley N° 20.255 y de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129, un aguinaldo de Navidad del año 2010 de $15.379. Dicho aguinaldo se incrementará en $8.680,  por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987. 

- Se otorga, a contar del 1° de enero de 2010, una Bonificación Extraordinaria, contemplada en la Ley N° 19.536 para enfermeras y matronas que se desempeñan en los establecimientos de los Servicios de Salud, por la suma de $177.536 (artículo 23°).

- Se otorgará un bono especial no imponible en el mes de diciembre del 2009, a los trabajadores de las Instituciones mencionadas en el Proyecto de Ley en su artículo 25°, conforme a lo siguiente;  

	MONTOS
	TRAMOS (1)

	$125.000
	Tramo 1

	$75.000
	Tramo 2


- Se otorgará un bono no imponible en el mes de enero del 2010, a los trabajadores de las Instituciones mencionadas en el Proyecto de Ley en su artículo 26°, conforme a lo siguiente;  

	MONTOS
	TRAMOS (1)

	$125.000
	Tramo 1

	$75.000
	Tramo 2


- En el presente proyecto de ley, se incorpora el artículo 28° relacionado con el pago del Bono establecido en la Ley N° 20.134 y que permitirá resolver la situación de 5.106 exonerados a quienes les corresponde este beneficio con un costo total de $14.002 millones.  

- En el artículo 34° se incrementa en 200 el número de beneficiarios de la asignación mensual de operador de maquinaria pesada, del personal del MOP, con un costo total de $100 millones.  

- En el artículo 36° se incrementa la bonificación de zona extrema de los asistentes de la educación, en la provincia de Chiloé a $110.000, con un costo total de $68 millones.  

El costo que importará la ejecución de este proyecto de ley es de MM$ 121.160 para el año 2009  y de  MM$ 574.119 para el año 2010.    

El mayor gasto fiscal que represente en el año 2009 a los órganos y servicios la aplicación de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y/o transferencias del ítem 50-01-03-24-03-104 de la partida presupuestaria Tesoro Público.

Por su parte, el gasto que irrogue durante el año 2010 a los órganos y servicios públicos incluidos en la Ley de Presupuestos para dicho año, la aplicación de lo dispuesto en los artículos 1°, 8°, 13°, 14°, 16°, 26° y 36° de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y/o con transferencias del ítem señalado en el párrafo anterior del presupuesto para el año 2010 y, en lo que faltare, mediante aumento de aporte fiscal, con cargo a mayores ingresos, en cuyo caso se entenderá incrementada en el equivalente a la aplicación de dichos mayores ingresos la suma global de gastos respectiva que se apruebe en la Ley de Presupuestos para 2010 (artículo 27°).”.


En consecuencia, las normas de la iniciativa no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

"Artículo 1º.- Otórgase, a contar del 1 de diciembre de 2009 un reajuste de 4,5% a las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, imponibles para salud y pensiones, o no imponibles, de los trabajadores del sector público, incluidos los profesionales regidos por la ley Nº 15.076 y el personal del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297.

El reajuste establecido en el inciso anterior no regirá, sin embargo, para los trabajadores del mismo sector cuyas remuneraciones sean fijadas de acuerdo con las disposiciones sobre negociación colectiva establecidas en el Código del Trabajo y sus normas complementarias, ni para aquellos cuyas remuneraciones sean determinadas, convenidas o pagadas en moneda extranjera. No regirá, tampoco, para las asignaciones del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, ni respecto de los trabajadores del sector público cuyas remuneraciones sean fijadas por la entidad empleadora.

Las remuneraciones adicionales a que se refiere el inciso primero, establecidas en porcentajes de los sueldos, no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos, reajustados en conformidad con lo establecido en este artículo, a contar del 1 de diciembre de 2009.

Artículo 2°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Navidad, a los trabajadores que, a la fecha de publicación de esta ley, desempeñen cargos de planta o a contrata de las entidades actualmente regidas por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974; el decreto ley Nº 3.058, de 1979; los Títulos I, II y IV del decreto ley Nº 3.551, de 1981; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional; el decreto con fuerza de ley Nº 2 (I), de 1968, del Ministerio del Interior; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (Investigaciones), de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional; a los trabajadores de Astilleros y Maestranzas de la Armada, de Fábricas y Maestranzas del Ejército y de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile; a los trabajadores cuyas remuneraciones se rigen por las leyes Nº 18.460 y Nº 18.593; a los señalados en el artículo 35 de la ley Nº 18.962; a los trabajadores del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297, al personal remunerado de conformidad al párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.640 y a los trabajadores de empresas y entidades del Estado que no negocien colectivamente y cuyas remuneraciones se fijen de acuerdo con el artículo 9º del decreto ley Nº 1.953, de 1977, o en conformidad con sus leyes orgánicas o por decretos o resoluciones de determinadas autoridades.

El monto del aguinaldo será de $37.277.- para los trabajadores cuya remuneración líquida percibida en el mes de noviembre de 2009 sea igual o inferior a $497.760.- y de $19.779.-, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondiente a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.

Artículo 3º.- El aguinaldo que otorga el artículo anterior corresponderá, asimismo, en los términos que establece dicha disposición, a los trabajadores de las universidades que reciben aporte fiscal directo de acuerdo con el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, y a los trabajadores de sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, siempre que tengan alguna de dichas calidades a la fecha de publicación de esta ley.

Artículo 4°.- Los aguinaldos concedidos por los artículos 2º y 3º de esta ley, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, serán de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, serán de cargo de la propia entidad empleadora.

Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.

Artículo 5°.- Los trabajadores de los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de Educación Técnico Profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que establece dicha disposición.

El Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.

Artículo 6°.- Los trabajadores de las instituciones reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores, de acuerdo con el decreto ley Nº 2.465, de 1979, que reciban las subvenciones establecidas en el artículo 30 de la ley N° 20.032, de las Corporaciones de Asistencia Judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que determina dicha disposición.

El Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio a que se refiere el presente artículo.

Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.

Artículo 7°.- En los casos a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de la presente ley, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda.

Artículo 8°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2010 a los trabajadores que, al 31 de agosto del año 2010, desempeñen cargos de planta o a contrata en las entidades a que se refiere el artículo 2º, y para los trabajadores a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de esta ley.

El monto del aguinaldo será de $48.910.- para los trabajadores cuya remuneración líquida, que les corresponda percibir en el mes de agosto del año 2010, sea igual o inferior a $497.760.-, y de $34.069.-, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá como remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondientes a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.

El aguinaldo de Fiestas Patrias concedido por este artículo, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, será de cargo del Fisco, y respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º, y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, será de cargo de la propia entidad empleadora. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.

Respecto de los trabajadores de los establecimientos de enseñanza a que se refiere el artículo  5° de esta ley, el Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de pago y entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del aguinaldo que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.

Tratándose de los trabajadores de las instituciones a que se refiere el artículo 6° de esta ley, el Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga el presente artículo. Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.

En los casos a que se refieren los artículos 5° y 6°, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda, cuando procediere.

Artículo 9°.- Los aguinaldos establecidos en los artículos precedentes no corresponderán a los trabajadores cuyas remuneraciones sean pagadas en moneda extranjera.

Artículo 10.- Los aguinaldos a que se refiere esta ley no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia, no estarán afectos a descuento alguno.

Artículo 11.- Los trabajadores a que se refiere esta ley, que se encuentren en goce de subsidio por incapacidad laboral, tendrán derecho al aguinaldo respectivo de acuerdo al monto de la última remuneración mensual que hubieren percibido.

Los trabajadores que en virtud de esta ley puedan impetrar el correspondiente aguinaldo de dos o más entidades diferentes, sólo tendrán derecho al que determine la remuneración de mayor monto; y los que, a su vez, sean pensionados de algún régimen de previsión, sólo tendrán derecho a la parte del aguinaldo que otorga el artículo 2º que exceda a la cantidad que les corresponda percibir por concepto de aguinaldo, en su calidad de pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y su pensión, líquidas.

Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en los artículos anteriores, correspondiere el pago de aguinaldo de Navidad o de Fiestas Patrias, éstos serán imputables al monto establecido en esta ley y podrán acogerse al financiamiento que ésta señala.

La diferencia en favor del trabajador que de ello resulte, será de cargo de la respectiva entidad empleadora.

Artículo 12.- Quienes perciban maliciosamente los aguinaldos que otorga esta ley, deberán restituir quintuplicada la cantidad recibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Artículo 13.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores a que se refiere el artículo 1º de esta ley; a los de los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto en  el decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior; a los trabajadores a que se refiere el Título IV de la ley Nº 19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación; por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, y los de las corporaciones de asistencia judicial, un bono de escolaridad no imponible ni tributable, por cada hijo de entre cuatro y veinticuatro años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Este beneficio se otorgará aun cuando no perciban el beneficio de asignación familiar por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987, y siempre que se encuentren cursando estudios regulares en los niveles de enseñanza prebásica del 1º nivel de transición, 2º nivel de transición, educación básica o media, educación superior o educación especial, en establecimientos educacionales del Estado o reconocidos por éste. El monto del bono ascenderá a la suma de $48.194 el que será pagado en dos cuotas iguales de $24.097.- cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2010. Para su pago, podrá estarse a lo que dispone el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en el inciso anterior, correspondiere el pago del bono de escolaridad, éste será imputable al monto establecido en este artículo y podrán acogerse al financiamiento que esta ley señala.

En los casos de jornadas parciales, concurrirán al pago las entidades en que preste sus servicios el trabajador, en la proporción que corresponda.

Quienes perciban maliciosamente este bono, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Artículo 14.- Concédese a los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, durante el año 2010, una bonificación adicional al bono de escolaridad de $20.158.- por cada hijo que cause este derecho, cuando a la fecha de pago del bono, los funcionarios tengan una remuneración líquida igual o inferior a $497.760.-, la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad respectivo y se someterá en lo demás a las reglas que rigen dicho beneficio.

Los valores señalados en el inciso anterior se aplicarán, también, para conceder la bonificación adicional establecida en el artículo 12 de la ley Nº 19.553. Esta bonificación adicional es incompatible con la referida en el inciso precedente.

Artículo 15.- Concédese durante el año 2010, al personal asistente de la educación que se desempeñe en sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, y siempre que tengan alguna de las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, el bono de escolaridad que otorga el artículo 13 y la bonificación adicional del artículo 14 de esta ley, en los mismos términos señalados en ambas disposiciones.

Iguales beneficios tendrá el personal de la educación que tenga las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, que se desempeñe en los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y en los establecimientos de educación técnico-profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980.

Artículo 16.- Durante el año 2010 el aporte máximo a que se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 249, de 1974, tendrá un monto de $83.765.-.

El aporte extraordinario a que se refiere el artículo 13 de la ley Nº 19.553, se calculará sobre dicho monto.

Artículo 17.- Increméntase en $3.008.163.- miles, el aporte que establece el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, para el año 2009. Dicho aporte incluye los recursos para otorgar los beneficios a que se refieren los artículos 13 y 14, al personal académico y no académico de las universidades estatales.

La distribución de estos recursos entre las universidades estatales se efectuará, en primer término, en función de las necesidades acreditadas para el pago de los beneficios referidos en el inciso anterior, y el remanente, se hará en la misma proporción que corresponda al aporte inicial correspondiente al año 2009.

Artículo 18.- Sustitúyese, a partir del 1 de enero del año 2010, los montos de "$205.315.-", "$232.841.-" y "$250.451.-, a que se refiere el artículo 21º de la ley Nº 19.429, por "$214.554.-", "$243.319.-", $261.721.-",  respectivamente.

Artículo 19.- Sólo tendrán derecho a los beneficios a que se refieren los artículos 2º, 8° y 13, los trabajadores cuyas remuneraciones brutas de carácter permanente, en los meses que en cada caso corresponda, sean iguales o inferiores a $1.672.889.-, excluidas las bonificaciones, asignaciones o bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional.

Artículo 20.- Concédese por una sola vez en el año 2010, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral,  de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; a los pensionados del sistema establecido en el referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario de vejez, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; y a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias de vejez, un bono de invierno de $42.481.-

El bono a que se refiere el inciso anterior, se pagará en el mes de mayo del año 2010, a todos los pensionados antes señalados que al primer día de dicho mes tengan 65 o más años de edad. Será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.

No tendrán derecho a dicho bono quienes sean titulares de más de una pensión de cualquier tipo, incluido el seguro social de la ley Nº 16.744, o de pensiones de gracia, salvo cuando éstas no excedan, en su conjunto, del valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio.

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario de vejez.

Artículo 21.- Concédese, por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2010, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2010, de $13.407.-. Este aguinaldo se incrementará en $6.903.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.

En los casos en que las asignaciones familiares las reciba una persona distinta del pensionado, o las habría recibido de no mediar la disposición citada en el inciso precedente, el o los incrementos del aguinaldo deberán pagarse a la persona que perciba o habría percibido las asignaciones.

Asimismo, los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia no podrán originar, a la vez, el derecho al aguinaldo a favor de las personas que perciban asignación familiar causada por ellos. Estas últimas sólo tendrán derecho al aguinaldo en calidad de pensionadas, como si no percibieren asignación familiar.

Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, que concede el inciso primero de este artículo, tendrán derecho quienes al 31 de agosto del año 2010 tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones básicas solidarias; de la ley Nº 19.123; del artículo 1° de la ley N° 19.992; del decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; del referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario; de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129, y del subsidio para  las  personas con  discapacidad  mental a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255.

Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización. En el caso que pueda impetrar el beneficio en su calidad de trabajador afecto al artículo 8° de la presente ley, sólo podrá percibir en dicha calidad la cantidad que exceda a la que le corresponda como pensionado, beneficiario del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 o de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y pensión, subsidio o indemnización, líquidos. En todo caso, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario.

Concédese, asimismo, por una sola vez, a los pensionados a que se refiere este artículo, que tengan algunas de las calidades que en él se señalan al 30 de noviembre del año 2010, y a los beneficiarios del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 y de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129 que tengan dicha calidad en la misma fecha, un aguinaldo de Navidad del año 2010 de $15.379.- Dicho aguinaldo se incrementará en $8.680.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.

Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización.

En lo que corresponda, se aplicarán a este aguinaldo las normas establecidas en los incisos segundo, tercero y séptimo, de este artículo.

Los aguinaldos a que se refiere este artículo no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia no estarán afectos a descuento alguno.

Quienes perciban maliciosamente estos aguinaldos o el bono que otorga el anterior, respectivamente, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Artículo 22.- Los aguinaldos que concede el artículo anterior, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias, del subsidio  para  las  personas con  discapacidad  mental a que se refiere el artículo 35 de la Ley N° 20.255 y a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, o un aporte previsional solidario, serán de cargo del Fisco y, respecto de los pensionados del Instituto de  Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes.

Artículo 23.- Concédese, por el período de un año, a contar del 1 de enero del año 2010, la bonificación extraordinaria trimestral concedida por la ley Nº 19.536, la que será pagada en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de ese año. El monto de esta bonificación será de $177.536.-, trimestrales.

Tendrán derecho a este beneficio los profesionales señalados en el artículo 1º de la ley Nº 19.536 y los demás profesionales de colaboración médica de los servicios de salud remunerados según el sistema del decreto ley Nº 249, de 1973, que se desempeñen en las mismas condiciones, modalidades y unidades establecidas en el mencionado precepto, o bien en laboratorios y bancos de sangre, radiología y medicina física y rehabilitación.

La cantidad máxima de profesionales que tendrán derecho a esta bonificación será de 4.966 personas.

En lo no previsto por este artículo, la concesión de la citada bonificación se regirá por lo dispuesto en la ley Nº 19.536, en lo que fuere procedente.

Artículo 24.- Modifícase la ley Nº 19.464, en la siguiente forma:

a) 
Reemplázase, en el inciso primero del artículo 7º,  la frase  "y enero del año 2009" por "y enero del año 2010,".

b) Sustitúyese, en el artículo 9º, el guarismo "2010" por "2011".

Artículo 25.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores de las instituciones mencionadas en los artículos 2°, 3°, 5° y 6° de la presente ley, un bono especial no imponible, y que no constituirá renta para ningún efecto legal, que se pagará en el curso del mes de diciembre de 2009, y cuyo monto será de $125.000.- para los trabajadores cuya remuneración bruta que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2009 sea igual o inferior a $497.760.-, y de $75.000.- para aquellos cuya remuneración bruta supere tal cantidad y no exceda de $1.672.889.-. Para estos efectos, se entenderá por remuneración bruta la referida en el artículo 19 de la presente ley.

Artículo 26.- Los trabajadores de las instituciones mencionadas en los artículos 2°, 3°, 5° y 6° tendrán derecho a percibir, por una sola vez, en el mes de enero de 2010 un bono no imponible y que no constituirá renta para ningún efecto legal, por un monto de $125.000.- para los trabajadores cuya remuneración bruta que les corresponda percibir en el mes de diciembre de 2009 sea igual o inferior a $497.760.-, y de $75.000.- para aquellos cuya remuneración bruta supere tal cantidad y no exceda de $1.672.889.-. Para estos efectos, se entenderá por remuneración bruta la referida en el artículo 19 de la presente ley. Sin perjuicio de lo anterior, tampoco se considerarán para efectos de la determinación de la remuneración bruta precitada las bonificaciones de zonas extremas a que se refieren los artículos 13 de la ley N° 20.212, artículos 29 y 30 de la ley N° 20.313 y artículo 12 de la ley N° 20.374.

Artículo 27.- El mayor gasto fiscal que represente en el año 2009 a los órganos y servicios la aplicación de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y, o transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público. Para el pago de los aguinaldos se podrá poner fondos a disposición con imputación directa a ese ítem.

El gasto que irrogue durante el año 2010 a los órganos y servicios públicos incluidos en la Ley de Presupuestos para dicho año, la aplicación de lo dispuesto en los artículos 1º,8°,13, 14, 16, 26 y 36 de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y, o con transferencias del ítem señalado en el inciso precedente del presupuesto para el año 2010 y en lo que faltare, mediante aumento del aporte fiscal con cargo a mayores ingresos, en cuyo caso se entenderá incrementada en el equivalente a la aplicación de dichos mayores ingresos la suma global de gastos respectiva que se apruebe en la Ley de Presupuestos para 2010. Todo lo anterior, podrá ser dispuesto por el Ministro de Hacienda, mediante uno o más decretos expedidos en la forma establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, dictados a contar de la fecha de publicación de esta ley.

Artículo 28.- Agrégase en el artículo 5° de la ley N° 20.134 a continuación del punto final (.) que pasa a ser seguido (.) lo siguiente: 

"Tal monto podrá ser excedido en la cantidad que se fije mediante decreto del Ministerio de Hacienda suscrito bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República" para el pago del bono para aquellas personas que, cumpliendo con los requisitos exigidos y que hayan postulado dentro de la fecha establecida en la ley y su reglamento, les sea reconocido el derecho a percibirlo por Resolución emitida antes del 1 de enero del 2010.

Mediante igual procedimiento al señalado en el inciso precedente, podrá incrementarse el referido monto para el pago del bono a todas aquellas personas que hubieren obtenido pensión no contributiva por acto administrativo emitido con anterioridad al 1 de diciembre de 2009, habiendo presentado la solicitud de reconocimiento de la calidad de exonerado político ante el Ministerio del Interior con anterioridad al mes de febrero de 2005 y otorgada con posterioridad a esta última fecha y que cumplan con los demás requisitos exigidos por esta ley para tener derecho a percibirlo.

El gasto que irrogue durante el año 2010 la aplicación de este artículo, se financiará con los recursos contemplados en el Subtítulo 23 del Presupuesto del Instituto de Previsión Social que se apruebe en la Ley de Presupuestos del año 2010. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no pudiere financiar con dichos recursos.".

Artículo 29.- En el diseño y aplicación de la Ficha de Protección Social, no se considerará el nivel educacional de las mujeres con edad igual o mayor a 60 años y de los hombres con edad igual o mayor a 65 años, para efectos de determinar su situación de vulnerabilidad.

Artículo 30.- Las Subsecretarías de Hacienda y de Previsión Social y la Dirección de Presupuestos, estarán facultadas, en el ejercicio de sus funciones, para acceder a la información contenida en el Sistema de Información de Datos Previsionales a que se refiere el artículo 56 de la ley Nº 20.255, y requerir los datos personales y la información asociada al ámbito previsional que posean otros organismos públicos, los que estarán obligados a proporcionarlos.    En tal caso, el tratamiento y uso de los datos personales que efectúen los organismos antes mencionados, quedarán dentro del ámbito de control y fiscalización de dichos servicios. 

Los organismos públicos antes señalados y su personal deberán guardar absoluta reserva y secreto de la información de que tomen conocimiento y abstenerse de usar dicha información en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.

Artículo 31.- Autorízase a las universidades estatales, por el plazo de dos años a contar de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, para contratar uno o más empréstitos, u otras obligaciones financieras, con el objeto de reestructurar sus pasivos financieros, existentes al 31 de diciembre de 2009. El monto de tales pasivos será establecido en un decreto del Ministerio de Educación que además llevará la firma del Ministro de Hacienda.

El servicio de la deuda derivada de los empréstitos que se autorizan contraer por este artículo, deberá hacerse con cargo al patrimonio de la universidad respectiva, y no podrá exceder del plazo de 20 años.

Esta autorización no comprometerá en forma directa o indirecta el crédito o la responsabilidad financiera del Fisco.

La selección de las entidades financieras con las cuales contraten los empréstitos u otras obligaciones a que se refiere el inciso primero, se efectuará mediante licitación pública, sin que esta quede sujeta a las normas de la ley Nº 19.886 y su reglamento. 

Artículo 32.- Agrégase en la ley N° 19.531 el siguiente artículo 5° quáter:

"Artículo 5  quáter.- Los decretos supremos que deban dictarse para la formalización y, o ratificación de los acuerdos adoptados por la Comisión Resolutiva Interinstitucional en lo relativo a la formulación del Programa Marco, a la definición de metas de eficiencia institucional y metas de desempeño colectivo, a la determinación del grado de  cumplimiento de tales metas y el porcentaje de asignación variable que corresponda los funcionarios con derecho a ella, así como las modificaciones los mismos, cuando proceda, serán expedidos por el o los Ministerios respectivos, bajo a la fórmula "Por orden del Presidente de la República.". 

Artículo 33.- La definición de los programas u objetivos de mejoramiento de la gestión, el grado de cumplimiento y, o definición del porcentaje de asignación que corresponda a los funcionarios con derecho a ellas, así como las modificaciones que procedan, respecto de las asignaciones de los artículos 4° de la ley Nº 19.490, 14 de la ley Nº 19.479 y las que se fijen en virtud de lo dispuesto en el artículo 25 del decreto ley Nº 531, de 1974, se formalizarán mediante decreto supremo expedido por el o los Ministerios respectivos, bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República. 

Artículo 34.- Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo único de la ley N° 19.580, el guarismo "350" por "550".

Artículo 35.- Modifícase la ley Nº 20.305 en la siguiente forma:

1. Modifícase el artículo 3°, en el siguiente sentido:

a) Reemplázase su inciso primero por los siguientes, reenumerándose los restantes correlativamente:

"El jefe superior de servicio o la jefatura máxima que corresponda, deberá recibir del trabajador que haya cumplido las edades indicadas en el número 4 del artículo 2°, la solicitud para acceder al bono dentro de los 12 meses siguientes al cumplimiento de las edades antes mencionadas, debiendo proceder a verificar los requisitos señalados en el inciso final del artículo 1°, y en los números 1, 2 y 4 del artículo 2°, además de determinar la remuneración promedio líquida. Asimismo, deberá requerir a la Superintendencia de Pensiones, la estimación acerca de la tasa de reemplazo líquida del trabajador de conformidad a lo dispuesto en el número 3 del artículo anterior.

La solicitud que se remita a la Superintendencia de Pensiones, deberá adjuntar, además del cálculo de la remuneración promedio líquida, la declaración del trabajador sobre sus eventuales beneficiarios de pensión de sobrevivencia, a menos que éste no la proporcione. Dicha declaración se efectuará de acuerdo a las instrucciones que imparta la Superintendencia de Pensiones.".

b) Sustitúyese el actual inciso cuarto, que pasó a ser quinto por el siguiente:

"El jefe superior de servicio o la jefatura máxima que corresponda, notificará por escrito al trabajador la tasa de reemplazo líquida informada por las entidades señaladas en el inciso anterior.".

c) Elimínanse sus actuales incisos quinto y sexto, pasando el actual inciso séptimo a ser sexto y así correlativamente.

d) Sustitúyese en su actual inciso séptimo que pasa a ser sexto, la expresión "en los incisos quinto o sexto" por "en el inciso primero".

2. Sustitúyese el inciso tercero del artículo 8°, por el siguiente:

"El bono se devengará a contar del día primero del mes siguiente a aquel en que el interesado haya presentado la solicitud para obtener el bono, siempre y cuando se acrediten todos los requisitos legales para impetrarlo; y se pagará a contar del día primero del mes siguiente a la dictación del acto administrativo de concesión del beneficio.".

3. Sustitúyese el inciso sexto del artículo 12, por el siguiente:

"El bono se devengará a contar del día primero del mes siguiente a aquel en que el interesado haya presentado la solicitud para obtener el bono, siempre y cuando se acrediten todos los requisitos legales para impetrarlo; y se pagará a contar del día primero del mes siguiente a la dictación del acto administrativo de concesión del beneficio.".

4. Sustitúyese el inciso quinto del artículo 13, por el siguiente:

"El bono se devengará a contar del día primero del mes siguiente a aquel en que el interesado haya presentado la solicitud para obtener el bono, siempre y cuando se acrediten todos los requisitos legales para impetrarlo; y se pagará a contar del día primero del mes siguiente a la dictación del acto administrativo de concesión del beneficio.".

5. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo quinto transitorio:

a) Intercálase en el párrafo segundo del literal e) del inciso segundo a continuación del punto seguido (.) y antes de la palabra "En", la siguiente frase, pasando la frase que se inicia con la expresión "En caso que…" a ser un párrafo tercero, nuevo:

"En caso que los trabajadores a que se refiere el presente artículo, hayan optado por la modalidad de pensión Renta Temporal con Renta Vitalicia Diferida, se considerará como pensión de vejez líquida, la renta vitalicia diferida que perciban a la fecha de la solicitud del beneficio, o bien la que tengan contratada a dicha fecha.".

b) Sustitúyese su inciso final, por el siguiente: 

"El bono se devengará a contar del día primero del mes siguiente a aquel en que el interesado haya presentado la solicitud para obtener el bono, siempre y cuando se acrediten todos los requisitos legales para impetrarlo; y se pagará a contar del día primero del mes siguiente a la dictación del acto administrativo de concesión del beneficio.".

6. Agrégase el siguiente artículo sexto transitorio:

"Artículo Sexto.- La Superintendencia de Pensiones deberá, en el plazo de 120 días contados desde el 1 de diciembre de 2009, recalcular la tasa de reemplazo líquida de acuerdo a la modalidad a que se refiere el párrafo segundo del literal e) del inciso segundo del artículo anterior, respecto de los trabajadores que habiendo presentado su solicitud dentro de los plazos señalados en el precitado artículo, ésta hubiere sido rechazada por exceder su tasa de reemplazo líquida a 55%. 

La nueva certificación de tasa de reemplazo líquida deberá ser remitida al jefe superior del servicio o jefatura máxima que corresponda, para que proceda a la concesión del bono en la medida que se hayan acreditado los demás requisitos legales para impetrarlo.".

Artículo 36.- Sustitúyese en  el inciso tercero del artículo 30 de la ley N° 20.313 el guarismo "$90.000.-"  por "$110.000.-".".

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 11 de noviembre de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet (Presidenta) y señores Camilo Escalona Medina, José García Ruminot, Carlos Ominami Pascual y Hosaín Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 11 de noviembre de 2009.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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� Artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980.


� Artículos 22 y 22 a) de la ley N° 17.322.
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